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	1. ACCIONES DE INCONSTITUCIONALIDAD Y CONSULTAS JUDICIALES INGRESADAS




	EXPEDIENTE
	RECURRENTE
	FECHA INGRESO


	NORMA IMPUGNADA

	10-11957-0007-CO

Consulta Legislativa


	Rodolfo Sotomayor A. y otros
	02-09-10
	REFORMA A LA LEY DE PENALIZACIÓN DE VIOLENCIA CONTRA LAS MUJERES

-Reforma y adición de los artículos 22 y 25 de la Ley de Penalización de Violencia contra las Mujeres. Número 8589. Expediente Legislativo número 17.499

Se acusa la violación al procedimiento legislativo, violación a los principios de proporcionalidad y razonabilidad en cuanto a las sanciones. 



	10-11951-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Ana Gabriela Chinchilla Reyes
	02-09-10
	CAUSALES DE PÉRDIDA DE PENSIÓN DE HUERFANOS Y HERMANOS

-Artículo 20 inciso f) del Reglamento de Invalidez, Vejez y Muerte de la CCSS

La norma señala que el pago de la pensión termina cuando el beneficiario sea asalariado o trabajador independiente, en el caso de huérfanos y hermanos. 



	10-11964-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Alexandra Loría Beeche
	02-09-10
	SANCIONES POR VIOLACIONES A LA LEY CONTRA LA CORRUPCIÓN

-Artículos 25 párrafo 3 inciso c) y 54 párrafo 5 del Reglamento de Procedimientos Administrativos de la Contraloría General de la República.

-Artículo 18 de la Ley 8422. Ley contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública.

-Artículo 95 de la Ley de Contratación Administrativa

En casos de investigaciones administrativas por violación a la ley contra la corrupción, las normas permiten la imposición de medidas cautelares y, en la apelación, no se otorga emplazamiento. Se permite además a la Contraloría anotar bienes para garantizar el resultado de un proceso, sin realizar previamente el depósito de garantía. Finalmente estima que no existe proporcionalidad y racionalidad entre la medida y el fin perseguido, cuando se obliga a las personas que quieran servir a Costa Rica, renunciar a su patrimonio y se sientan responsabilidades personales de carácter objetivo, lo que considera violatorio del principio de culpabilidad. 



	10-12027-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Ricardo Escalante Jiménez
	03-09-10
	INDEMNIZACIÓN POR ERROR JUDICIAL

-Artículo 271 párrafo 3 in fine del Código  Procesal Penal. 

La norma establece que se indemnizará, sólo a cargo del Estado, cuando una persona haya sido sometida a prisión preventiva y luego es sobreseída o absuelta, con plena demostración de inocencia.



	10-12025-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Marino Nicoli

ASTALDI S.P.A.
	03-09-10
	EXENTOS DE  RETENCIONES: ARRENDAMIENTO DE BIENES DE CAPITAL

-Artículo 64 inciso c) del Reglamento a la Ley del Impuesto sobre la Renta, en relación con el 59 párrafo 8 de la Ley del Impuesto sobre la Renta. 

La norma señala que están exentos del impuesto del quince por ciento (15%) sobre los créditos o pagos, entre otros, el arrendamiento de bienes de capital. Por los pagos efectuados por empresas domiciliadas en la país a instituciones del exterior reconocidas pro el Banco Central de Costa Rica, como instituciones de primer orden, siempre que estos bienes sean utilizados en actividades industriales o agropecuarias… Para aplicar la exención, Tributación verificará el reconocimiento de bancos del exterior de primer orden por parte del Banco Central. Se cuestiona el hecho de que la institución en el exterior sea  reconocida por el Banco Central, pues tratándose de una actividad no financiera, carece de lógica y técnica, a juicio del recurrente, pues el requisito es exigido sólo para el pago de intereses, no para el de arrendamientos.

  

	10-12026-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Alvaro Justo Quirós Sánchez
	03-09-10
	DIRECTRIZ DE LA PROCURADURÍA EN PROCESOS PENALES

-Directriz General de la Coordinación del Área Penal de la Procuraduría General de la República, que rechaza la aplicación de solución alterna al juicio oral y público. 

La directriz niega que el imputado se beneficie de las medidas alternas a juicio en procesos de conducción temeraria, ley de armas, atentado agravado, resistencia agravada y amenazas agravadas.



	10-12093-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Ramón Atencio García
	03-09-10
	DETERMINACIÓN DE OFICIO DE OBLIGACIÓN TRIBUTARIA

-Artículos 124 y 116 b) del Código de Normas y Procedimientos Tributarios.

Las normas cuestionadas permiten a la administración determinar de oficio la obligación tributaria, cuando concurran ciertos hechos, fundamentalmente respecto de libros, registros o documentación que respalden los gastos. 

	10-12042-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	José Francisco Masis Mata
	04-09-10
	REGIMEN SANCIONATORIO DE ABOGADOS

-Artículo 78 a 87 del Código de Deberes Jurídicos, Morales y Éticos del Profesional en Derecho”

Las normas señalan que las sanciones de orden disciplinario impuestas a los abogados, son independientes de las que se puedan imponer por los mismos hechos, en otras vías. Cuestiona la sanción por vía reglamentaria. 



	10-12110-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Daniel Estaban Salas Muñoz
	06-09-10
	RESERVA DE IDENTIDAD Y CARACTERISTICAS DE TESTIGOS EN EL PROCESO PENAL

-Artículo 11 de la Ley 8720. Ley de Protección a Víctimas y Testigos y demás sujetos intervinientes en el proceso penal, reformas y adición al Código Procesal Penal y Código Penal. (publicada en La Gaceta número 77 del 22 de abril del 2009.

-Artículos 334, 351 y 204 bis inciso 2) del Código Procesal Penal

Se acusa que con base en las normas cuestionadas, en un caso concreto se dictó sentencia con base en la declaración de cuatro testigos que declararon con pasamontañas, reservándose su identidad y características, lo que se considera violatorio del debido proceso de los derechos del imputado.

 

	10-12150-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Jorge Rodríguez Fonseca
	06-09-10
	REQUISITOS ACADEMICOS PARA OBTENER MAESTRIA

-Convenio para crear una nomenclatura de grados y títulos de educación superior universitaria estatal. Consejo Nacional de Rectores del 04-05-2004.

Se requiere para sacar una maestría, un mínimo de bachillerato universitario, con lo que la accionante no está de acuerdo, pues considera que deja en desventaja para efectos de concursos de puestos a las personas que han sacado una licenciatura.



	10-12174-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Marvin Wiernik Lipiec
	07-09-10
	PROCEDIMIENTO PARA LA LEGALIZACIÓN Y RETIRO DE LIBROS EN LA ADMINISTRACION TRIBUTARIA

-Decreto Ejecutivo DGT-09-2010 de la Dirección General de Tributación. Publicado en La Gaceta del 16 de junio del 2010.

El decreto impugnado reglamentó el procedimiento para la legalización y retiro de libros legales en la Administración Tributaria, facultad otorgada por el artículo 99 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios. Se acusa que autorización para que terceros realicen los trámites, debe hacerse varias veces, en los diferentes momentos del proceso. 



	10-12229-0007-CO

Consulta Legislativa


	Presidente de la Asamblea Legislativa
	08-09-10
	CONVENIO MARCO CON EL SALVADOR

-Aprobación del Convenio Maraco de Cooperación Bilateral entre la República de Costa Rica y la República del Salvador. Expediente Legislativo 17127



	10-12230-0007-CO

Consulta Legislativa


	Presidente de la Asamblea Legislativa
	08-09-10
	CONVENIO CULTURAL CON CHINA

-Aprobación del Acuerdo de Cooperación Cultural entre el Gobierno de la República de Costa Rica y el  Gobierno de la República Popular China. Expediente Legislativo 17384



	10-12231-0007-CO

Consulta Legislativa


	Presidente de la Asamblea Legislativa
	08-09-10
	TRATADO SOBRE SISTEMA DE PAGOS Y LIQUIDACION DE VALORES

-Aprobación sobre el Tratado sobre Sistema de pagos y de liquidación de valores de Centroamérica y República Dominicana. Expediente Legislativo 17382



	10-12232-0007-CO

Consulta Legislativa


	Presidente de la Asamblea Legislativa
	08-09-10
	CONVENIO EN MATERIA TRIBUTARIA CON ESPAÑA

-Aprobación del Convenio entre la República de Costa Rica y el Reino de España para la evitar la doble imposición y prevenir la evasión fiscal en materia de impuesto sobre renta y sobre el patrimonio. Expediente Legislativo 16125



	10-12424-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Nelson Javier Montoya Chang y otros

Dole Ocean Cargo Express Inc y otras
	09-09-10
	COBRO A NAVIERAS DEL IMPUESTO POR CONCEPTO DE ZARPE

-Artículo 16 de la Ley 6717

La ley señala que toda actividad lucrativa pagará impuesto de patente sobre los ingresos brutos anuales. Se establece dentro de la categoría de “servicios” el transporte. No obstante, lo anterior, la norma impugnada, grava exclusivamente, la actividad de las empresas navieras de bandera no costarricense y, crea un impuesto sobre el zarpe de los barcos, lo que a juicio del accionante no es considerado una actividad lucrativa, pues es parte del proceso de transporte marítimo.

 

	10-12435-0007-CO

Consulta Legislativa


	Presidente de la Asamblea Legislativa
	10-09-10
	ADHESIÓN AL ESTATUTO DE LA HAYA

-Aprobación de la Adhesión al Estatuto de la Conferencia de la Haya de Derecho Internacional Privado. Expediente Legislativo 17222 



	10-12436-0007-CO

Consulta Legislativa


	Presidente de la Asamblea Legislativa
	10-09-10
	CONVENIO PARA ESTABLECER LA UNIÓN ADUANERA CENTROAMERICANA

-Aprobación del Convenio Marco para el Establecimiento de la Unión Aduanera Centroamericana. Expediente Legislativo 17274



	10-12511-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Jorge Salas Bonilla

Alcalde de la Municipalidad de Tibás. 


	13-09-10
	CONVENCIÓN COLECTIVA MUNICIPALIDAD DE TIBAS

Artículo 31 de la Convención Colectiva  de Trabajo de la Municipalidad de Tibás.

La norma señala que en casos disciplinarios contra funcionarios de la Municipalidad de Tibás, se mantendrá su relación laboral, hasta que los Tribunales competentes declaren firme su culpabilidad. Se acusa que la norma no ha entrado en vigencia y aún así se está aplicando.

 

	10-12558-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Yuribeth Méndez Castro
	13-09-10
	IMPUGNACIÓN DE BOLETAS DE CITACIÓN EN MATERIA DE TRANSITO

-Artículos 152 y 153 de la Ley de Tránsito

Las normas cuestionadas limitan la posibilidad de emplear recursos de impugnación verticales en contra de las resoluciones de órganos administrativos del COSEVI, conocidos como “Unidades de Impugnación de Boletas de Citación”, violando con ello el principio de justicia pronta y cumplida, lo que hacen los artículos es prever un recurso de inconformidad, que considera la accionante que es un recurso horizontal atípico. 



	10-12758-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	José Luis Rodríguez Solano
	17-09-10
	SANCIONES Y REQUISITOS PARA INTERPONER CASACIÓN EN MATERIA NOTARIAL

-Artículos 146 inciso c) y 158 del Código Notarial. 

Las normas impugnadas sancionan de 3 a 10 años a los notarios que expidan testimonios o certificaciones falsas y restringen la posibilidades Recurso de Casación contra lo resuelto por el  Tribunal de Notariado, únicamente en los casos en que “hubiere mediado pretensión resarcitoria” y “cuando la cuantía del asunto lo permita”, impidiendo así la interposición del recurso en el resto de los casos, ya sea porque no haya pretensión resarcitoria o porque la cuantía no lo permite. De igual forma en cuanto limita la competencia del tribunal de casación únicamente a lo pecuniario. 



	10-12907-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Walter Xavier Niehaus Bonilla
	21-09-10
	DIRECTRIZ DE LA PROCURADURÍA EN PROCESOS PENALES

-Directriz dictada por la Procuraduría General de la República dirigida a no realizar negociaciones en materia de conducción temeraria”. 

 

La directriz niega que el imputado se beneficie de las medidas alternas a juicio en procesos de conducción temeraria, ley de armas, atentado agravado, resistencia agravada y amenazas agravadas.



	10-12895-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Mario Chavarría Lizano
	21-09-10
	PUBLICACIÓN DE REMATES EN EL BOLETÍN JUDICIAL

-Artículo 21 inciso 5) Ley de Cobro Judicial número 8624 del 20 de noviembre del 2007. Publicada en el alcance número 34 de la Gaceta 223.

La norma señala que se publicará el aviso de remate mediante un edicto, el cual efectuará dos veces en días consecutivos en La Gaceta, en donde se indicará la base, la hora, el lugar y los  días de subasta. Se acusa que en su caso concreto se omitió la publicación del aviso o edicto mediante la Gaceta, se hizo a través del Boletín Judicial. 



	10-12984-0007-CO

Consulta Judicial


	Juzgado de Familia, Civil y Laboral de Puriscal
	22-09-10
	DECLARATORIA DE HIJO EXTRAMATRIMONIAL

-Artículo 71 del  Código de Familia. 

La norma señala que se tendrá como hijo de matrimonio al nacido después de 300 días de separación de hecho de los cónyuges, no haya tenido posesión notaria de estado por parte del marido. Asunto base 10-4000011-197-FA 



	10-12968-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Ana Gabriela Salazar Borbón
	22-09-10
	REQUISITOS PARA REMATE DE PROPIEDADES HIPOTECADAS

-Artículo 71 inciso 5 de la Ley Orgánica del Sistema Bancario Nacional. No. 1644.

La norma señala que en los casos en que un banco comercial tuviere que hacer efectivas las garantías constituidas a su favor por operaciones de crédito, procederá de conformidad con las siguientes disposiciones: 

5) Para participar en remates judiciales no es necesaria la presencia de gerentes o apoderados judiciales del Banco, pudiendo hacerlo -aparte de sus personeros- los abogados, a quienes se les haya encargado la dirección profesional del asunto de que se trate, siempre y cuando en los autos aparezca autorización expresa en ese sentido. Si el respectivo personero o abogado director no estuvieren presentes, la subasta no se llevará a cabo. 

Se acusa que la inasistencia de los representantes de los bancos es constante en los remates, por lo que no se pueden realizar. 



	10-12962-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Cinthya Solano Cantillo

Asociación Nacional de Segunda Oportunidad de Vida (ANASOVI)


	22-09-10
	SE SUSPENDE PRESENTACION DE ESTUDIOS DE EQUIVALENCIA TERAPÉUTICA EN PRODUCTOS

-Decreto Ejecutivo número 36068-S del 08 de junio del 2010. Publicado en La Gaceta 126 del 30-06-2010.

El decreto impugnado suspende la presentación de estudios de equivalencia terapéutica in vivo, para productos que contienen activos de la Lista Priorizada que soliciten registro sanitario o renovación al Ministerio de Salud, que se establecía en los decretos 28466 y 32470. Dispone además mantener las pruebas de perfiles de disolución antes del vencimiento del  registro sanitario y finalmente, que después de regulada la investigación clínica en seres humanos, los interesados contarán con el plazo de un año para presentar los estudios que establecen los dos decretos mencionados.  



	10-13007-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Julián Solano Porras
	22-09-10
	INHABILITACIÓN EN PROFESIÓN, OFICIO O ACTIVIDAD EN CASOS DE HOMICIDIO

-Artículos 117 y 128 del Código Penal

Las normas señalas regulan lo relativo al homicidio culposo y se cuestiona la inhabilitación  de 1 a 5 años para el ejercicio de la profesión, el oficio, arte o la actividad en la que se produjo el hecho. 



	10-13066-0007-CO

Consulta Judicial


	Juez Penal del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, Pérez Zeledón. 


	23-09-10
	DIRECTRIZ DE LA PROCURADURÍA EN PROCESOS PENALES

-Directriz General de la Coordinación del Área Penal de la Procuraduría General de la República, que rechaza la aplicación de solución alterna al juicio oral y público. 

La directriz niega que el imputado se beneficie de las medidas alternas a juicio en procesos de conducción temeraria, ley de armas, atentado agravado, resistencia agravada y amenazas agravadas.

Exp. 09-000021-219-PE



	10-13068-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Rafael Angel Gutiérrez Mendoza
	23-09-10
	SE IMPUGNA DESPIDO DE FUNCIONARIO POLICIAL

-Resolución 2010-219-DM del Despacho de la Ministra de Seguridad Pública de las 9:00 horas del 22 de enero del 2010. 

-Oficio 0950-2010-DRH-SEC del 08 de febrero del 2010, emitido pro la Dirección de Recursos Humanos del Ministerio de Seguridad Pública. 

Los actos impugnados disponen el despido justificado de un funcionario de la Fuerza Pública de la Guardia Civil, porque realizó la captura de un vehículo privado en Limón y se hace el inventario en la Delegación de Coronado, sin que estuviera en servicio en ese momento. Se alega que se violó el debido proceso y además se omitió el acuerdo ejecutivo que dispone la Constitución Política y la Ley  General de Policía.

 

	10-13070-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Ronald  Francisco González Alvarado
	23-09-10
	RETIRO DE FONDOS DE PENSIÓN COMPLEMENTARIA

-Artículo 20 de la Ley de Protección al Trabajador

La norma señala que cuando el trabajador no se pensione bajo ningún régimen, tendrá derecho a retirar los fondos de su cuenta individual al cumplir la edad establecida vía reglamento, paro la Junta Directiva de la CCSS. El accionante acusa que esta disposición le impide el acceso a sus recursos, pues está desempleado y no le dan trabajo por su edad. 



	10-13103-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Róger Sánchez Monge
	24-09-10
	NOTIFICACION AUTOMÁTICA POR FAX

-Artículo 50 de la Ley de Notificaciones. 

Para notificar por este medio se harán hasta cinco intentos para enviar el fax al número señalado, con intervalos de al menos treinta minutos, esos intentos se harán tres el primer día y dos el siguiente,  estos dos últimos intentos deberán producirse en día hábil y después de las ocho horas.   De resultar negativos todos ellos, así se hará constar en un único comprobante a efecto de la notificación automática, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 36 de esta Ley. Los registros informáticos completos de la transmisión deberán conservarse al menos por dos años. Se acusa que la norma no prevé los casos fortuitos, dejando en estado de indefensión a las partes. 



	10-13183-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Edwin Duartes Delgado
	27-09-10
	JURISPRUDENCIA SOBRE LAS CAUSAS DE EXCLUSIÓN DEL ABOGADO DEL PROCESO PENAL

-Jurisprudencia del Tribunal de Casación Penal del Segundo Circuito Judicial de San José y del  Juzgado Penal de Osa, en el sentido de que se le nombra al imputado otro defensor, cuando su abogado personal, por múltiples ocupaciones no puede asistir al juicio, pues el abogado debe ajustarse el tiempo del Tribunal y no el Tribunal al tiempo del abogado. 

Dicho criterio indica que se sostuvo en los expedientes 09-200692-454-PE y 09-202154-454-PE del Juzgado Penal de Osa, que había sido sostenido por el Tribunal de Casación Penal del Segundo Circuito Judicial, mediante resolución 742-2009. Se alega que viola el derecho de defensa, el principio de legalidad, derecho de trabajo. 



	10-13224-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Federico Torrealba Navas y otros
	27-09-10
	JURISPRUDENCIA SOBRE LA PRESCRIPCION EN DELITOS DE ACCION PUBLICA, CUANDO LA ACCIÓN SE CONVIRTIÓ EN PRIVADA

-Jurisprudencia de la Sala Tercera relativa a la aplicación de las  reglas de interrupción de la prescripción establecidas en el b) del artículo 33 del Código Procesal Penal, a casos en los que el delito acusado es de acción pública.

La Sala Tercera sostiene que cuando la acción penal pública se convierte en privada, debe aplicarse las reglas de interrupción de la prescripción, establecidas en el 33 inciso b) del CPP, que establece como causal de interrupción de la prescripción, “la presentación de la querella, en los delitos de acción privada”. Se las sentencias: 513-05538-07, 955-08.



	10-13248-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Manuel A. Sanabria Elizondo
	28-09-10
	CASACIÓN EN MATERIAL NOTARIAL

-Artículo 158 del Código Notarial

La norma impugnada restringe la posibilidades Recurso de Casación contra lo resuelto por el  Tribunal de Notariado, únicamente en los casos en que “hubiere mediado pretensión resarcitoria” y “cuando la cuantía del asunto lo permita”, impidiendo así la interposición del recurso en el resto de los casos, ya sea porque no haya pretensión resarcitoria o porque la cuantía no lo permite. De igual forma en cuanto limita la competencia del tribunal de casación únicamente a lo pecuniario. 



	10-13282-0007-CO

Consulta Judicial


	Juzgado Civil y de Trabajo del Segundo Circuito Judicial de Alajuela. San Carlos. 
	28-09-10
	CIRCULAR DEL CONSEJO SUPERIOR DEL PODER JUDICIAL SOBRE ESCRITOS ENVIADOS POR FAX

- Circular 57-2010 que es un acuerdo del Consejo Superior del Pode Judicial, tomado en sesión número 33, del 08 de abril del 2010, artículo XLVIII. 

La circular impugnada dispone que la remisión de escritos vía fax, no es necesario que las partes remitan el original dentro de los tres días siguientes, en razón de la derogatoria parcial del artículo 6 bis de la Ley Orgánica del Poder Judicial. Se cuestiona el que se ponga como único criterio de interpretación y aplicación de normas jurídicas a los Jueces de la República, una circular, convirtiéndola en fuente de interpretación y aplicación de leyes. Exp. 10-300105-297-LA



	10-13354-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Adrián Torrealba Navas

Ajolí S.A. y otros
	29-09-10
	DETERMINACIÓN DEL CANON EN ZONA MARITIMO TERRESTRE

-Artículo 48 de la Ley de la Zona Marítimo Terrestre. No. 6043 del 02 de marzo de 1977. 

-Artículos 49 y 50 del Reglamento de la Ley de la Zona Marítimo Terrestre. Decreto Ejecutivo 7841-P del 16-12-1977.

Las normas señalan que el canon a pagar en la zona marítimo terrestre se hará de acuerdo a las circunstancia de cada lugar, lo cual será determinado por el reglamento. Para la determinación del canon, las municipalidades solicitarán a Tributación Directa un avalúo de los terrenos. Considera que en este caso se da una violación al principio de  reserva material de ley.



	10-13431-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Erick Ulate Quesada

Asociación de Consumidores de Costa Rica S.A.
	30-09-10
	PROPINA COMO PARTE DEL SALARIO

-Ley 4946

-Reglamento a la Ley 4946, Decreto Ejecutivo 2624 del 03-11-1972.

Las normas impugnadas regulan lo relativo al pago de las propinas y se indica que deberán cancelarse una vez que el cliente haya cancelado la cuenta. Se cuestiona que la propina obligatoria son una desventaja para el consumidor, ya que no puede cubrir sus intereses económicos ante una mala atención, ya que la ley le obliga a pagar. 




	2. ACCIONES Y CONSULTAS JUDICIALES VOTADAS




	EXPEDIENTE
	FECHA DE VOTACION


	PARTE DISPOSITIVA

	09-017354-0007-CO

Voto 2010-14772
	01-09-10
	A las catorce horas con treinta y cinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Juan Manuel Bonilla Villalobos en contra del Decreto Ejecutivo número 29957-G del 26-10-2001. Se rechazan las solicitudes de coadyuvancia por extemporáneas a folios 96, 100 y 106 del expediente. Se declara CON LUGAR la acción. En consecuencia se anula por inconstitucional el Decreto Ejecutivo No. 29957-G del 26 de octubre de 2001. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Sin embargo, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 91 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se dimensionan los efectos en el sentido de que la inconstitucionalidad declarada no afecta las prácticas agrícolas que actualmente se realizan al amparo del decreto ejecutivo impugnado, pero tendrán una vigencia de un año a partir del momento en que se notifica la presente sentencia, una vez vencido el plazo dado deberá cesar dicha actividad en su totalidad. Comuníquese este pronunciamiento a los Poderes Legislativo, y Ejecutivo. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese.-

	10-008737-0007-CO

Voto 2010-14782
	01-09-10
	A las catorce horas con cuarenta y cinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Museo del Aire Sociedad Anónima Ológica y Conservación Oscar Rojas Carmona en contra de la Interpretación del Juzgado Contencioso Administrativo y del Tribunal Superior Contencioso Administrativo sobre la imposibilidad y/o improcedencia de acumular materialmente los procesos de expropiación establecidos ante esa misma jurisdicción. Se rechaza de plano la acción. Los Magistrados Armijo, Jinesta, Castillo y Hernández ponen nota.-

	10-011237-0007-CO

Voto 2010-14783
	01-09-10
	A las catorce horas con cuarenta y seis minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Federico Torrealba Navas, Guillermo Antonio Solórzano Marín en contra del Artículo 52 de la Ley número 7523. Régimen Privado de Pensiones Complementarias, adicionado por Ley número 7982 del 16 de febrero del 2000. Se rechaza de plano la acción.-

	10-005008-0007-CO

Voto 2010-14784
	01-09-10
	A las catorce horas con cuarenta y siete minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Inversiones Madereras Caño Seco S.A., Luis Arturo Arias en contra del Artículo 31 de la Ley 7495 del 08 de junio de 1995, reformado por el artículo 1 de la Ley 7757 del 10 de marzo de 1998. Ley de Expropiaciones. Se rechaza por el fondo la acción. Los Magistrados Calzada y Armijo ponen nota.-

	09-007978-0007-CO

Voto 2010-14785
	01-09-10
	A las catorce horas con cuarenta y ocho minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Carlos Solano Soto, Carlos Stradi Granados, Donato Salas Mongalo, Fernando Arias Avendaño, Gonzalo Bermúdez Fallas, Mario Villalta Jiménez, Róger Valverde Valverde, Sara Salazar Badilla en contra de los Artículos primero y décimo del Decreto Ejecutivo n°35148 MINAET. Se rechaza por el fondo la acción en relación con el artículo 10 del Decreto Ejecutivo N° 35148-MINAET. En lo demás se rechaza de plano. El Magistrado Castillo salva el voto y ordena cursar la acción.-

	10-009046-0007-CO

Voto 2010-14786
	01-09-10
	A las catorce horas con cuarenta y nueve minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Marvin Antonio Valenciano Rojas en contra del Artículo 158 del Código Notarial. Se rechaza por el fondo la acción.-

	10-011042-0007-CO

Voto 2010-14787
	01-09-10
	A las catorce horas con cincuenta minutos. Consulta Legislativa. Presidente de la Asamblea Legislativa en lo referente al Convenio de Asistencia Mutua y Cooperación Técnica entre las Administraciones Tributarias y Aduaneras de Centroamérica, expediente legislativo número 16.948. Se evacua la consulta preceptiva en el sentido que el proyecto de ley de de aprobación de , que se tramita en el expediente legislativo número 16.948, no resulta inconstitucional.-

	10-011022-0007-CO

Voto 2010-14788
	01-09-10
	A las catorce horas con cincuenta y un minutos. Consulta Legislativa. Presidente de la Asamblea Legislativa en lo referente al Convenio de Cooperación Cultural y Educativa entre la República de Costa Rica y la República de Panamá, expediente legislativo no. 16907. Se evacua la consulta preceptiva en el sentido que el proyecto de ley de aprobación de la "Convenio de Cooperación Cultural y Educativa entre la República de Costa Rica y la República de Panamá", tramitado en el expediente legislativo número 16907, no resulta inconstitucional. Notifíquese al Directorio de la Asamblea Legislativa.-

	10-011440-0007-CO

Voto 2010-14789
	01-09-10
	A las catorce horas con cincuenta y dos minutos. Consulta Legislativa. Presidente de la Asamblea Legislativa en lo referente al Acuerdo Cultural entre los Gobiernos de la República de Costa Rica y la República de Paraguay, expediente legislativo número 17279. Se evacua la consulta preceptiva en el sentido que el proyecto de ley de aprobación de la "Acuerdo de Intercambio Cultural entre los Gobiernos de la República de Costa Rica y la República de Paraguay", tramitado en el expediente legislativo número 17279, no resulta inconstitucional. Notifíquese al Directorio de la Asamblea Legislativa.-

	10-011437-0007-CO

Voto 2010-14790
	01-09-10
	A las catorce horas con cincuenta y tres minutos. Consulta Legislativa. Presidente de la Asamblea Legislativa en lo referente al Convenio de Cooperación Cultural y Educativa entre la República de Costa Rica y el Reino de España. Se evacua la consulta en el sentido que no se observan vicios esenciales de constitucionalidad en el trámite legislativo del proyecto de Convenio de Cooperación Cultural y Educativa ente la República de Costa Rica y el Reino de España, Expediente Legislativo número 16.692, y en cuanto al fondo no infringe el Derecho de la Constitución. Comuníquese este pronunciamiento al Directorio de la Asamblea Legislativa.-

	10-010806-0007-CO

Voto 2010-14791
	01-09-10
	A las catorce horas con cincuenta y cuatro minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Allan Garro Navarro en contra del Artículo 433 del Código Procesal Civil. En cuanto a la alegada inconstitucionalidad del artículo 433 del Código Procesal Civil por no contemplar la excepción de transacción, se  rechaza por el fondo la acción. En lo demás, estése el accionante a lo resuelto en la sentencia N.4241-96 de las dieciséis horas veintiún minutos del veinte de agosto de mil novecientos noventa y seis.-

	10-010526-0007-CO

Voto 2010-14792
	01-09-10
	A las catorce horas con cincuenta y cinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Mayra Jiménez Hernández en contra del Inciso 3 del Artículo 19 del Reglamento del Seguro de Invalidez, Vejez y Muerte. Estése la accionante a lo resuelto por esta Sala en sentencia número 16297-2009 de las 15:04 horas del 21 de octubre del 2009.-

	10-010388-0007-CO

Voto 2010-14795
	01-09-10
	A las quince horas con veinticinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Jorge Antonio Salas Bonilla en contra del Artículo 31 de la Convención Colectiva de Trabajo de la Municipalidad de Tibás. Se deniega el trámite a esta acción.-

	08-006565-0007-CO

Voto 2010-14796
	02-09-10
	A las dieciséis horas. Acción de Inconstitucionalidad. Francisco Villarreal Montoya en contra de los Artículo 29, 30, 32 y 33 del Reglamento para regular la función de ejecutores y peritos en el Poder Judicial y el párrafo 3 de la Circular N°36-06 de la Dirección Ejecutiva del Poder Judicial. Se declara SIN LUGAR la acción.-



	10-011671-0007-CO

Voto 2010-15048
	08-09-10
	A las catorce horas con cuarenta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Johnny Araya Monge y Roberto Delgado Quesada en contra de la Resolución No. 2158 de las 10:15 horas del 28-08-2007 del Tribunal Supremo de Elecciones. Se rechazan  de plano las acciones acumuladas números 09-011671-007-CO y 09-013160-007-CO por falta de competencia. La Magistrada Calzada y el Magistrado Jinesta salvan el voto y continúan con el curso de la acción.-



	06-015330-0007-CO

Voto 2010-15055
	08-09-10
	A las catorce horas con cuarenta y siete minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Asociación Cámara de Infocomunicación y Tecnología en contra del Artículo 86 del Reglamento a la Ley de Control de Radio. Se declara sin lugar la acción.-



	10-011041-0007-CO

Voto 2010-15057
	08-09-10
	A las catorce horas con cuarenta y nueve minutos. Consulta Legislativa. Presidente de la Asamblea Legislativa en lo referente al Convenio Básico de Cooperación Técnica y Científica entre el Gobierno de la República de Costa Rica y el Gobierno de la República de Panamá. Se evacua la consulta en el sentido que el proyecto de ley de aprobación del Convenio Básico de Cooperación Técnica y Científica entre el Gobierno de la República de Costa Rica y el Gobierno de la República de Panamá (expediente legislativo No. 17.183) no contiene vicios esenciales de procedimiento o disposiciones inconstitucionales.-



	08-008050-0007-CO

Voto 2010-15058
	08-09-10
	A las catorce horas con cincuenta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Flor Cristina Díaz Prudencio en contra de los Artículos 14 y 15 de la Ley General de Pensiones. Se declara con lugar la acción. En consecuencia, se anulan por inconstitucionales los artículos 14 y 15 de la Ley General de Pensiones, Nº 14 de 2 de diciembre de 1935 y sus reformas. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de las normas anuladas, sin perjuicio de los derechos adquiridos de buena fe y de las relaciones o situaciones jurídicas que se hubieran consolidado por prescripción, caducidad o en virtud de sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada material. Publíquese íntegramente en el Boletín Judicial y reséñese en el Diario Oficial La Gaceta. Comuníquese a la Asamblea Legislativa. Notifíquese.-



	08-007986-0007-CO

Voto 2010-15060
	08-09-10
	A las catorce horas con cincuenta y dos minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Gladys Elizabeth Trigueros Umaña, Hernán Enrique Quesada Alvarado en contra del Artículo 58 del Estatuto de la Asociación de Educadores Pensionados, conocida como ADEP. Se declara CON LUGAR la acción de inconstitucionalidad. En consecuencia, se anula por inconstitucional el artículo 58 del Estatuto de la Asociación de Educadores Pensionados (ADEP). Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia del acto anulado, sin perjuicio de los derechos adquiridos de buena fe y las relaciones o situaciones jurídicas que se hubieran consolidado por prescripción, caducidad o en virtud de sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada material. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese esta resolución a la Procuraduría General de la República y a los accionantes. Comuníquese a la Asamblea de la Asociación de Educadores Pensionados (ADEP).- Los Magistrados Armijo, Cruz y Castillo salvan el voto y declaran sin lugar la acción.-



	07-016283-0007-CO

Voto 2010-15063
	08-09-10
	A las catorce horas con cincuenta y cinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Edwin Duartes Delgado en contra del Artículo 451 Bis, párrafo segundo, del Código Procesal Penal. Se rechaza por el fondo la acción. Los Magistrados Calzada y Jinesta salvan el voto y declaran con lugar la acción con sus consecuencias.- 



	10-010020-0007-CO

Voto 2010-15065
	08-09-10
	A las catorce horas con cincuenta y siete minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Heriberto Hidalgo Segura, José Alberto Delgado Castro, José Antonio Chavarría Fallas, José Armando Jiménez Carranza, José Tomás Guevara Calderón, Manuel Antonio Coto Aguirre, Marco Vinicio Picado González, Práxedes Rodríguez Arias en contra de los Transitorios I, II y III de la Ley de Creación del Recurso de Apelación de la Sentencia, otras Reformas al Régimen de Impugnación e Implementación de Nuevas Reglas de Oralidad en el Proceso Penal No. 8837. Publicada en la Gaceta 111 del 09 de junio. Se rechaza de plano la acción.-



	10-011732-0007-CO

Voto 2010-15071
	08-09-10
	A las quince horas con tres minutos. Consulta Legislativa. Presidente de la Asamblea Legislativa en lo referente al Convenio de Cooperación Cultural y Educativa entre la República de Costa Rica y la República de Argentina, expediente legislativo número 17463. Se evacua la consulta preceptiva en el sentido que el proyecto de ley de aprobación de la "Convenio de Cooperación Cultural y Educativa entre la República de Costa Rica y la República de Argentina", tramitado en el expediente legislativo número 17463, no resulta inconstitucional. Notifíquese al Directorio de la Asamblea Legislativa.-

	10-011443-0007-CO

Voto 2010-15072
	08-09-10
	A las quince horas con cuatro minutos. Consulta Legislativa. Presidente de la Asamblea Legislativa en lo referente a la Aprobación del Acuerdo entre los Estados Miembros y Miembros Asociados de la Asociación de Estados del Caribe para la Cooperación en Materia de Desastres Naturales. Se evacua la consulta en el sentido que no se observan vicios esenciales de constitucionalidad en el trámite legislativo del proyecto de ley "Aprobación del Acuerdo entre los Estados Miembros y Miembros Asociados de la Asociación de Estados del Caribe para la Cooperación en Materia de Desastres Naturales", Expediente Legislativo número 16.847, y en cuanto al fondo no infringe el Derecho de la Constitución. Comuníquese este pronunciamiento al Directorio de la Asamblea Legislativa. La Magistrada Calzada y los Magistrados Armijo y Cruz estiman que si existe quebranto constitucional al no haber sido consultado el proyecto.-



	10-011310-0007-CO

Voto 2010-15074
	08-09-10
	A las quince horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Guillermo Moreira Ramírez en contra del Acuerdo Legislativo número 6430-10-11 tomado durante la sesión plenaria número 39 del primero de julio del dos mil diez. Acumúlese esta acción a la que en el expediente número 10-009115-0007-CO  se tramita ante esta Sala.-



	10-012027-0007-CO

Voto 2010-15075
	08-09-10
	A las quince horas con treinta y un minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Ricardo Escalante Jiménez en contra del Artículo 271 párrafo 3 in fine del Código Procesal Penal. Se reserva el dictado de la sentencia de esta acción hasta tanto no sea resuelta la que bajo expediente número 10-006789-0007-CO se tramita ante esta.


	10-011441-0007-CO

Voto 2010-15252
	17-09-10
	A las ocho horas con cincuenta y nueve minutos. Consulta Legislativa. Presidente de la Asamblea Legislativa en lo referente  al Proyecto de “Aprobación del Convenio para el Establecimiento de la Zona de Turismo Sustentable del Caribe y su Protocolo”. Se evacua la consulta preceptiva en el sentido que el proyecto denominado "Aprobación del Convenio para el Establecimiento de la zona de Turismo Sustentable del Caribe y su Protocolo", tramitado en el expediente legislativo No. 16.846, no resulta inconstitucional. Notifíquese al Directorio de la Asamblea Legislativa.-

	10-011016-0007-CO

Voto 2010-15291
	17-09-10
	A las nueve horas con treinta y ocho minutos. Consulta Legislativa. Presidente de la Asamblea Legislativa en lo referente al Proyecto de Aprobación de la Convención Internacional contra el Dopaje en el Deporte. Se evacua la consulta legislativa preceptiva formulada en el sentido que es inconstitucional el trámite seguido para la aprobación de la Convención Internacional contra del Dopaje en el Deporte, en tanto, que la modificación por vía de enmienda del artículo 1 del proyecto de aprobación cambió el sentido de lo pactado por las Partes en el numeral 4 de la Convención. En lo demás, esta Sala no observa vicios de inconstitucionalidad en el proyecto en análisis.-

	10-011439-0007-CO

Voto 2010-15292
	17-09-10
	A las nueve horas con treinta y nueve minutos. Consulta Legislativa. Presidente de la Asamblea Legislativa en lo referente a la “Aprobación de la Modificación del Código Aduanero Uniforme Centroamericano y su Protocolo de Enmienda”. Se evacua la consulta preceptiva en el sentido que el proyecto de ley de Aprobación de la Modificación del Código Aduanero Uniforme Centroamericano y su Protocolo de Enmienda, que se tramita en el expediente legislativo número 17.275, no presenta vicios sustanciales de procedimiento ni su contenido vulnera los principios y normas constitucionales. Notifíquese.-

	10-012231-0007-CO

Voto 2010-15293
	17-09-10
	A las nueve horas con cuarenta minutos. Consulta Legislativa. Presidente de la Asamblea Legislativa en lo referente al Proyecto de Ley de “Aprobación del Tratado sobre Sistemas de pagos y Liquidación de valores de Centroamérica y República Dominicana”, que se tramita en el expediente legislativo No. 17.382. Se evacua esta Consulta legislativa preceptiva de constitucionalidad en el sentido que con motivo del trámite del proyecto de ley de "Aprobación del Tratado sobre Sistemas de pagos y Liquidación de valores de Centroamérica y República Dominicana", expediente legislativo No. 17.382, no se ha producido ningún vicio sustancial de forma y de fondo.-

	10-011728-0007-CO

Voto 2010-15294
	17-09-10
	A las nueve horas con cuarenta y un minutos. Consulta Legislativa. Presidente de la Asamblea Legislativa en lo referente al Proyecto de “Aprobación del Segundo Protocolo de enmienda al Convenio entre el Gobierno de la República Federal de Alemania y el Gobierno de la República de Costa Rica sobre cooperación técnica”, expediente legislativo número 16.848. Se evacua la consulta en el sentido que el proyecto de "Aprobación del segundo protocolo de enmienda al Convenio entre el Gobierno de la República Federal de Alemania y el Gobierno de la República de Costa Rica sobre cooperación técnica", que se tramita en el expediente legislativo número 16.848 es inconstitucional, en cuanto al procedimiento, por haberse omitido verificar si quien suscribió el protocolo actúo con poder suficiente para hacerlo, al amparo de la Constitución. Comuníquese al Directorio de la Asamblea Legislativa.-



	10-012042-0007-CO

Voto 2010-15733
	22-09-10
	A las catorce horas con cuarenta y nueve minutos. Acción de Inconstitucionalidad. José Francisco Masís Mata en contra de los Artículos 78 y 87 del “Código de deberes jurídicos, morales y éticos del profesional en Derecho”. Se rechaza de plano la acción.-



	10-012174-0007-CO

Voto 2010-15734
	22-09-10
	A las catorce horas con cincuenta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Marvin Wiernik Lipiec en contra del Decreto Ejecutivo DGT-09-2010 de la Dirección General de Tributación. Publicado en la Gaceta del 16 de junio del 2010. Se rechaza de plano la acción.-



	10-012150-0007-CO

Voto 2010-15736
	22-09-10
	A las catorce horas con cincuenta y dos minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Jorge Rodríguez Fonseca en contra del Convenio para crear una nomenclatura de grados y títulos de educación superior universitaria estatal. Consejo Nacional de Rectores del 04-05-2004. Se rechaza de plano la acción.-



	09-009190-0007-CO

Voto 2010-15738
	22-09-10
	A las catorce horas con cincuenta y cuatro minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Asociación Costarricense de Concesionarios de Materiales y Agregados para la Construcción, Julio Alberto Bustos Valderrama en contra de la Ley de Regulación de la Extracción de Materiales de Canteras y Cauces de Dominio Público por parte de las Municipalidades (8668). Se declara sin lugar la acción.-



	10-011442-0007-CO

Voto 2010-15739
	22-09-10
	A las catorce horas con cincuenta y cinco minutos. Consulta Legislativa. Presidente de la Asamblea Legislativa en lo referente a la Aprobación de la Adhesión de Costa Rica al Convenio Multilateral sobre Cooperación y Asistencia Mutua entre las Direcciones Nacionales de Aduanas y su Protocolo de Modificación. Se evacua esta Consulta legislativa preceptiva de constitucionalidad en el sentido de que con motivo del trámite del proyecto de ley de Aprobación de la Adhesión de Costa Rica al Convenio Multilateral sobre Cooperación y Asistencia Mutua entre las Direcciones Nacionales de Aduanas y su Protocolo de Modificación, expediente legislativo No. 17.114, no se ha producido ningún vicio sustancial de forma ni de fondo.-

	10-012229-0007-CO

Voto 2010-15740
	22-09-10
	A las catorce horas con cincuenta y seis minutos. Consulta Legislativa. Presidente de la Asamblea Legislativa en lo referente a la Aprobación del Convenio Marco de Cooperación Bilateral entre la República de Costa Rica y la República de El Salvador, expediente legislativo No. 17.127. Se evacua la consulta formulada en el sentido de que no se observan vicios esenciales de constitucionalidad en el trámite legislativo del proyecto de ley de Aprobación del Convenio Marco de Cooperación Bilateral entre la República de Costa Rica y la República de El Salvador, tramitado bajo el expediente legislativo número 17.127, y en cuanto al fondo no infringe el Derecho de la Constitución. Comuníquese este pronunciamiento al Directorio de la Asamblea Legislativa.-



	10-011192-0007-CO

Voto 2010-15741
	22-09-10
	A las catorce horas con cincuenta y siete minutos. Consulta Legislativa Facultativa de Constitucionalidad. Juan Carlos Mendoza García, Gustavo Arias Navarro, Carmen Granados Fernández, Carmen Muñoz Quesada, Yolanda Acuña C., Jorge Gamboa Corrales, Claudio Monge, Manrique Oviedo, María Eugenia Venegas R. y Víctor Hernández en lo referente al Expediente legislativo número 17.236, denominado “Reforma y adición a la Ley Orgánica del Sistema Bancario Nacional número 1644 del 26 de setiembre del 1953 y sus reformas y reforma y adición de un artículo a la Ley Orgánica del Banco Central de Costa Rica, número 7558 del 3 de noviembre de 1995 y sus reformas. Se evacua la consulta legislativa con relación al proyecto de Ley que se tramita en el expediente legislativo número 17.236, denominado "Reforma y adición a la Ley Orgánica del Sistema Bancario Nacional número 1644 del 26 de setiembre del 1953 y sus reformas y reforma y adición de un artículo a la Ley Orgánica del Banco Central de Costa Rica, número 7558 del 3 de noviembre de 1995 y sus reformas" en el sentido de que el artículo 4 del proyecto consultado no lesiona el artículo 140 inciso 6) de la Constitución Política.- Notifíquese esta resolución al Directorio de la Asamblea Legislativa, a la Comisión Legislativa de Asuntos de Constitucionalidad y a las Diputadas y Diputados consultantes.-



	09-016290-0007-CO

Voto 2010-15742
	22-09-10
	A las catorce horas con cincuenta y ocho minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Fundación Mundo de Oportunidades en contra del Decreto Ejecutivo número 34206-MEP. No ha lugar a la gestión formulada.-



	05-014531-0007-CO

Voto 2010-15723
	22-09-10
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Elia Rosa Wong Dijeres en contra del Reglamento Para el Pago de Incapacidades Por Enfermedad y Maternidad del Poder Judicial. Artículo 7. Aprobado por la Corte Plena en el artículo XVII de la Sesión número 28-02 celebrada el 24 de junio del 2002. Se adiciona y aclara la sentencia número 2010-004462 de las catorce horas treinta minutos del tres de marzo del dos mil diez, en el sentido de que sus efectos son a partir del dictado de la sentencia, excepto para el caso que sirvió de base a la acción, en donde los efectos son retroactivos a partir de la vigencia de la norma anulada.-



	10-011017-0007-CO

Voto 2010-16335
	28-09-10
	A las quince horas con cincuenta minutos. Consulta Legislativa. Adonay Enríquez Guevara, Carlos Avendaño, Carlos Humberto Góngora Fuentes, Damaris Quintana Porras, Danilo Cubero Corrales, Jorge Angulo Mora en contra de la Reforma y Adición de los Artículos 22 y 25 de la Ley 8589. Penalización de la Violencia Contra Las Mujeres. Expediente Legislativo Número 17499. Se evacua la consulta en el sentido de que el  proyecto de ley "Reforma y adición de los artículos 22 y 25 de la Ley número 8589, Penalización de la Violencia contra las Mujeres", expediente legislativo número 17499, no presenta los vicios de constitucionalidad de procedimiento. En cuanto al fondo, se advierte que el numeral 25, previsto en el artículo único del proyecto consultado, es inconstitucional al vulnerar el principio de tipicidad. Los Magistrados Calzada, Cruz y Castillo salvan el voto y declaran que no hay vicio de inconstitucionalidad; el Magistrado Castillo considera que sí se violan los principios de razonabilidad y proporcionabilidad. Notifíquese esta resolución al Directorio de la Asamblea Legislativa y a los diputados consultantes.-

	10-011957-0007-CO

Voto 2010-16202
	28-09-10
	A las quince horas con cincuenta minutos. Consulta Legislativa. Adonay Enríquez Guevara, Carlos Avendaño, Carlos Humberto Góngora Fuentes, Damaris Quintana Porras, Danilo Cubero Corrales, Jorge Angulo Mora en contra de la Reforma y Adición de los Artículos 22 y 25 de la Ley 8589. Penalización de la Violencia Contra Las Mujeres. Expediente Legislativo Número 17499. Se evacua la consulta en el sentido de que el  proyecto de ley "Reforma y adición de los artículos 22 y 25 de la Ley número 8589, Penalización de la Violencia contra las Mujeres", expediente legislativo número 17499, no presenta los vicios de constitucionalidad de procedimiento. En cuanto al fondo, se advierte que el numeral 25, previsto en el artículo único del proyecto consultado, es inconstitucional al vulnerar el principio de tipicidad. Los Magistrados Calzada, Cruz y Castillo salvan el voto y declaran que no hay vicio de inconstitucionalidad; el Magistrado Castillo considera que sí se violan los principios de razonabilidad y proporcionabilidad. Notifíquese esta resolución al Directorio de la Asamblea Legislativa y a los diputados consultantes.-

	10-011017-0007-CO

Voto 2010-16335
	29-09-10
	A las quince horas con cincuenta minutos. Consulta Legislativa. ADONAY ENRIQUEZ GUEVARA, CARLOS AVENDAÑO CALVO, CARLOS HUMBERTO GONGORA FUENTES, DAMARIS QUINTANA P, DANILO CUBERO CORRALES, ERNESTO CHAVARRIA RUIZ, JUSTO OROZCO ALVAREZ, MANUEL HERNANDEZ RIVERA, MARIA ALFARO MURILLO, MARTIN MONESTEL CONTRERAS, MIREYA ZAMORA ALVARADO, PATRICIA PEREZ H, WALTER CESPEDES SALAZAR en lo referente al Proyecto de ley número 16136  “Reforma del Código de Comercio, Ley N.º 3284, de 30 de abril de 1964, y de la Ley Reguladora del Servicio Público de Transporte Remunerado de Personas en Vehículos en la Modalidad de Taxi, N.º 7969, de 22 de diciembre de 1999”, que se tramita en el expediente legislativo número 16.136. Se evacua la consulta en el sentido que el proyecto de ley número 16136, "Reforma del Código de Comercio, Ley N.º 3284, de 30 de abril de 1964, y de la Ley Reguladora del Servicio Público de Transporte Remunerado de Personas en Vehículos en la Modalidad de Taxi, N.º 7969", sí es inconstitucional por violar el principio de conexidad. Los Magistrados Mora, Abdelnour y Pacheco salvan el voto y estiman que no contiene vicios esenciales de procedimiento o disposiciones inconstitucionales.-



	10-012232-0007-CO

Voto 2010-16345
	29-09-10
	A las dieciséis horas con nueve minutos. Consulta Legislativa. Presidente de la Asamblea Legislativa en lo referente a la Aprobación del Convenio entre la República de Costa Rica y el Reino de España para evitar la doble imposición y prevenir la evasión Fiscal en materia de impuestos sobre la renta y sobre el patrimonio, tramitado en el expediente legislativo número 16125. Se evacúa la consulta preceptiva en el sentido que el proyecto de ley de “Aprobación del Convenio entre la República de Costa Rica y el Reino de España para evitar la doble imposición y prevenir la evasión Fiscal en materia de impuestos sobre la renta y sobre el patrimonio", tramitado en el expediente legislativo número 16125, no resulta inconstitucional. Notifíquese al Directorio de la Asamblea Legislativa.-

	10-012230-0007-CO

Voto 2010-16346
	29-09-10
	A las dieciséis horas con diez minutos. Consulta Legislativa Preceptiva de Constitucionalidad. Directorio de la Asamblea Legislativa en lo referente al Acuerdo de Cooperación Cultural entre el Gobierno de la República de Costa Rica y el Gobierno de la República Popular China.- Expediente legislativo número 17.384. Se evacua la consulta formulada en el sentido de que en el proyecto "Acuerdo de Cooperación Cultural entre el Gobierno de Costa Rica y el Gobierno de la República Popular China", expediente legislativo número 17384, no se observan lesiones de fondo ni de procedimiento a las normas y principios constitucionales. Notifíquese.-



	10-005662-0007-CO

Voto 2010-16347
	29-09-10
	A las dieciséis horas con once minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Federación Metropolitana de Municipalidades de San José en contra del Decreto Ejecutivo 32967-MINAE/2006. Se rechaza de plano la acción.-

	08-004317-0007-CO

Voto 2010-16350
	29-09-10
	A las dieciséis horas con catorce minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Alvaro Francisco Ugalde Víquez, José Merino del Río, Juan Cristóbal Figueroa Landi en contra del Decreto Ejecutivo 34282-TUR-MINAE-C. No ha lugar a la gestión.-


	3. EDICTOS DE CURSO PUBLICADOS




	10-8427-007-CO
	Irma Maroto González contra el Decreto Ejecutivo 22072-MEP del 25 de abril de 1993.

Resolución de 15:30 horas del 28 de julio del 2010.
Boletín judicial 170, 171, 172 del 01, 02 y 03 de setiembre del 2010.


	CONSULTA A LOS PUEBLOS INDIGENAS SOBRE EL SISTEMA DE EDUCACION BILINGÜE EN LAS RESERVAS

El decreto regula lo relativo a la creación del Subsistema de Educación Indígena el que tiene como objetivo general desarrollar progresivamente la educación bilingüe y bicultural en las Reservas Indígenas oficialmente reconocidas y se impugna por cuanto dicha disposición no fue consultada a los pueblos indígenas de Costa Rica. Estiman que la consulta debió realizarse, en principio, a través de la Asociación Integral correspondiente, ya que estas entidades son las encargadas de representar judicial y extrajudicial a las comunidades indígenas. Por otra parte, el decreto es aplicado por el Ministerio recurrido dieciséis años después de su promulgación, pese a que nunca se les informó - a los pueblos indígenas- sobre el contenido del mismo, sus implicaciones beneficios, perjuicios, alcances, dimensiones, lo que está causando un grave daño a la población indígena en materia educativa, cultural de convivencia, laboral, organizacional, entre otros.

	10-10462-0007-CO
	José Akerman Fernández, en su condición de apoderado generalísimo sin límite de suma de la compañía LA AMIDALA INTERNACIONAL, SOCIEDAD ANONIMA, contra el artículo 19 de la Ley 6122 del diecisiete de noviembre de mil novecientos setenta y siete, denominada Ley para Garantizar al País Mayor Seguridad y Orden.

Resolución de las 17:18 horas del 12-08-10.
Boletín judicial 170, 171, 172 del 01, 02 y 03 de setiembre del 2010.


	PERSONAS JURIDICAS NO PUEDEN TENER AUTORIZACIÓN PARA CASAS DE EMPEÑO

La norma se impugna en cuanto impide a las personas jurídicas ejercer la actividad comercial de "casa de empeño", permitiéndolo únicamente a las personas físicas. Señala que en virtud de la libertad de comercio y del derecho fundamental de igualdad ante la ley, cualquier persona física o jurídica es capaz para el ejercicio del comercio, de conformidad con lo previsto en los artículos 5 y 20 del Código de Comercio. De ahí que cualquier restricción a esa libertad, resulta contraria a la Constitución Política y a las obligaciones del Estado costarricense según el derecho internacional.  

	10-09086-007-CO
	Luis Alberto Rojas Vallecillo contra el artículo 5 de la Ley número 7302 del ocho de julio de mil novecientos noventa y dos, Ley del Régimen General de Pensiones con Cargo al Presupuesto Nacional y 15 del Reglamento a la Ley número 7302, Ley de Creación del Régimen General de Pensiones con Cargo al Presupuesto Nacional, de otros Regímenes Especiales y reforma a la Ley 7092 del veintiuno de abril de mil novecientos ochenta y ocho y sus reformas. 
Resolución de 15:50 horas del 30 de agosto del 2010
Boletín judicial 180, 181, 182 del 16, 17 y 20 de setiembre del 2010.


	CALCULO DE PENSIÓN. RUBROS A  TOMAR EN CUENTA
Las normas se impugnan en cuanto no incluyen dentro de los componentes salariales que se toman en cuenta para efectos de la determinación del monto de la jubilación o pensión, el rubro denominado “desarraigo”. Esa omisión, a juicio del accionante, violenta el principio de intangibilidad del salario, contemplado en el artículo 57 de la Constitución Política, el artículo 162 del Código de Trabajo y la jurisprudencia constitucional y laboral, dado que todos los componentes salariales deben tomarse en cuenta a la hora de realizar el cálculo de prestaciones laborales derivadas de la relación de servicio, o sea, del contrato de trabajo, vacaciones, aguinaldo, preaviso, auxilio de cesantía, subsidios, indemnizaciones, pensión, etc. La pensión de los regímenes contributivos es una consecuencia de la relación de servicio, por lo que las normas fundamentales sobre salario son aplicables también a la pensión. Por lo tanto, el salario íntegro, todos los componentes sobre los que se cotizó, debe mantenerse en el cálculo del monto de la pensión. Refiere que el desarraigo es un sobresueldo o rubro salarial legalmente instituido y regulado, plenamente consolidado en el Ministerio de Obras Públicas y Transportes y por lo tanto, válido para todo efecto legal. En concordancia con el concepto de salario establecido por la legislación laboral, que reconoce la jurisprudencia, indubitablemente el desarraigo es legítimamente parte integrante del salario total percibido, a efecto de todas las deducciones sociales de ley, sobre el que se cotiza en el Fondo General de Pensiones de Hacienda, por lo tanto, no existe ningún fundamento legal para no considerarlo como tal para todos los efectos. Por consiguiente, ese rubro salarial debe ser incluido siempre en la metodología para el cálculo de prestaciones sociales que se deben cancelar. Afirma que en el monto reconocido y pagado por concepto de liquidación se incluyó el monto correspondiente al sobresueldo por desarraigo, que el Ministerio de Obras Públicas y Transportes le pagaba regularmente. Cita como fundamento de la acción de inconstitucionalidad las sentencias 846-1992, 5649-05 y 4960-09 de la Sala Constitucional. 



	4.  SENTENCIAS INTEGRAS PUBLICADAS




	NO. BOLETÍN


	FECHA
	VOTO

	171
	02 de setiembre del 2010
	Sentencia 2008-16567

Expediente 02-13072-0007-CO. A las catorce horas con cincuenta y tres minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Asociación Nacional de Consumidores Libres en contra de la Ley de Creación de la Corporación Arrocera. A) Por unanimidad se declara con lugar por existir una inconstitucionalidad por omisión, pues conforme a los artículos 9 y 46 de la Constitución Política debe dársele una representación razonable y proporcional al consumidor. B) Igualmente por unanimidad se declara sin lugar la acción en cuanto a los artículos 30 y 42 incisos a) y b) de la Ley N° 8285 “Ley de Creación de la Corporación Arrocera”. C) Por mayoría se declara SIN lugar la acción en cuanto al resto de las disposiciones objetadas de la Ley N° 8285 “Ley de Creación de la Corporación Arrocera”. El Magistrado Jinesta Lobo salva, parcialmente, el voto y, también declara inconstitucionales los artículos 7, 27, 28, 37, 39, 40, 45 y 47 de la Ley N° 8285 “Ley de Creación de la Corporación Arrocera”. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese.-



	184
	22 de setiembre de 2010
	Sentencia 2009-03907

Expediente 08-00782-0007-CO. A las catorce horas con cincuenta y tres minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Víctor Emilio Granados Calvo en contra de la Directriz DM-1330-IZ-07 del Ministerio de Salud. Se declara CON LUGAR la acción. En consecuencia, se anula la circular DM-1330-IZ-07 del Ministerio de Salud. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la circular anulada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Notifíquese está resolución al Ministerio de Salud. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese.-




	5.      POR TANTOS PUBLICADOS


	NO. BOLETÍN
	FECHA
	VOTO

	170-171-172
	01-02-03 de setiembre del 2010
	Sentencia 2010-13100
Expediente 08-04755-0007-CO. A las catorce horas con cincuenta y siete minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Yoffre Aguirre Castillo en contra del Artículo 1 y los incisos b), c) y d) del Artículo 9 del Decreto Ejecutivo Número 34312-MP-MINAE. Se declara sin lugar el recurso.-



	172-173-174
	03-06-07 de setiembre del 2010
	Sentencia 2010-13099
Expediente 08-04317-0007-CO. A las catorce horas con cincuenta y seis minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Alvaro Francisco Ugalde Víquez, José Merino del Río, Juan Cristóbal Figuerola Landi en contra del Decreto Ejecutivo 34282-TUR-MINAET-C. Se admiten como coadyuvantes pasivos de la acción a los gestionantes Rodolfo Hernández Gómez, Director del Hospital Nacional de Niños; María Elena Carballo, Ministra de Cultura y Juventud; Brigitte Ramírez Rodríguez, Presidenta de la Asociación Puntarenense para la Persona Adulta Mayor; José Antonio Li Piñar, Presidente Ejecutivo del Instituto Mixto de Ayuda Social; la señora Agnes Gómez Franceschi, Alcaldesa Municipal del Cantón Central de Puntarenas.  Se rechaza por extemporánea la solicitud de coadyuvancia de la señora Laura Chinchilla Miranda, Ministra de Justicia. Se tiene como parte a Carlos Ricardo Benavides Jiménez, Ministro de Turismo y Presidente Ejecutivo del Instituto Costarricense de Turismo. Se declara parcialmente CON LUGAR la acción. En consecuencia, se anula por inconstitucional el artículo 1° del Decreto Ejecutivo No. 34282-TUR-MINAET-C de 25 de enero de 2008, publicado en el Alcance 10 a La Gaceta No. 28 del 8 de febrero de 2008, en cuanto modifica únicamente el inciso A. del artículo 1 del Decreto Ejecutivo No. 33327-MINAE, salvo la adición de la porción de agua que se agrega al Refugio Nacional de Vida Silvestre Isla San Lucas y el apartado B que mantienen vigencia. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Comuníquese este pronunciamiento a los Poderes Legislativo y Ejecutivo. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese.- 

El Magistrado Armijo salva el voto y declara inconstitucional el Decreto Ejecutivo N°34282-TUR-MINAET-C de 25 de enero de 2008.-



	181-182-183
	17-20-21 de setiembre del 2010
	Sentencia 2010-14175
Expediente 08-14086-0007-CO. A las catorce horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Asociación Iglesia de Dios, Peña de Horeb Pentecostés Internacional Para La Honra y Gloria de Dios en contra de los Artículos 1, 2, 4, 5, 7, 9, 10, 11, 12, 15, 16, 17, 19, 20, 23, 24, 27 y transitorio primero y segundo del Decreto Ejecutivo No. 33872-S. Publicado en La Gaceta No. 144 del 26-07-2007. Se declara SIN lugar la acción.-


	183-184-185
	21-22-23 de setiembre del 2010
	Sentencia 2010-14175
Expediente 08-14086-0007-CO. A las catorce horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Asociación Iglesia de Dios, Peña de Horeb Pentecostés Internacional Para La Honra y Gloria de Dios en contra de los Artículos 1, 2, 4, 5, 7, 9, 10, 11, 12, 15, 16, 17, 19, 20, 23, 24, 27 y transitorio primero y segundo del Decreto Ejecutivo No. 33872-S. Publicado en La Gaceta No. 144 del 26-07-2007. Se declara SIN lugar la acción.-


	183-184-185
	21-22-23 de setiembre del 2010
	Sentencia 2010-14772
Expediente 09-17354-0007-CO. A las catorce horas con treinta y cinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Juan Manuel Bonilla Villalobos en contra del Decreto Ejecutivo número 29957-G del 26-10-2001. Se rechazan las solicitudes de coadyuvancia por extemporáneas a folios 96, 100 y 106 del expediente. Se declara CON LUGAR la acción. En consecuencia se anula por inconstitucional el Decreto Ejecutivo No. 29957-G del 26 de octubre de 2001. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Sin embargo, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 91 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se dimensionan los efectos en el sentido de que la inconstitucionalidad declarada no afecta las prácticas agrícolas que actualmente se realizan al amparo del decreto ejecutivo impugnado, pero tendrán una vigencia de un año a partir del momento en que se notifica la presente sentencia, una vez vencido el plazo dado deberá cesar dicha actividad en su totalidad. Comuníquese este pronunciamiento a los Poderes Legislativo, y Ejecutivo. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese.-


	183-184-185
	21-22-23 de setiembre del 2010
	Sentencia 2010-14796
Expediente 08-06565-0007-CO. A las dieciséis horas. Acción de Inconstitucionalidad. Francisco Villarreal Montoya en contra de los Artículo 29, 30, 32 y 33 del Reglamento para regular la función de ejecutores y peritos en el Poder Judicial y el párrafo 3 de la Circular N°36-06 de la Dirección Ejecutiva del Poder Judicial. Se declara SIN LUGAR la acción.-


	186-187-188
	24-27-28 de setiembre del 2010
	Sentencia 2010-15048

Expediente 09-11671-0007-CO. A las catorce horas con cuarenta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Johnny Araya Monge y Roberto Delgado Quesada en contra de la Resolución No. 2158 de las 10:15 horas del 28-08-2007 del Tribunal Supremo de Elecciones. Se rechazan  de plano las acciones acumuladas números 09-011671-007-CO y 09-013160-007-CO por falta de competencia. La Magistrada Calzada y el Magistrado Jinesta salvan el voto y continúan con el curso de la acción.-



	186-187-188
	24-27-28 de setiembre del 2010
	Sentencia 2010-15055

Expediente 06-15330-0007-CO. A las catorce horas con cuarenta y siete minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Asociación Cámara de Infocomunicación y Tecnología en contra del Artículo 86 del Reglamento a la Ley de Control de Radio. Se declara sin lugar la acción.-



	186-187-188
	24-27-28 de setiembre del 2010
	Sentencia 2010-14796

Expediente 08-06565-0007-CO. A las dieciséis horas. Acción de Inconstitucionalidad. Francisco Villarreal Montoya en contra de los Artículo 29, 30, 32 y 33 del Reglamento para regular la función de ejecutores y peritos en el Poder Judicial y el párrafo 3 de la Circular N°36-06 de la Dirección Ejecutiva del Poder Judicial. Se declara SIN LUGAR la acción.-



	187-188-189
	27-28-29 de setiembre del 2010
	Sentencia 2010-13704

Expediente 09-14691-0007-CO. A las catorce horas con treinta y cinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Ricardo Dobles Badilla en contra del Artículo 63 inciso a) de la Ley 2248 y sus reformas. Se declara CON LUGAR la acción. En  consecuencia, se anula  por inconstitucional el inciso a) del artículo 63 de la Ley número 2248, de Pensiones y Jubilaciones del Magisterio Nacional, según texto modificado por las leyes 7028 del veintitrés de abril de mil novecientos ochentas y seis y 7268 del catorce de noviembre de mil novecientos noventa y seis.- Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe y las relaciones o situaciones jurídicas que se hubieran consolidado por prescripción, caducidad o en virtud de sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada material. Publíquese íntegramente en el Boletín Judicial y reséñese en el Diario Oficial La Gaceta. Comuníquese a la Asamblea Legislativa. La Magistrada Calzada salva el voto y declara sin lugar la acción.-



	187-188-189
	27-28-29 de setiembre del 2010
	Sentencia 2010-13705

Expediente 10-08556-0007-CO. A las catorce horas con treinta y seis minutos. Acción de Inconstitucionalidad. José Enrique Salmerón Barquero en contra del Artículo 19 de las Normas Generales que rigen para la Autorización y Pago de Tiempo Extraordinario en las entidades del Sector Público y el Artículo 7 del Reglamento Autónomo de Servicios del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados. Se declara CON LUGAR la acción. En consecuencia, se anulan el  artículo 18 de las Normas para la autorización y pago de tiempo extraordinario en las entidades del sector público centralizado del veintitrés de enero del dos mil seis, emitidas por la Dirección General de Servicio Civil y el 7 del Reglamento para el pago de compensación económica por disponibilidad del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de las normas anuladas, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese. -



	187-188-189
	27-28-29 de setiembre del 2010
	Sentencia 2010-15060

Expediente 08-07986-0007-CO. A las catorce horas con cincuenta y dos minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Gladys Elizabeth Trigueros Umaña, Hernán Enrique Quesada Alvarado en contra del Artículo 58 del Estatuto de la Asociación de Educadores Pensionados, conocida como ADEP. Se declara CON LUGAR la acción de inconstitucionalidad. En consecuencia, se anula por inconstitucional el artículo 58 del Estatuto de la Asociación de Educadores Pensionados (ADEP). Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia del acto anulado, sin perjuicio de los derechos adquiridos de buena fe y las relaciones o situaciones jurídicas que se hubieran consolidado por prescripción, caducidad o en virtud de sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada material. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese esta resolución a la Procuraduría General de la República y a los accionantes. Comuníquese a la Asamblea de la Asociación de Educadores Pensionados (ADEP).- Los Magistrados Armijo, Cruz y Castillo salvan el voto y declaran sin lugar la acción.-



	187-188-189
	27-28-29 de setiembre del 2010
	Sentencia 2010-15058

Expediente 08-8050-0007-CO. A las catorce horas con cincuenta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Flor Cristina Díaz Prudencio en contra de los Artículos 14 y 15 de la Ley General de Pensiones. Se declara con lugar la acción. En consecuencia, se anulan por inconstitucionales los artículos 14 y 15 de la Ley General de Pensiones, Nº 14 de 2 de diciembre de 1935 y sus reformas. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de las normas anuladas, sin perjuicio de los derechos adquiridos de buena fe y de las relaciones o situaciones jurídicas que se hubieran consolidado por prescripción, caducidad o en virtud de sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada material. Publíquese íntegramente en el Boletín Judicial y reséñese en el Diario Oficial La Gaceta. Comuníquese a la Asamblea Legislativa. Notifíquese.-
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AMBIENTE 

15784-10. NEGOCIO PRIVADO. SE ORDENA CIERRE DE PLANTACIÓN DE HELECHOS. Indica el recurrente que en el trayecto entre Turrialba y La Vitoria, sobre la específicamente del citado cruce hacia el poblado de Colorado se ubica una plantación de helechos la cual no cuenta con los permisos de funcionamiento del Ministerio de Salud, no tiene estudio de impacto ambiental, ni autorización del SENARA. Manifiesta que la plantación contamina el río Colorado, ya que la finca tiene mucha inclinación y no posee canales para recoger los líquidos vertidos ni las aguas con residuos de los venenos con que fumigan diariamente, ni mucho menos planta de tratamiento. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde Municipal del Cantón de Turrialba y a la Directora del Área Rectora de Salud de Turrialba, clausurar inmediatamente la plantación de helechos del aquí recurrido, hasta tanto no cuente con todos los permisos requeridos para su funcionamiento. CL

15677-10. PLANTACIONES. NEGOCIO DE HELECHOS QUE GENERA CONTAMINACIÓN, OPERA SIN PERMISOS Y ESTUDIOS. Reclama el recurrente que la operación de la plantación de helechos produce daños al ambiente y a la población por cuanto las  quebradas son contaminadas con los químicos con los cuales se les fumigan diariamente. Reclama que  la plantación, no tiene estudios de impacto ambiental, ni permiso de funcionamiento. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Secretaria General de la Secretaría Técnica Nacional Ambiental, al Ministro de Ambiente, Energía y Telecomunicaciones, al Gerente General del Servicio Nacional de Aguas Subterráneas, Riego y Avenamiento, al Alcalde Municipal de Turrialba y a la Directora del Área Rectora de Salud de Turrialba del Ministerio de Salud,  que cada uno de ellos dentro del ámbito de sus competencias, ejecute de manera inmediata y coordinada entre todas las instituciones que representan, las medidas y acciones que sean necesarias para comprobar o descartar que la operación de la plantación de helechos a la que se refiere este amparo, produce daños al ambiente y a la población; y en caso de comprobarse esa situación, se ordene que se ajuste a derecho, o por el contrario, no se le permita continuar operando. CL

15660-10. AGUAS. SE ORDENA PONER EN FUNCIONAMIENTO PLANTA  DE TRATAMIENTO DE AGUAS RESIDUALES.  Alega el recurrente que la planta de tratamiento de aguas residuales de la Universidad de Costa Rica con sede en San Ramón no está funcionando adecuadamente, lo que provoca un daño al ambiente, a la institución y a la población en general. Indica que la Universidad de Costa Rica no ha reparado las deficiencias aludidas y la Municipalidad de San Ramón y el Ministerio de Salud no han tomado las medidas pertinentes para atender este problema. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director de la Sede de Occidente de la Universidad de Costa Rica, o a quien en su lugar ejerza ese cargo, que inmediato adopte las medidas que sean necesarias dentro del ejercicio de sus competencias para poner a derecho el funcionamiento de la planta de tratamiento de aguas residuales. CL

15675-10. AGUAS. DESCARGA DE AGUAS RESIDUALES A QUEBRADA EN NARANJO. Indica el recurrente que en  el "Barrio San Martín" del cantón de Naranjo, desde hace mucho tiempo sufren de un problema contaminación ambiental ocasionado por un grupo de vecinos que lanzan sus aguas negras y servidas a la "Quebrada San Lucas". Acusan que la problemática descrita ha generado niveles muy altos de contaminación y malos olores.  Aseguran que las personas denunciadas convirtieron la citada quebrada en un auténtico canal de desagüe, lo cual les acarrea una serie de problemas, a pesar de sus denuncias, no han resuelto el problema. Se declara CON LUGAR el recurso. Se ordena a la Alcalde Municipal, al Presidente del Concejo Municipal y a la Directora del Área Rectora de Salud todos de la comunidad de Naranjo, adoptar cada uno dentro del ámbito de sus competencias, -en el plazo máximo de SEIS MESES- las medidas que sean necesarias para darle una solución integral al problema de aguas negras o servidas que se presenta en la quebrada San Lucas. Además, el Área Rectora de Salud de Naranjo deberá de INMEDIATO realizar una inspección en ese sitio y emitir si es del caso las órdenes sanitarias a los responsables de todas aquellas viviendas o establecimientos que la inspección determine que están disponiendo antirreglamentariamente de sus aguas negras o servidas. CL

15634-10. RÍOS. SE ORDENA REALIZAR OBRA DE PREVENCIÓN EN EL CAUCE DEL RÍO ARANJUEZ. Manifiestan los recurrentes que en las comunidades de Aranjuez, Pitahaya y El Establo de Puntarenas todos los inviernos, quienes ahí viven, se ven seriamente afectados por los fenómenos naturales específicamente las fuertes lluvias. Afirman que la comisión recurrida desde hace años realizó los estudios técnicos y científicos sobre ese problema y determinó que la población de Pitahaya es en mayor grado vulnerable a las inundaciones que se generen en el río Aranjuez ya que una proporción importante del caudal está drenando hacia el este del cauce antiguo, acercándose hacia la población mencionada, considerando como medida necesaria realizar una recaba en el cauce principal del río de Aranjuez. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Presidenta de la Comisión Nacional de Riesgos y Atención de Emergencias y al Alcalde Municipal de Puntarenas, realizar de inmediato las gestiones correspondientes, de acuerdo con la normativa que rige a la Comisión Nacional de Prevención de Riesgos y Atención de Emergencias, con el objetivo de que se efectúe la obra que técnicamente se requiere en el cauce del Río Aranjuez. Se ordena a la Presidenta de la Comisión Nacional de Prevención de Riesgos y Atención de Emergencias, que en forma inmediata, coordine con la Municipalidad de Puntarenas y la asesore, para que se inicien los procedimientos legales y de financiamiento de esa comisión, conducentes a la realización de la citada obra de prevención en el cauce de dicho río. Las obras definitivas deberán quedar debidamente concluidas a más tardar el último día de abril del año 2011; sin perjuicio de los trabajos provisionales que eventualmente resulte necesario efectuar para evitar daños a la comunidad amparada, que puedan causar las lluvias. CL
14772-10. PARQUE. CAMBIO DE LÍMITES DEL PARQUE CORCOVADO, AMPLIANDO RESERVA INDÍGENA GUAYMI DE OSA. Acción de Inconstitucionalidad  en contra del Decreto Ejecutivo número 29957-G del 26-10-2001. El recurrente impugna la norma en cuanto amplía la zona de reserva indígena de Guaymí de Osa, provocando una superposición geográfica parcial entre el área correspondiente al Parque Nacional Corcovado y los límites establecidos en el decreto para la reserva indígena. Lo anterior, considera el accionante, reduce el área del parque y la protección de la zona, y produce una desafectación ilegal del dominio público.  Se declara CON LUGAR la acción. En consecuencia se anula por inconstitucional el Decreto Ejecutivo No. 29957-G del 26 de octubre de 2001. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Sin embargo, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 91 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se dimensionan los efectos en el sentido de que la inconstitucionalidad declarada no afecta las prácticas agrícolas que actualmente se realizan al amparo del decreto ejecutivo impugnado, pero tendrán una vigencia de un año a partir del momento en que se notifica la presente sentencia, una vez vencido el plazo dado deberá cesar dicha actividad en su totalidad. CL

14773-10. MANTOS ACUÍFEROS. AMENAZADOS POR CONSTRUCCIÓN DE PROYECTO URBANÍSTICO. Manifiesta el recurrente que el área que ocupa el proyecto impulsado por la Sociedad Feruga Ltda. podría contaminar el agua subterránea y el ambiente en una zona de recarga tan importante como la reserva o Zona Protectora El Chayote, misma que abastece todos los acueductos del Cantón de Naranjo y algunos de los cantones vecinos como Zarcero, San Ramón, Esparza. Señala que el mismo estudio hidrogeológico que presenta la empresa Feruga a la Secretaría Técnica Nacional Ambiental a pesar de ser muy básico, demuestra la existencia de dos mantos acuíferos, uno superficial y otro subterráneo, a cincuenta metros de profundidad, tres nacientes permanentes, entre ellas la que da origen, al Río Colorado. No obstante la vulnerabilidad de este manto acuífero y el grave peligro que corre todo el cantón de Naranjo, la Sociedad Feruga no indica cómo va a proteger los mantos acuíferos, ni como mitigara el daño ecológico Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se declara sin lugar el recurso. Tomen nota los recurridos de lo dicho en el último considerando de esta sentencia. Los Magistrados Jinesta Lobo, Castillo Víquez y Hernández Gutiérrez consignan nota. El Magistrado Armijo salva el voto y declara con lugar el recurso. SL

ASAMBLEA LEGISLATIVA
16202-10. PENAL. REFORMA A LA LEY DE PENALIZACIÓN DE VIOLENCIA CONTRA LAS MUJERES. Consulta Legislativa en contra de la Reforma y Adición de los Artículos 22 y 25 de la Ley 8589. Penalización de la Violencia Contra Las Mujeres. Expediente Legislativo Número 17499. Se evacua la consulta en el sentido de que el  proyecto de ley "Reforma y adición de los artículos 22 y 25 de la Ley número 8589, Penalización de la Violencia contra las Mujeres", expediente legislativo número 17499, no presenta los vicios de constitucionalidad de procedimiento. En cuanto al fondo, se advierte que el numeral 25, previsto en el artículo único del proyecto consultado, es inconstitucional al vulnerar el principio de tipicidad. Los Magistrados Calzada, Cruz y Castillo salvan el voto y declaran que no hay vicio de inconstitucionalidad; el Magistrado Castillo considera que sí se violan los principios de razonabilidad y proporcionabilidad. Evacuada

16335 -10. COMERCIO. REFORMAS AL CÓDIGO DE COMERCIO PARA REGULAR PORTEADORES. Consulta Legislativa en lo referente al Proyecto de ley número 16136  Reforma del Código de Comercio, Ley Nº 3284, de 30 de abril de 1964, y de la Ley Reguladora del Servicio Público de Transporte Remunerado de Personas en Vehículos en la Modalidad de Taxi, N.º 7969, de 22 de diciembre de 1999, que se tramita en el expediente legislativo número 16.136. Se evacua la consulta en el sentido que el proyecto de ley número 16136, "Reforma del Código de Comercio, Ley N.º 3284, de 30 de abril de 1964, y de la Ley Reguladora del Servicio Público de Transporte Remunerado de Personas en Vehículos en la Modalidad de Taxi, N.º 7969", sí es inconstitucional por violar el principio de conexidad. Los Magistrados Mora, Abdelnour y Pacheco salvan el voto y estiman que no contiene vicios esenciales de procedimiento o disposiciones inconstitucionales. Evacuada

16346-10. INTRUMENTOS INTERNACIONALES. CONVENIO CULTURAL CON CHINA. Consulta Legislativa Preceptiva de Constitucionalidad en lo referente al Acuerdo de Cooperación Cultural entre el Gobierno de la República de Costa Rica y el Gobierno de la República Popular China.- Expediente legislativo número 17.384. Se evacua la consulta formulada en el sentido de que en el proyecto "Acuerdo de Cooperación Cultural entre el Gobierno de Costa Rica y el Gobierno de la República Popular China", expediente legislativo número 17384, no se observan lesiones de fondo ni de procedimiento a las normas y principios constitucionales. Evacuada.  

16345-10. INTRUMENTOS INTERNACIONALES. CONVENIO EN MATERIA TRIBUTARIA CON ESPAÑA. Consulta Legislativa en lo referente a la Aprobación del Convenio entre la República de Costa Rica y el Reino de España para evitar la doble imposición y prevenir la evasión Fiscal en materia de impuestos sobre la renta y sobre el patrimonio, tramitado en el expediente legislativo número 16125. Se evacua la consulta preceptiva en el sentido que el proyecto de ley de Aprobación del Convenio entre la República de Costa Rica y el Reino de España para evitar la doble imposición y prevenir la evasión Fiscal en materia de impuestos sobre la renta y sobre el patrimonio", tramitado en el expediente legislativo número 16125, no resulta inconstitucional. Evacuada

15739-10. INSTRUMENTOS INTERNACIONALES. CONVENIO DE APROBACIÓN DE LA ADHESIÓN DE COSTA RICA AL CONVENIO MULTILATERAL SOBRE COOPERACIÓN Y ASISTENCIA MUTUA ENTRE LAS DIRECCIONES NACIONALES DE ADUANAS Y SU PROTOCOLO DE MODIFICACIÓN.  Consulta Legislativa en lo referente  a la Aprobación de la Adhesión de Costa Rica al Convenio Multilateral sobre Cooperación y Asistencia Mutua entre las Direcciones Nacionales de Aduanas y su Protocolo de Modificación. Se evacua esta Consulta legislativa preceptiva de constitucionalidad en el sentido de que con motivo del trámite del proyecto de ley de Aprobación de la Adhesión de Costa Rica al Convenio Multilateral sobre Cooperación y Asistencia Mutua entre las Direcciones Nacionales de Aduanas y su Protocolo de Modificación, expediente legislativo No. 17.114, no se ha producido ningún vicio sustancial de forma ni de fondo. Evacuada

15740-10. INSTRUMENTOS INTERNACIONALES. CONVENIO MARCO DE COOPERACIÓN BILATERAL ENTRE LA REPÚBLICA DE COSTA RICA Y LA REPÚBLICA DE EL SALVADOR. Consulta Legislativa. en lo referente a la Aprobación del Convenio Marco de Cooperación Bilateral entre la República de Costa Rica y la República de El Salvador, expediente legislativo No. 17.127. Se evacua la consulta formulada en el sentido de que no se observan vicios esenciales de constitucionalidad en el trámite legislativo del proyecto de ley de Aprobación del Convenio Marco de Cooperación Bilateral entre la República de Costa Rica y la República de El Salvador, tramitado bajo el expediente legislativo número 17.127, y en cuanto al fondo no infringe el Derecho de la Constitución.  Evacuada

15741-10. REFORMA BANCARIA. REFORMA Y ADICIÓN A LA LEY ORGÁNICA DEL SISTEMA BANCARIO NACIONAL  Y ADICIÓN A UN ARTÍCULO A LA LEY ORGÁNICA DEL BANCO CENTRAL DE COSTA RICA. Consulta Legislativa Facultativa de Constitucionalidad en lo referente al Expediente legislativo número 17.236, denominado “Reforma y adición a la Ley Orgánica del Sistema Bancario Nacional número 1644 del 26 de setiembre del 1953 y sus reformas y reforma y adición de un artículo a la Ley Orgánica del Banco Central de Costa Rica, número 7558 del 3 de noviembre de 1995 y sus reformas. Se evacua la consulta legislativa con relación al proyecto de Ley que se tramita en el expediente legislativo número 17.236, denominado "Reforma y adición a la Ley Orgánica del Sistema Bancario Nacional número 1644 del 26 de setiembre del 1953 y sus reformas y reforma y adición de un artículo a la Ley Orgánica del Banco Central de Costa Rica, número 7558 del 3 de noviembre de 1995 y sus reformas" en el sentido de que el artículo 4 del proyecto consultado no lesiona el artículo 140 inciso 6) de la Constitución Política. Evacuada

15291-10. INSTRUMENTOS INTERNACIONALES. CONVENCIÓN CONTRA EL DOPAJE EN EL DEPORTE.  Consulta Legislativa en lo referente al Proyecto de Aprobación de la Convención Internacional contra el Dopaje en el Deporte.  Se evacua la consulta legislativa preceptiva formulada en el sentido que es inconstitucional el trámite seguido para la aprobación de la Convención Internacional contra del Dopaje en el Deporte, en tanto, que la modificación por vía de enmienda del artículo 1 del proyecto de aprobación cambió el sentido de lo pactado por las Partes en el numeral 4 de la Convención. En lo demás, esta Sala no observa vicios de inconstitucionalidad en el proyecto en análisis. Evacuada

15292-10. INSTRUMENTOS INTERNACIONALES. APROBACIÓN DE LA MODIFICACIÓN DEL CÓDIGO ADUANERO CENTROAMERICANO Y SU PROTOCOLO DE ENMIENDA. Consulta Legislativa en lo referente a la “Aprobación de la Modificación del Código Aduanero Uniforme Centroamericano y su Protocolo de Enmienda”. Se evacua la consulta preceptiva en el sentido que el proyecto de ley de Aprobación de la Modificación del Código Aduanero Uniforme Centroamericano y su Protocolo de Enmienda, que se tramita en el expediente legislativo número 17.275, no presenta vicios sustanciales de procedimiento ni su contenido vulnera los principios y normas constitucionales. Evacuada
15252-10. INSTRUMENTOS INTERNACIONALES. CONVENIO DE APROBACIÓN DEL ESTABLECIMIENTO DE LA ZONA DE TURISMO SUSTENTABLE DEL CARIBE  Y SU PROTOCOLO. Consulta Legislativa en lo referente  al Proyecto de “Aprobación del Convenio para el Establecimiento de la Zona de Turismo Sustentable del Caribe y su Protocolo. Se evacua la consulta preceptiva en el sentido que el proyecto denominado "Aprobación del Convenio para el Establecimiento de la zona de Turismo Sustentable del Caribe y su Protocolo", tramitado en el expediente legislativo No. 16.846, no resulta inconstitucional. Evacuada.

15294-10.  INSTRUMENTOS INTERNACIONALES. APROBACIÓN DEL SEGUNDO PROTOCOLO DE ENMIENDA AL CONVENIO ENTRE EL GOBIERNO DE LA REPÚBLICA FEDERAL DE ALEMANIA Y EL GOBIERNO DE COSTA RICA. Consulta Legislativa en lo referente al Proyecto de “Aprobación del Segundo Protocolo de enmienda al Convenio entre el Gobierno de la República Federal de Alemania y el Gobierno de la República de Costa Rica sobre cooperación técnica”, expediente legislativo número 16.848. Legislativa Se evacua la consulta en el sentido que el proyecto de "Aprobación del segundo protocolo de enmienda al Convenio entre el Gobierno de la República Federal de Alemania y el Gobierno de la República de Costa Rica sobre cooperación técnica", que se tramita en el expediente legislativo número 16.848 es inconstitucional, en cuanto al procedimiento, por haberse omitido verificar si quien suscribió el protocolo actúo con poder suficiente para hacerlo, al amparo de la Constitución. Evacuada

15293-10. INSTRUMENTOS INTERNACIONALES. APROBACIÓN DEL TRATADO SOBRE SISTEMA DE PAGOS  Y DE LIQUIDACIÓN DE VALORES DE CENTROAMÉRICA Y LA REPÚBLICA DOMINICANA. Consulta Legislativa en lo referente al Proyecto de Ley de “Aprobación del Tratado sobre Sistemas de pagos y Liquidación de valores de Centroamérica y República Dominicana”, que se tramita en el expediente legislativo No. 17.382.Se evacua esta Consulta legislativa preceptiva de constitucionalidad en el sentido que con motivo del trámite del proyecto de ley de "Aprobación del Tratado sobre Sistemas de pagos y Liquidación de valores de Centroamérica y República Dominicana", expediente legislativo No. 17.382, no se ha producido ningún vicio sustancial de forma y de fondo. Evacuada

15057-10.  INSTRUMENTOS INTERNACIONALES. CONVENIO DE COOPERACIÓN CIENTÍFICA ENTRE COSTA RICA Y PANAMÁ. Consulta Legislativa en lo referente al Convenio Básico de Cooperación Técnica y Científica entre el Gobierno de la República de Costa Rica y el Gobierno de la República de Panamá. Se evacua la consulta en el sentido que el proyecto de ley de aprobación del Convenio Básico de Cooperación Técnica y Científica entre el Gobierno de la República de Costa Rica y el Gobierno de la República de Panamá (expediente legislativo No. 17.183) no contiene vicios esenciales de procedimiento o disposiciones inconstitucionales. Evacuada

15071-10. INSTRUMENTOS INTERNACIONALES. CONVENIO DE COOPERACIÓN CULTURAL Y EDUCATIVO. Consulta Legislativa en lo referente al Convenio de Cooperación Cultural y Educativa entre la República de Costa Rica y la República de Argentina, expediente legislativo número 17463. Se evacua la consulta preceptiva en el sentido que el proyecto de ley de aprobación de la "Convenio de Cooperación Cultural y Educativa entre la República de Costa Rica y la República de Argentina", tramitado en el expediente legislativo número 17463, no resulta inconstitucional. Evacuada

15072-10. INSTRUMENTOS INTERNACIONALES. CONVENIO DE APROBACIÓN DEL ACUERDO ENTRE LOS ESTADOS MIEMBROS Y MIEMBROS ASOCIADOS DE LA ASOCIACIÓN DE ESTADOS DEL CARIBE PARA LA COOPERACIÓN EN MATERIA DE DESASTRES NATURALES. Consulta Legislativa. Presidente de la Asamblea Legislativa en lo referente a la Aprobación del Acuerdo entre los Estados Miembros y Miembros Asociados de la Asociación de Estados del Caribe para la Cooperación en Materia de Desastres Naturales. Se evacua la consulta en el sentido que no se observan vicios esenciales de constitucionalidad en el trámite legislativo del proyecto de ley "Aprobación del Acuerdo entre los Estados Miembros y Miembros Asociados de la Asociación de Estados del Caribe para la Cooperación en Materia de Desastres Naturales", Expediente Legislativo número 16.847, y en cuanto al fondo no infringe el Derecho de la Constitución. Comuníquese este pronunciamiento al Directorio de la Asamblea Legislativa. La Magistrada Calzada y los Magistrados Armijo y Cruz estiman que si existe quebranto constitucional al no haber sido consultado el proyecto. Evacuada. 

14788-10. INSTRUMENTOS INTERNACIONALES. CONVENIO CULTURAL CON PANAMÁ. Consulta Legislativa en lo referente al Convenio de Cooperación Cultural y Educativa entre la República de Costa Rica y la República de Panamá, expediente legislativo no. 16907. Se evacua la consulta preceptiva en el sentido que el proyecto de ley de aprobación de la "Convenio de Cooperación Cultural y Educativa entre la República de Costa Rica y la República de Panamá", tramitado en el expediente legislativo número 16907, no resulta inconstitucional. Evacuada.

14787-10. INSTRUMENTOS INTERNACIONALES. CONVENIO DE ASISTENCIA ENTRE ADMINISTRACIONES TRIBUTARIAS Y ADUANERAS CENTROAMERICANAS. Consulta Legislativa en lo referente al Convenio de Asistencia Mutua y Cooperación Técnica entre las Administraciones Tributarias y Aduaneras de Centroamérica, expediente legislativo número 16.948. Se evacua la consulta preceptiva en el sentido que el proyecto de ley de aprobación que se tramita en el expediente legislativo número 16.948, no resulta inconstitucional. Evuacada  
14790-10. INSTRUMENTOS INTERNACIONALES. CONVENIO DE COOPERACIÓN CULTURAL Y EDUCATIVA CON EL REINO DE ESPAÑA. Consulta Legislativa en lo referente al Convenio de Cooperación Cultural y Educativa entre la República de Costa Rica y el Reino de España. Se evacua la consulta en el sentido que no se observan vicios esenciales de constitucionalidad en el trámite legislativo del proyecto de Convenio de Cooperación Cultural y Educativa ente la República de Costa Rica y el Reino de España, Expediente Legislativo número 16.692, y en cuanto al fondo no infringe el Derecho de la Constitución. Evacuada

14789-10. INSTRUMENTOS INTERNACIONALES. ACUERDO DE INTERCAMBIO CULTURAL CON LA REPÚBLICA DE PARAGUAY. Consulta Legislativa en lo referente al Acuerdo Cultural entre los Gobiernos de la República de Costa Rica y la República de Paraguay, expediente legislativo número 17279. Se evacua la consulta preceptiva en el sentido que el proyecto de ley de aprobación de la "Acuerdo de Intercambio Cultural entre los Gobiernos de la República de Costa Rica y la República de Paraguay", tramitado en el expediente legislativo número 17279, no resulta inconstitucional. Evacuada

COMERCIO
15055-10 EMPRESAS DE TELEVISIÓN. OBLIGAN A EMPRESAS DE CABLE A INCLUIR CANALES NACIONALES EN FORMA GRATUITA. Acción de Inconstitucionalidad en contra del Artículo 86 del Reglamento a la Ley de Control de Radio. El accionante cuestiona el Decreto Ejecutivo, en cuanto reforma el numeral 86 del Reglamento a la Ley de Control de Radio, por estimar que viola la libertad de empresa, en tanto obliga a las empresas proveedoras de televisión por cable a transmitir la programación de frecuencias U.H.F. y V.H.F. de manera gratuita, imponiéndoles, consecuentemente, determinados clientes. Asimismo, considera que quebranta a la libertad de contratación, puesto que la reforma reglamentaria en análisis introduce, de manera unilateral, nuevas obligaciones en las concesiones de las empresas de televisión por cable y finalmente, sostiene que vulnera la garantía de juridicidad, dado que, la Ley de Control de Radio no posee norma alguna que imponga a las empresas que brindan el servicio de televisión por cable ejecutar tales obligaciones ni modificar, unilateralmente, sus concesiones. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar la acción. SL
DERECHO A LA EDUCACIÓN

16304-10. SANCIÓN. POR FALTA DE PRESENTACIÓN DEL UNIFORME. SE ALEGA VIOLACIÓN AL DEBIDO PROCESO.  Refiere la recurrente que el Director de la institución recurrida suspendió a su hija, como medida cautelar, por cinco días por haberse presentado con el uniforme incompleto, lo anterior a pesar de que había justificado las razones por las cuales se presentaba sin el pantalón del colegio. Indica que  el Director no atendió la justificación que llevaba, ordenó sacarla de las instalaciones y dio orden al guarda de no permitir más su ingreso. Se declara con lugar el recurso. Se anula la medida cautelar dispuesta en la nota del 18 de agosto de 2010 suscrita por el Director del Liceo León Cortés Castro y, en consecuencia, se restituye a la amparada en el pleno goce de sus derechos fundamentales. CL

15666-10. INGRESO. CENTRO EDUCATIVO NIEGA INGRESO A ESTUDIANTE. Indica la recurrente que gestionó el traslado de su  hija a otro centro educativo en Parasito de Santo Domingo de Heredia. No obstante, se le ha denegado el ingreso de la menor argumentado que no hay cupo para primer grado.  Además, al exponer su caso ante el Director Regional del MEP, éste se limitó a indicarle que debería matricularla en otra escuela más lejana, aún cuando la recurrente manifiesta que tendría que pagar transporte y en sus actuales condiciones económicas simplemente no podría sufragarlo. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Ministro de Educación Pública, que gire de inmediato las órdenes que correspondan a fin de que, lo más pronto posible,  se admita a la menor amparada  en la escuela Apolinar Lobo Umaña de Parasito de Santo Domingo de Heredia, por lo que falta del presente curso lectivo.  CL
15624-10.  EDUCACIÓN ESPECIAL. NIEGAN  APLICACIÓN DE ADECUACIÓN SIGNIFICATIVA. Alega  la recurrente que su hija es estudiante del  Liceo Nocturno José Joaquín Jiménez Núñez, en donde cursa el décimo año. Manifiesta que a la misma se le debe aplicar adecuación curricular significativa, pero  durante el presente curso lectivo, los docentes, se han negado a aplicarle dicha adecuación, asegura que la amparada ha sido objeto de discriminaciones por parte de los educadores. Se declara con lugar el recurso. Se le ordena a la Viceministra Académica de Educación Pública, realizar de forma inmediata los ajustes necesarios para que la amparada reciba la educación apropiada a su condición, ajustes que deberá coordinar con la Asesora Regional de Educación Especial. CL

15253-10. TÍTULO EDUCATIVO. NIEGAN ENTREGA DE CERTIFICADO DE CONCLUSIÓN DE ESTUDIOS PRIMARIOS.  Alega la recurrente que desea ingresar a la educación secundaria, pero el certificado de conclusión de la educación primaria  se le extravió, motivo por el cual  acudió al Ministerio de Educación Pública, pero le dijeron que no tenían ningún registro. Indica que  en el Registro Civil aparece con otro nombre distinto al de su cédula,  circunstancia que cree puede ser parte de la confusión con su título de primaria. Se declara parcialmente con lugar el recurso, únicamente, por violación al derecho de acceso a la información administrativa. Se le ordena al Ministro y al Director de Gestión y Evaluación de Calidad del Ministerio de Educación Pública, disponer lo necesario para que, de inmediato se le entregue el certificado de conclusión de estudios correspondiente a la amparada. En lo demás, se declara sin lugar el recurso. CL Parcial
15395-10. EDUCACIÓN ESPECIAL. SE ORDENA CONTINUIDAD DEL PROCESO EDUCATIVO EN LECCIONES CON TERAPIA DE LENGUAJE.  Acusa la recurrente que su hijo amparado padece de Síndrome de Asperger y está matriculado en la Escuela Eugenio Corrales Bianchini, en Cartago. Alega que el menor tuvo un problema con la educadora de enseñanza especial de ese centro, por lo que se quedó sin lecciones y posteriormente se envió al niño a la Escuela Llanos de Santa Lucía; sin embargo, el menor fue devuelto a la institución, donde había sido agredido. Aclara que actualmente el amparado sólo recibe las dos lecciones de terapia de lenguaje, lo cual le impide potenciar su desarrollo integral y, en consecuencia, va en detrimento.  Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director Regional de Educación de Cartago del Ministerio de Educación Pública, y al Director de la Escuela Eugenio Corrales Bianchini del Ministerio de Educación Pública, que de inmediato realicen las gestiones que estén dentro del ámbito de sus competencias para que se garantice la continuidad de las lecciones de terapia de lenguaje que se le venían impartiendo al menor amparado en la Escuela Corrales Bianchini. CL

14996-10. SANCIÓN. SE ALEGA FALTA DEL DEBIDO PROCESO. Reclama la recurrente que la Directora y Subdirector del Colegio recurrido les comunicaron  en forma verbal a los alumnos de quinto año, que se procedería a aplicarles una sanción de suspensión, dadas las publicaciones emitidas en la red social facebook sobre las actividades realizadas durante la serenata. Menciona que se le está aplicando una sanción sin respetar el debido proceso y derecho de defensa, además, al momento de la comunicación no estuvieron presentes los padres de familia de los alumnos.  Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL
15215-10. CENTRO EDUCATIVO PRIVADO. NIEGAN A ESTUDIANTES CONTINUAR CON EL PROCESO EDUCATIVO POR FALTA DE PAGO. Alega la recurrente que sus hijos estudian en el Colegio Sistema Educativo Walt Whitman. Acusa que por problemas económicos, se atrasó en los pagos de las mensualidades, razón por la cual se impide el ingreso de sus hijos a la institución y a uno de ellos no se le permitió realizar las pruebas nacionales, a pesar de que realizó un pago, se les sigue impidiendo la continuación de sus estudios.  Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Representante Legal del Sistema Educativo Whitman Costa Rica, lo siguiente: a) mantener a los estudiantes amparados en el Centro Educativo Whitman hasta concluir el presente curso lectivo; b) practicarle a los amparados las reposiciones y adecuaciones necesarias para que concluyan el ciclo lectivo; c) coordinar con el Ministerio de Educación Pública, la readecuación y reposición de las pruebas nacionales del amparado  y d) abstenerse de incurrir, nuevamente, en los hechos que dieron fundamento a la estimatoria de este recurso de amparo. CL

DERECHO A LA INFORMACIÓN
16286-10. EDUCACIÓN. NIEGAN INFORMACIÓN DE REGISTRO DE ASISTENCIA. Alega el recurrente que presentó una solicitud ante la autoridad recurrida, a fin de que se le brindara: copia certificada del Registro de Asistencia de la Carrera de Dirección de Empresas, para el pasado treinta de julio de este año, sin  embargo,  el recurrido le negó la entrega de la información solicitada, condicionando la entrega de la misma a que indicara el fin público de la misma. Debido a lo anterior, presentó una nota aclarando la naturaleza pública de la información requerida, no obstante, el accionado volvió a negar dicha información,  condicionado su entrega. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Jefe del Departamento de Recursos Humanos del Colegio Universitario de Cartago, brindar al recurrente la copia certificada del Registro de Asistencia de la Carrera de Dirección de Empresas correspondiente al treinta de julio de dos mil diez, y solicitada desde el tres de agosto pasado, todo dentro del plazo de TRES DÍAS, contados a partir de la notificación de esta sentencia. CL

16302-10. EXPEDIENTE. NIEGAN COPIA DE EXPEDIENTE AMBIENTAL. Indica  la recurrente que a favor de su representada solicitó ante la autoridad recurrida, copia del expediente por medio del cual se autorizó la tala de árboles en bosques y humedales en la localidad de Veracruz a de Caño Negro. Señala que  a la fecha no ha tenido acceso al expediente en cuestión. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se le ordena a la Directora Ejecutiva del Sistema Nacional de Áreas de Conservación,  que inmediatamente, le proporcione al recurrente la información detallada que solicitó en el oficio ASO-234-SINAC del 14 de julio de dos mil diez. CL

15780-10. MUNICIPAL. NIEGAN ACCESO A EXPEDIENTE ADMINISTRATIVO. Manifiesta el recurrente que se presentó a la plataforma de servicios de la municipalidad para revisar y fotocopiar un expediente que tramitó, la cual tiene el acceso restringido; sin embargo se le indicó que cualquier trámite debía gestionarlo por escrito, para que el Alcalde le otorgara el visto bueno, por lo que no tuvo acceso al expediente. Se declara parcialmente con lugar el recurso por infracción al artículo 30 de la Constitución Política. Se ordena al Alcalde Municipal de Osa, que brinde al amparado acceso inmediato al expediente del procedimiento administrativo que actualmente está tramitando en el Departamento de la Zona Marítimo Terrestre de dicho Municipalidad. CL 

15865-10. LABORAL. INFORMACIÓN DE EMPLEADOS MUNICIPALES.   Manifiesta  el recurrente que solicitó a la Coordinadora de Recursos Humanos de la municipalidad recurrida que le facilitara  información referente a nombre, apellidos y número de cédula de todos los empleados de esa municipalidad  Además, que se le indicara cuál plaza ocupan y cuándo fueron nombrados en ella. Finalmente, que se le informara cómo se controla la asistencia a laborar de los empleados. Sin embargo a la fecha  asegura que a la fecha de interposición de este recurso su gestión no ha sido contestada. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Coordinadora de Recursos Humanos de la Municipalidad de Pococí,  realizar las actuaciones que se encuentren dentro del ámbito de su competencia para que, la información solicitada por el amparado el veintitrés de julio de dos mil diez, sea brindada como en derecho corresponda, dentro del plazo de diez días contado a partir de la notificación de esta sentencia. CL

15708-10. LABORAL. NIEGAN INFORMACIÓN SOBRE PAGO DE INCENTIVO A EMPLEADOS DEL BANCO POPULAR.  Manifiestan los recurrentes que solicitaron información a la entidad recurrida relacionada con el número de funcionarios y funcionarias a quienes no se les pagó el incentivo a la Productividad estipulado en la Convención Colectiva, indicando las unidades administrativas en que laboran, su categoría, así como modalidad salarial en que están ubicados. Nombre de los funcionarios a quienes no se les pagó el incentivo a la Productividad estipulado en el artículo 26 de la Convención Colectiva. Sin embargo se les indicó que  los empleados del Banco Popular estaban sometidos a un régimen de empleo común, de ahí que no se detallaba los nombres de las personas que no obtuvieron el reconocimiento a la productividad, por no ser tal información de acceso público. Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se ordena a la Directora de Desarrollo Humano y Organizacional del Banco Popular y de Desarrollo Comunal, que entregue en forma inmediata la información solicitada por el Secretario General del  Sindicato de Profesionales, Técnicos y Similares del Banco Popular en el oficio U-043-2010 del veinticinco de mayo del dos mil diez, relativa a la indicación de las unidades administrativas en que laboran las personas a quienes no se les canceló el incentivo a la productividad, su categoría y la modalidad salarial en que están ubicados. En todos los demás extremos alegados, se declara sin lugar el recurso. CL Parcial

15410-10. LABORAL. MEP NIEGA INFORMACIÓN  DE NORMATIVA INSTITUCIONAL. Alega la recurrente reclama que la autoridad recurrida se negó a entregarle una copia de la normativa que regula los requisitos para ejercer el cargo de Asistente de la Dirección en primaria, actuación que va en detrimento de lo dispuesto en el artículo 30 de la Constitución Política. Se declara CON LUGAR el recurso. Se ordena al Director de Recursos Humanos del Ministerio de Educación Pública, que de INMEDIATO le haga entrega a la recurrente de una copia de la normativa institucional que regula los requisitos para acceder al cargo de asistente de la Dirección en la escuela Ezequiel Morales Aguilar. CL

15400-10. EXPEDIENTE.  NIEGAN ACCESO A EXPEDIENTE AL APODERADO. Argumenta el recurrente que en su condición de apoderado de la amparada, se presentó ante la Oficina de Opciones y Naturalizaciones del Tribunal Supremo de Elecciones, para solicitar información respecto al trámite de naturalización que interpuso a  su favor.  Acusa que las autoridades accionadas le denegaron el acceso al expediente. Se declara CON lugar el recurso, en consecuencia se le ordena al Jefe de la sección de Opciones y Naturalizaciones, girar de inmediato las órdenes que estén dentro del ámbito de sus competencias para que se le informe debidamente al recurrente, una vez que este acredite su representación, sobre el estado actual del expediente que desea consultar, la forma de revisar su estatus en el sistema informático y se le indique el procedimiento a seguir para poder tener acceso al expediente que se encuentra en consulta ante el Tribunal Supremo de Elecciones. CL
15207-10. INFORMACIÓN PENAL. PODER JUDICIAL DA INFORMACIÓN  DE SENTENCIAS EN EL SITIO WEB. Alega el recurrente que a pesar de que ya cumplió una sentencia penal que le fue impuesta, el Poder Judicial mantiene un sitio web denominado "oficinas en línea", donde es posible visitar el sitio web de la Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia y, mediante la opción de "consulta de expedientes" que ofrece esa Sala a sus visitantes, es posible consultar si cualquier imputado, estuvo como parte (sea, imputado u ofendido) de algún proceso penal ventilado ante algún tribunal penal costarricense. Manifiesta que si bien comprende y acepta que en aras de la transparencia que caracteriza al Poder Judicial y de la publicidad que tienen las sentencias penales, considera que se le ha causado una grave lesión a sus derechos fundamentales de autodeterminación informativa e intimidad. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL
15204-10. INFORMACION EN INTERNET. PUBLICACIÓN SOBRE SUPUESTOS HECHOS DELICTIVOS. Acusa el recurrente que debido a una información facilitada por la Dirección de Inteligencia y Seguridad Nacional (DIS) y el Organismo de Investigación Judicial (OIJ) se publicó en la página electrónica de las Naciones Unidas datos que lo vinculan directamente con hechos delictivos, lo que ha afectado sus negocios y su vida personal al punto que su patrimonio se ha visto disminuido, su vida familiar y social se ha visto perjudicada.Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se declara sin lugar el recurso. SL

15098-10. MUNICIPAL. NO ENTREGAN INFORMACIÓN DE INTERÉS PÚBLICO. En este caso se considera lesionado el acceso a la información administrativa en su vertiente ad extra, pues señalan los accionantes que a la fecha de interposición de este proceso, no se les ha entregado la información solicitada el 13 de julio de 2010 en relación con el cambio del rack de comunicación adquirido por la corporación municipal. Sobre el tema se cita la sentencia 2120-03 y en el caso concreto consta que la autoridad recurrida no le ha entregado a la recurrente, la información solicitada el 13 de julio anterior, en relación con el cambio del “rack” de comunicación adquirido por la corporación municipal, la cual no le ha sido entregada. Debe enfatizarse que la información requerida por la amparada reviste un marcado interés público, en el tanto está vinculada, directamente, con el manejo de fondos públicos. Se declara con lugar el recurso. Se le ordena al Alcalde Municipal de San José, entregar, inmediatamente, a la recurrente la información solicitada el 13 de julio de 2010. CL
DERECHO A LA SALUD

15751-10. PROGRAMAS INSTITUCIONALES. SE ORDENA  A LA C.C.S.S. ELABORAR PROTOCOLO PARA ATENCIÓN DE MENORES DE EDAD CON IDEAS SUICIDAS.  Alega la recurrente que las maestras del amparado, menor de doce años de edad, se encuentran preocupadas por las ideas suicidas del menor. Indica que, por lo anterior, se envió referencia urgente a la Clínica de Coronado, donde le dieron cita con una psicóloga que no quiso atenderlo. Señala que, en virtud de lo expuesto, sacó una cita para que el menor fuera atendido en el Equipo Básico de Atención Integral en Salud de Moravia, pero aunque la referencia dice que el asunto es urgente, el amparado no ha sido llamado para ser atendido. Explica que se presentó al Hospital Dr. Rafael Ángel Calderón Guardia con una referencia de parte de la maestra de apoyo de la escuela, pero se le dijo que solo con una referencia médica le darían cita,  pese a que su vida corre peligro. Se declara CON lugar el recurso. Se ordena a la Presidenta Ejecutiva de la Caja Costarricense de Seguro Social, al Director General del Hospital Calderón Guardia, al Jefe del Servicio de Psiquiatría del Hospital Calderón Guardia, a la Coordinadora Psiquiatría Infanto Juvenil del Hospital Calderón Guardia, al Director General Área de Salud de Coronado y  a la Directora General a.i del Área de Salud de Moravia, proceder de inmediato a coordinar acciones a efecto de elaborar un protocolo de atención de menores de edad con ideas suicidas para que sean atendidos debidamente, sin demora y sin que cuestiones administrativas de la Caja Costarricense de Seguro Social interfieran en la pronta atención. Todo dentro del plazo máximo de dos meses a partir de la comunicación de esta resolución. CL

15498-10. ATENCIÓN MÉDICA. SE ORDENA DAR ATENCIÓN MÉDICA  Indica el recurrente que sufrió un accidente de tránsito y como consecuencia de esa situación, fue trasladado al Servicio de Emergencias del Hospital San Vicente de Paúl, donde fue internado por esa noche. Señala que conforme al diagnóstico de la Caja Costarricense de Seguro Social debe ser operada en su tobillo. Acusa que en el centro médico citado se negaron a practicarle la cirugía que requiere, ya que tenía que ser tratado en el Instituto Nacional de Seguros, el cual se negó a recibirlo bajo el argumento de que no tenían camillas. Se declara CON lugar el recurso, en consecuencia se ordena al Jefe del Departamento de Servicios de Salud del Instituto Nacional de Seguros y al Director General del Hospital San Vicente de Paúl, coordinar acciones y disponer en forma inmediata lo necesario para que el amparado reciba de forma adecuada y oportuna el tratamiento (exámenes, medicamentos, cirugías u otros) que su padecimiento requiera, según la recomendación de su médico tratante y bajo su estricta responsabilidad. CL

DERECHO DE PENSION
15747-10. PENSIÓN POR VIUDEZ. INS ELIMINA BENEFICIO A SOBREVIVIENTE POR FALTA DE DEPENDENCIA ECONÓMICA ABSOLUTA.  Manifiesta la recurrente que presentó la solicitud de pensión por viudez ante el Instituto Nacional de Seguros, la cual le fue concedida, con revisiones cada cinco años para verificar el cumplimiento de requisitos. Manifiesta que a pesar de que sus  condiciones personales no han variado y se mantienen igual al momento en que se le otorgó el derecho, como resultado de la revisión que correspondía realizar este año, se decidió suspender el pago de su pensión como cónyuge supérstite, ello bajo el argumento de que ella no tiene dependencia económica de esa pensión. Señala que la decisión adoptada por el citado Instituto, además de arbitraria, resulta lesiva de su derecho fundamental a la pensión como cónyuge supérstite, la cual ya le había sido reconocida hace más de quince años, derecho que esa institución ya había decidido que se le  otorgaría de por vida.  Se declara con lugar el recurso y, en consecuencia, se ordena a la Jefa del Departamento de Riesgos de Trabajo del Instituto Nacional de Seguros, que examine de nuevo la situación de la amparada a efecto de otorgarle la prórroga del beneficio contemplado en el artículo 243 del Código de Trabajo, sin tener en consideración el requisito de la dependencia económica absoluta. CL
15632-10. PENSIÓN DEL REGIMEN DE INVALIDEZ, VEJEZ Y MUERTE. SE NIEGA BENEFICIO DE PENSIÓN POR VIUDEZ. Alega la recurrente que arbitrariamente se le denegó su solicitud de pensión por viudez bajo el argumento que no existía una dependencia económica con el fallecido. Aduce que existe prueba testimonial dentro del expediente administrativo de la Caja Costarricense de Seguro Social que demuestra que el fallecido subsidiaba los gastos familiares. Sin que sea dable la denegatoria fundamentada en la inexistencia de prueba documental, porque existe sobrada prueba testimonial que demuestra la dependencia económica y en cuanto a la separación de hecho, la situación fáctica debe valorarse conforme el ordenamiento jurídico en forma armónica, que prevé la tutela de la mujer víctima de violencia doméstica. En consecuencia, se considera procedente el amparo con los efectos que se indican en la parte dispositiva de esta resolución.
Se declara con lugar el recurso. Se anula la resolución 223-2010 del veintiocho de junio del dos mil diez la Gerencia de Pensiones de la Sucursal de Alajuela. Se les ordena al Jefe a.i. de la Sucursal de Seguro Social de Alajuela y al Gerente de Pensiones de la Caja Costarricense de Seguro Social, que procedan de manera inmediata a adoptar las medidas que sean necesarias a fin de que la recurrente disfrute el beneficio de pensión como sobreviviente del causante si otra causa ajena no lo impide. CL

15504-10. MONTO DE PENSION. REBAJO DE PENSIÓN POR SUMAS PAGADAS DE MÁS. Manifiesta el recurrente que es jubilado del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial. Indica que para el cálculo del monto de su jubilación desde hace muchos años, se ha venido aplicando una metodología que obedece a acuerdos de la Corte Plena. Según esos acuerdos de la Corte Plena, son parte del monto de su jubilación los gastos de representación que siempre le han sido pagados y que le fueron reconocidos como un derecho adquirido. Aclara que según esos acuerdos, su jubilación debe aumentarse cada semestre de acuerdo al incremento en el costo de vida y además se le debe aumentar el monto de los gastos de representación en un 5% cada semestre. Aduce que se le  notificó la resolución de la Secretaría General de la Corte Suprema de Justicia, por medio de la cual se le informó del contenido del Acuerdo del Consejo Superior del Poder Judicial, ARTÍCULO LXVI, tomado en Sesión No.86-09 del 16 de setiembre del mismo año. Menciona que en dicho acuerdo, el Consejo Superior aludido, conociendo un informe de la Sección de Administración de Personal del Departamento de Gestión Humana en el que se detallan supuestas sumas giradas de más a algunos jubilados, propuso un procedimiento para la recuperación de dichas sumas. Alega que se le ordenó a la Dirección Ejecutiva de dicho Consejo que, otorgando el debido proceso a cada uno de los jubilados que se citan en dicho informe y de conformidad con la alternativa de recuperación de las supuestas sumas pagadas de más, se les brindara audiencia a efecto de que se les comunicara sobre el origen de las supuestas deudas y el requerimiento de reintegro de las mismas. No obstante, esta audiencia explicativa aún no se les ha brindado. Alega que se le indicó que como el monto de su pensión iba a ser rebajado, habían dispuesto de manera unilateral no aplicar el aumento de Ley "a efecto de que no tuvieran que devolver más dinero del que supuestamente deben devolver". Acusa que consultó sobre la  existencia de un acuerdo u orden del Consejo Superior recurrido que haya dispuesta esta acción, sin embargo, no se quiso brindar información alguna al respecto. Es decir, se tomó la decisión de no pagarles el aumento, pero nadie conoce la resolución que así lo ordena. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia se anula el Acuerdo del Consejo Superior del Poder Judicial, Artículo LXVI, tomado en sesión N°86-09 del 16 de setiembre de 2009, en tanto acuerda una nueva metodología para el cálculo de los aumentos a la jubilación del amparado a partir de noviembre de 2009, hasta que administrativamente o en la vía judicial correspondiente, se determine lo contrario. CL
15058-10. DOBLE REMUNERACION. DERECHO A RECIBIR DOS PENSIONES O SALARIO Y PENSIÓN. Acción de Inconstitucionalidad en contra de los Artículos 14 y 15 de la Ley General de Pensiones. Las normas se impugnan, por cuanto se permite cotizar para dos regímenes diferentes y consecuentemente disfrutar de ambas pensiones, no obstante, los artículos 14 y 15 de la Ley General de Pensiones, limitan de forma irracional y desproporcionada a aquél funcionario que cotiza para un mismo Régimen como el de Invalidez, Vejez y Muerte, suspendiéndole la pensión cuando decide laborar para la Administración Pública, como en su caso, que recibía una pensión de su cónyuge la cual se le suspendió por verse obligada a laborar, en atención al costo de vida. Considera que con ello se restringe de una forma ilegal su derecho a tener una vida digna, con todo lo que esto implica, vivienda, techo, vestido y comida; sin tener que llegar a cambiar su estilo y condiciones de vida, a diferencia de otros pensionados a los cuales se les permiten otras condiciones.  Se declara con lugar la acción. En consecuencia, se anulan por inconstitucionales los artículos 14 y 15 de la Ley General de Pensiones, Nº 14 de 2 de diciembre de 1935 y sus reformas. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de las normas anuladas, sin perjuicio de los derechos adquiridos de buena fe y de las relaciones o situaciones jurídicas que se hubieran consolidado por prescripción, caducidad o en virtud de sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada material. CL

DERECHO DE PROPIEDAD

16300-10. DAÑOS A PROPIEDAD. POR OBRAS DE CONSTRUCCIÓN. SE ORDENA A MUNICIPALIDAD INTERVENIR.  Indican los recurrentes que  contiguo al inmueble donde habitan se llevaron a cabo obras que ponen en riesgo el deslizamiento de su casa de habitación, en razón del movimiento de tierra que se realizó. Alegan que interpusieron ante la Municipalidad de Naranjo una denuncia en la cual expusieron los problemas que presenta su propiedad y el peligro inminente del falseado de los cimientos de su casa, sin embargo a la fecha no ha sido resuelto.   Se declara CON LUGAR el recurso. Se ordena al Alcalde Municipal y al  Presidente del Consejo de la Municipalidad de Naranjo, realizar las acciones que estén dentro del ámbito de sus competencias para que dentro del plazo de CUATRO  MESES, contados a partir de la notificación de esta sentencia, se realicen los trabajos necesarios para solventar el problema que aqueja a la propiedad de las recurrentes. CL

15631-10.  PROPIEDAD PRIVADA.  DAÑOS POR TRABAJO EN CARRETERA. Reclama la recurrente  que reside en San Miguel de La Unión, que su casa de habitación se encuentra sobre carretera nacional.  Señala que el Ministerio recurrido subió el nivel de la capa asfáltica de esa carretera,  lo que hizo que el espaldón quedaran a una altura inferior, provocando con ello que las aguas pluviales se recolecten en la vía e inunden las viviendas de la zona. Indica que debido a lo anterior, presentó una denuncia ante la Municipalidad accionada, sin embargo  se le indicó que la calle está catalogada como carretera nacional.  De acuerdo a lo resuelto por esa Municipalidad, la construcción del alcantarillado, instalación de cunetas y desvíos de agua le corresponde al Ministerio, a pesar de que la Corporación Municipal es la responsable del acueducto de ese sector del cantón, unido al hecho de que esa autoridad pretende sin justificación alguna que soporte el discurrir de aguas pluviales en su propiedad. Se declara CON LUGAR el recurso. Se ordena al Ministro de Obras Públicas y Transportes, realizar las gestiones que estén dentro del ámbito de sus competencias, para que dentro del plazo de tres meses, contado a partir de la notificación de esta sentencia, se realicen las labores necesarias para solventar el problema de inundaciones que aqueja a la vivienda de la recurrente. CL
15635-10. DESALOJO. SIN DEBIDO PROCESO SE ORDENA DESALOJO DE EMPRESA PRIVADA A LA QUE SE LE HABÍA OTORGADO UN PERMISO.  El recurrente alega violación a tres extremos propiamente, el otorgamiento de otro permiso de uso, sin contar que  ya éste tenía uno, el desalojo administrativo solicitado en su contra y el recurso extraordinario presentado y no resuelto y la consecuente actuación del Concejo a pesar de ello. Pues lo que se analiza es el debido proceso y no si los recurridos deciden o no continuar con las revocatorias de permisos otorgados. En este caso se constató la violación al debido proceso en contra de la empresa recurrente, por lo que se declara con lugar el recurso. Se anula el acuerdo número 11, artículo 10, capítulo 1, de la sesión ordinaria número 49, celebrada por el Concejo Municipal de Golfito el 6 de diciembre de 2008 y el oficio No. MGPS-CPU-ZMT-029-2009 de 9 de junio de 2009. Se ordena al Ministro de Seguridad Pública, no ejecutar ningún desalojo respecto a la empresa amparada del bien que ocupa. CL

15271-10. EXPROPIACIÓN. SE ORDENA REALIZAR PROCEDIMIENTO DE AVALUO.  Reclama la recurrente que desde el año dos mil cinco se está tramitando  un proceso para expropiar su propiedad. En dicho proceso, se agotó la vía administrativa desde el año dos mil seis, razón por la que el Ministerio accionado solicitó pronunciamiento judicial acerca del justo precio del bien a expropiar. No obstante, el Consejo Nacional de Concesiones, que es el encargado de cumplir con la orden en cuestión, le informó que debido que la Administración no cuenta con el equipo necesario para poder realizar la nueva valoración, no ha sido posible cumplir con lo ordenado, situación que a todas luces lesiona el derecho de acceso a una justicia administrativa pronta y cumplida, habida cuenta que aproximadamente un año después de que el Consejo tuvo conocimiento de la orden dictada por el Tribunal Contencioso, no se había dado cumplimiento, lo que coloca a la accionante en una situación de incertidumbre, pues desde el año dos mil seis debió abandonar su propiedad a causa de queel MOPT depositó el monto del avalúo. Se declara con lugar el recurso. Se ordena  al Secretario Técnico del Consejo Nacional de Concesiones, dictar todas las acciones que se encuentren dentro del ámbito de sus competencias a efecto de que de forma inmediata inicie el procedimiento de avalúo de la propiedad de la amparada, el cual deberá de concluirse en el improrrogable plazo de DOS MESES, contado a partir de la notificación de esta sentencia. CL

15478-10. DAÑOS A LA PROPIEDAD.  AMPLIACIÓN DE PLAZO PARA ARREGLAR PROBLEMAS EN UNA PROPIEDAD PRIVADA UBICADA CERCA DE LA CARRETERA SAN JOSE – CALDERA. Mediante sentencia 12449-10, una persona señaló que en su propiedad se construyó sin su autorización, obras para encauzar aguas llovidas que caen en su propiedad, lo que ocasionó  que su terreno comenzará a lavarse y consecuentemente no podría sembrar ni construir en el sitio. En esta sentencia la Sala le dio un plazo de seis meses al Consejo Nacional de Concesiones para resolver definitivamente el problema del acceso a la vía pública de la propiedad del amparado, ubicada en la carretera de San José-Caldera. Ahora en una adición a esta sentencia, se amplía el plazo otorgado a la  Gerente del Proyecto San José-Caldera y al Presidente del Consejo Nacional de Concesiones, para que tomen las acciones que correspondan a fin de que se resuelva definitivamente el problema del acceso a la vía pública de la propiedad del amparado, se amplía a nueve meses contado a partir de la notificación de esta resolución. 

15388-10. PATRIMONIO CULTURAL. SE ORDENA A MINISTERIOS RESOLVER SOBRE TRAMITE DE PATRIMONIO CULTURAL EN QUEPOS. Refiere el recurrente que la infraestructura existente en la Zona Americana de Quepos está inalterada y en su estado original, como parte de las edificaciones que formaban parte de la Compañía Bananera de Costa Rica; infraestructura de la que también formaban parte las viviendas y centros de recreación de los funcionarios que allí laboraban.  Aduce que estos inmuebles corresponden a un importante legado cultural y arquitectónico costarricense; por lo que, según se desprende del oficio número CPC-2031-2010 de 21 de julio de 2010 de la Directora del Centro de Investigación y Conservación del Patrimonio Cultural  del Ministerio de Cultura recurrido, dichas edificaciones están en proceso de ser declaradas como patrimonio nacional; sin embargo, el Ministerio  recurrido no ha resuelto sobre la declaratoria dicha, lo que pone en peligro la conservación de ese sitio. Se declara parcialmente con lugar el recurso. En consecuencia, se ordena al Director del Área de Conservación Pacífico Central del Sistema de Áreas de Conservación del MINAET, al Ministro de Ambiente, Energía y Telecomunicaciones; y al Ministro de Cultura y Juventud, que lleven a cabo las acciones pertinentes y necesarias a fin de que los trámites y procedimientos administrativos que llevan sus respectivas carteras ministeriales, tendentes a la afectación de las parcelas 6-07524-000 y 6-07583-000, que forman parte de la zona conocida como Antigua Zona Americana de Quepos, se gestionen de forma coordinada y conjunta hasta su finalización. CL

15011-10. PROPIEDAD PRIVADA.  INSTALACIÓN DE TORRE DE TELEFONÍA CELULAR. Reclaman los recurrentes que en el barrio Río Grande de Buenos Aires de Palmares se prevé la instalación de una torre de telefonía celular por parte de la empresa privada. Mencionan que los vecinos tienen temor sobre los efectos negativos que tales torres provoca en la salud de las personas. Alegan que  las torres deben estar ubicadas al menos a unos quinientos metros distancia de lugares de residencia.  Manifiestan que ni funcionario de la empresa recurrida ni de la Municipalidad  han informado a los vecinos sobre la colocación de las torres, por lo que desconocen si cuentan con los permisos y patentes municipales, así como, los permisos y estudios de impacto ambienta por parte de la Secretaría Técnica Nacional Ambiental. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL

15029-10. DAÑOS A PROPIEDAD. POR CONSTRUCCIÓN DE VIVIENDA. SE ORDENA A MUNICIPALIDAD INTERVENIR. Indica el recurrente es dueño de una propiedad ubicada en Curridabat en el Residencial Monteayarco, a la par de la cual, se construyó una casa; no obstante, el propietario pero bajó el terreno, lo que provocó que los cimientos de su casa quedaran al descubierto.  Manifiesta que acudió a la Municipalidad a solicitar la intervención, pero después de esperar dos meses la resolución, le indican que no es competencia de esa municipalidad.  Se declara con lugar el recurso, en consecuencia se ordena a  Alcalde de la Municipalidad de Curridabat, que gire de inmediato las órdenes que estén bajo el ámbito de su competencia a efectos de que, dentro del plazo máximo de QUINCE DÍAS NATURALES contados a partir de la comunicación de esta resolución, se le de una respuesta por escrito y debidamente fundamentada a la denuncia planteada por el recurrente sobre la construcción que hiciera un vecino del residencial Monteayarco, la que supuestamente perjudica y pone en peligro su casa de habitación. CL

14784-10. EXPROPIACION. PROMOVIDA POR EL INSTITUTO COSTARRICENSE DE ELECTRICIDAD. Acción de Inconstitucionalidad en contra del Artículo 31 de la Ley 7495 del 08 de junio de 1995, reformado por el artículo 1 de la Ley 7757 del 10 de marzo de 1998. Ley de Expropiaciones. El recurrente acusa que las normas impugnadas autorizan a traspasar en forma anticipada la posesión del bien a expropiar con la única condición de que el juez estime –a petición de parte o de motu propio- que el monto del avalúo corresponde al principio de precio justo y que la administración expropiante haya realizado el depósito correspondiente. Con lo anterior, las normas permiten que se realice un ante juicio sumarísimo, en el  que el juez decide, sin ninguna garantía procesal para el expropiado,  si despoja al expropiado de los bienes cuyo justiprecio  definirá luego a lo largo del proceso establecido, pero sin otorgarle audiencia, sin emplazamiento, notificación, contradictorio, evacuación de pruebas y  sin reconocimiento judicial previo. Sobre el artículo 45 de la Constitución se cita el voto 8015-04 y con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se rechaza por el fondo la acción. Los Magistrados Calzada y Armijo ponen nota. RF

15202-10. EXPROPIACIÓN. SE ORDENA INICIAR PROCEDIMIENTO DE EXPROPIACIÓN.  Indica el recurrente que solicitó permiso de construcción en la municipalidad  recurrida, para construir una obra; sin embargo, al momento de cancelar los montos correspondientes al permiso y  la respectiva multa le negaron el pago y le señalaron que las propiedades sobre las cuales construyó están incluidas en un Proyecto de Plan Vial de Cartago  y que sobre dichas propiedades pasaría una  carretera. Aduce que presentó varios reclamos administrativos para que le permitieran cancelar el importe de los permisos de construcción y dado que nunca le habían comunicado que su propiedad está afectada o limitada para construcción así como tampoco existe un proceso de expropiación. Considera el recurrente que el Gobierno Local accionado le impone una expropiación de hecho con sus actuaciones. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde y al Presidente, de la Municipalidad de Cartago, dictar las disposiciones correspondientes, para que dentro del plazo de nueve meses, que se contará a partir de la notificación de esta sentencia, la entidad recurrida inicie el procedimiento o proceso de expropiación del inmueble a que se refiere este caso y pague la justa indemnización que corresponda; o en su defecto, dentro del mismo plazo, libere esa propiedad y otorgue la licencia municipal solicitada por el  amparado, conforme a las previsiones legales y si otra causa o motivo legal no lo impide. CL

DERECHO DE TRABAJO
16342-10. PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO ORDENADO POR LA CONTRALORÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA CONTRA EL ALCALDE MUNICIPAL DE SAN JOSÉ.  Alega el recurrente que en su contra se sigue el procedimiento sancionatorio ordinario en su contra y cuestiona la potestad de la Contraloría, de seguir procedimientos sancionatorios contra funcionarios municipales, pues contradice la autonomía local. Indica que aunado a ello, pretende imponerle una inhabilitación para ejercer cargos públicos, cuando es el Tribunal Supremo de Elecciones el único que tiene competencia es para cancelar credenciales. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se declara sin lugar el recurso. SL

16313-10. IUS VARIANDI. TRASLADO SIN DEBIDO PROCESO. Alega la recurrente que se dispuso su traslado de puesto en la CCSS, después de un procedimiento administrativo en donde no se le previnieron los efectos jurídicos del resultado de la investigación, no fue citada a la comparecencia oral, entre otras violaciones en el procedimiento. Se declara con lugar el recurso únicamente en contra de la Caja Costarricense de Seguro Social y se le desestima en relación con la Unión Nacional de Empleados de la Caja y la Seguridad Social. Se deja sin efecto la reubicación ordenada por la parte recurrida contra la amparada; sin perjuicio de la potestad de la Administración de realizar la investigación legal que corresponda, con observancia del derecho fundamental de defensa y el principio del debido proceso. CL

16310-10. DESPIDO. CESE INTERINO POR REORGANIZACIÓN SIN DEBIDO PROCESO.  Alega la recurrente que fue nombrada interinamente como secretaria bilingüe en el Departamento de Promoción Cultural en el Teatro Nacional. El 30 de julio pasado, se le comunicó su cese por reorganización administrativa. Considera que esa comunicación es arbitraria, pues el proceso de reorganización no existe y no se demuestra que su puesto sea de imposible integración en la organización institucional propuesta.  Se declara con lugar el recurso. Se anulan los oficios del 30 de julio del 2010, n°TH-RH-030-2010 donde la Jefa de Recursos Humanos del Teatro Nacional procede a notificar a la recurrente la decisión de prescindir de sus servicios a partir del 01 de setiembre del 2010, por motivo de reorganización administrativa de las funciones del personal, y del 31 de agosto del 2010, n°TN-DG-702-2010 donde la Directora General del Teatro Nacional corrige el oficio anterior y se aclaran las razones por las cuales se prescinde de sus servicios, indicándose que fue por una reorganización administrativa por cambios de la especialidad y categoría de la plaza n°502735.  Se ordena a la Directora General del Teatro Nacional,   restituir a la amparada en el puesto que venía ocupando, y en el pleno goce de los derechos fundamentales conculcados. Sin perjuicio de que, con posterioridad, efectuando los estudios y procedimientos que en Derecho correspondan, se proceda a realizar la reorganización administrativa que la institución requiera. CL

15833-10. PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO. SE ORDENA NO TOMAR EN CUENTA PRUEBA VIOLATORIA AL DERECHO A LA INTIMIDAD.  Alega el recurrente que labora para el hospital recurrido y con motivo de una investigación en su contra, funcionarios del Departamento de Auditoría, entablaron una persecución en su contra, en la cual, realizaron tomas fotográficas, grabaciones y la siguieron en momentos en los que incluso compartía con su hijo menor de edad y gozaba de permiso laboral. Agrega que incluso se llegó a poner una persona fuera de su casa durante el lapso de tiempo que tardó la investigación, con el fin de hacer constar sus movimientos. Se declara con lugar el recurso. Se anulan los elementos probatorios obtenidos en contra de la recurrente a través de mecanismos ilegítimos. Se le ordena a  la Directora General del Hospital Dr. Enrique Baltodano Briceño, al Auditor Interno y al Órgano Director del Procedimiento Administrativo seguido en contra de la recurrente,  todos de la Caja Costarricense de Seguro Social, proceder de manera inmediata a enderezar los procedimientos a fin de que, en caso de que decidan continuar con el proceso disciplinario administrativo seguido en contra de la recurrente, no se tomen en cuenta los elementos probatorios que fueron obtenidos de manera ilegítima. L

15746-10. DESPIDO. MERA CONSTATACIÓN. SE ALEGA FALTA DEL DEBIDO PROCESO. Refiere el recurrente que labora para la Municipalidad de Garabito, donde ocupa en propiedad la plaza de geógrafo municipal. Señala que se le comunicó su despido sin responsabilidad patronal, por supuestas ausencias injustificadas. Aduce que esa sanción no cumplió el requisito de una audiencia previa, con el fin de que pudiera ejercer su derecho de defensa. Se declara con lugar el recurso. Se anula el oficio número AM-1686-2010 del primero de setiembre de dos mil diez, suscrito por el Alcalde Municipal de Garabito y, en consecuencia, se restituye al recurrente en el pleno goce de sus derechos fundamentales. CL
15764-10. DIETAS. SUSPENDEN PAGO DE DIETAS A MIEMBROS DEL CONSEJO SUPERIOR DE EDUCACIÓN. Alega el accionante que el Consejo Superior de Educación, dispuso suspender el pago de dietas a todos y cada uno de los miembros de dicho colegiado. Argumenta que el derecho a devengar dietas, que se encuentra fijado en el artículo 17 del Decreto Ejecutivo número 14 del treinta y uno de agosto de mil novecientos cincuenta y tres y que es un derecho que se ejerce de manera individual, por lo que no puede verse restringido por la sola voluntad del resto del colegiado; máxime cuando lo acordado se erige abiertamente en contra de lo fijado en un decreto ejecutivo vigente que claramente es una norma reglamentaria de superior rango. Se declara CON LUGAR el recurso. Se ordena al Presidente del Consejo Superior de Educación, que adopte de forma inmediata las medidas necesarias dentro del marco de sus competencias, para que en el plazo de quince días, contado a partir de la notificación de la presente resolución, se emita informe o dictamen legal sobre la procedencia del pago de dietas a los miembros de ese órgano, y con sustento en ello se resuelva lo que en derecho corresponda. CL
15671-10. DESPIDO.  DESPIDEN ACCIONISTA DE FERIA DEL AGRICULTOR POR  PROBLEMAS DE ALCOHOLISMO, SIN DEBIDO PROCESO. Manifiesta el recurrente que es agricultor y trabaja en la Feria del Agricultor Generaleño S.A., sociedad en la que posee dos acciones. Indica que tiene problemas de alcoholismo, motivo por el cual en una oportunidad llegó a las instalaciones de la feria en estado de ebriedad; no para trabajar, sino para saludar a sus compañeros, pero posteriormente la Junta Directiva de la Feria, le comunicó que tenía conocimiento que había trabajado en estado de embriaguez, razón por la cual fue suspendido definitivamente. Señala que interpuso recurso de apelación, pero le respondieron que estaba extemporánea.  Estima que como accionista y vendedor debió recibir el mismo trato que los trabajadores que tienen otros problemas de salud. Argumenta que suspenderlo definitivamente de su trabajo resulta inconstitucional y se le privó de su derecho a la defensa, pues no se le dio audiencia para contestar los cargos en su contra. Se declara con lugar el recurso. Se anulan los oficios número FPGSA 595-2009 sin  fecha y el FPGSA 612-2010 del 27 de enero de 2010, ambos suscritos por la Administradora de La Feria del Productor Generaleño Sociedad Anónima. Se le ordena al Presidente y Representante Legal de La Feria del Productor Generaleño Sociedad Anónima, restituir al recurrente en el pleno goce de sus derechos conculcados. CL

15659-10. DESPIDO. FUNCIONARIO  INTERINO EN EL PODER JUDICIAL. SE ALEGA FALTA DEL DEBIDO PROCESO. Alega el accionante que fue notificado en su casa de habitación de la nota número 120-ART-2010 de la Administradora Regional de Turrialba, donde se le comunicó el cese de su nombramiento interino como auxiliar de servicios generales 3, mientras se encontraba incapacitado. Señala que según se le indicó, la justificación de dicha decisión fue que se había ausentado a su lugar de trabajo, cuando en realidad a ese momento le restaban veinticinco días de incapacidad. Indica que se le dijo que podía solicitar el pago de sus prestaciones quince días después del cese, pero lo hizo al día siguiente del término de la incapacidad, en donde se indicó, que en virtud de que la ruptura laboral era por abandono de trabajo, no se le pagarían sus prestaciones. La Sala constata que el despido del accionante fue arbitrario y sin debido proceso, aunque si bien, lo anterior no es óbice para que si concluido el procedimiento administrativo y existe mérito suficiente, se imponga la sanción que corresponda, con arreglo a Derecho. Se declara con lugar el recurso. Se restituye al recurrente en el pleno goce de sus derechos fundamentales. Se ordena a la Jefa de la Sección de Administración de Personal interina y al Jefe del Departamento de Gestión Humana del Poder Judicial, la reinstalación del recurrente y se de continuidad al procedimiento dentro de los parámetros del debido proceso y el derecho de defensa. CL 

15710-10. DESPIDO. SE EJECUTA DESPIDO SIN RESOLVER APELACIÓN. Manifiesta la recurrente que por medio de una llamada anónima se le tuvo como parte de una investigación preliminar por parte de la Administración, la cual estuvo a cargo del departamento para el cual labora y en la que se investigaba un supuesto incumplimiento de su parte a las cláusulas del contrato de dedicación exclusiva. Indica que como efecto de lo anterior, se dio inicio a una gestión de despido ante la Dirección General de Servicio Civil; sin embargo, sin garantizarse el debido proceso y el derecho de defensa, mediante resolución del Tribunal de Servicio Civil, se le despidió de su puesto  sin responsabilidad patronal. Alega que con esa decisión también se ha vulnerado el debido proceso y el derecho de defensa pues se ha ejecutado el despido sin haberse resuelto los recursos interpuestos contra la decisión, la cual por ende, no está firme. Se declara parcialmente con lugar el recurso. En consecuencia, se ordena al Ministro de Obras Públicas y Transportes,  que en el término improrrogable de veinticuatro horas, contado a partir de la comunicación de la parte dispositiva de esta sentencia, debe restituir a la recurrente en el cargo de Profesional de Servicio Civil 1-B, o en su caso, suspenderla con goce de salario, mientras se resuelve el recurso de apelación planteado para ante el Tribunal Superior de Trabajo.  En todos los demás extremos alegados, se declara sin lugar el recurso. CL Parcial.

15667-10. PRESTACIONES. DEMORA EN EL PAGO. Indica la recurrente que le fue comunicado el cese de su nombramiento interino por vencimiento de un permiso sin goce de salario del titular del puesto. Indica que llamó al Asesor del Departamento Legal del Teatro Popular Melico Salazar, para que le informara cómo iba el trámite de sus prestaciones y le indicara cuando se harían efectivas, pero a la fecha no se le ha girado monto alguno de prestaciones, lo que estima que a  la fecha tiene más de tres meses de haber sido cesada y no se le ha cancelado lo que le corresponde por prestaciones. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director Ejecutivo del Teatro Popular Mélico Salazar, que adopte todas las actuaciones que estén dentro del ámbito de sus competencias para que, dentro del plazo de QUINCE DÍAS contado a partir de la notificación de esta sentencia, se proceda a cancelarle a la recurrente el monto que le corresponde por prestaciones. CL
15715-10. IUS VARIANDI. TRASLADO DE FUNCIONARIO DE CONFIANZA SIN DEBIDO PROCESO. El recurrente, funcionario del Ministerio recurrido, considera que en su caso se ha producido un uso abusivo del ius variandi por cuanto, mediante una orden verbal se le reubicó de la Región Brunca Sur a la Escuela Nacional de Policía, le modificaron totalmente sus funciones, se le despojó de su puesto como Subdirector de Unidades Policiales (que venía ocupando desde el 01 de noviembre del 2008) y se le descendió a una plaza de Teniente de Policía, que tiene un salario inferior al puesto que ocupaba. Con el agravante de que se quedó sin lugar donde ejercer sus labores, pues no lo aceptaban en la Escuela Nacional de Policía, y el descenso se aplicó retroactivamente. Señala la Sala, que en este caso, dado que el cese del nombramiento no implicó un uso abusivo del ius variando, sino que se trató del regreso del recurrente a su puesto en propiedad por haber sido cesado del puesto en que se encontraba ascendido de forma interina, puesto que por demás era de confianza -libre nombramiento y remoción según la Ley General de Policía-, se desestima el recurso en cuanto a este aspecto. Sin embargo, dado que no se tiene por acreditado que al recurrente se le comunica el cese de su puesto y que le fuera notificado con anterioridad a la fecha de rige, procede la estimatoria parcial de este recurso, y la correspondiente condenatoria en daños y perjuicios. Se declara PARCIALMENTE CON LUGAR el recurso, únicamente por la omisión de comunicar previamente al recurrente sobre el cese de su nombramiento. CL
15642-10. NOMBRAMIENTO. NO NOMBRAN EN PROPIEDAD POR FALTA DE ANÁLIS DE EVALUACIÓN DE DESEMPEÑO.  Indica la recurrente que labora como odontóloga para la Caja Costarricense de Seguro Social. Advierte que cumple con todos los requisitos para  optar por un nombramiento en propiedad, empero, debido a una incapacidad no ha podido efectuar una evaluación de desempeño.  Establece que pese a ello, la oficina de personal ha incumplido con su deber, ha impuesto trabas y excusas a fin de no ejecutar lo resuelto,  y aún no se ha fijado su nombramiento en propiedad. Se declara CON LUGAR el recurso. Se ordena al Director y al Encargado de la Oficina de Recursos Humanos del Área de Salud de Alajuelita, que dentro del plazo de DIEZ DÍAS contados a partir de la notificación de la sentencia, procedan a realizar a la recurrente la evaluación de desempeño que al efecto dispone el inciso d) del Reglamento de reclutamiento y selección de profesionales en farmacia, nutrición, odontología, psicología y trabajo social y le comunique el resultado por escrito. CL

15424-10. SANCIÓN. SE ALEGA FALTA DEL DEBIDO PROCESO. Alega el recurrente que labora como chofer en el Departamento de Transportes del Hospital México, sin embargo se le ha mantenido separado temporalmente del cargo por cuanto se inició una investigación en su contra, sin que la autoridad recurrida le comunicara en forma individualizada, concreta y oportuna, los hechos que se le atribuyeron. Se declara con lugar el recurso y, en consecuencia, se ordena al Director General del Hospital México, que dentro de las veinticuatro horas posteriores a la comunicación de esta resolución, reincorpore al recurrente al Servicio de Transportes, con el mismo horario y condiciones laborales -incluido lo relativo al tiempo extraordinario- de que gozaba antes de que fuera reubicado. CL
15418-10. SANCIÓN. SE ALEGA FALTA DEL DEBIDO PROCESO. Aduce el recurrente que laboró como docente para el Ministerio recurrido sin embargo, dada la lejanía de ese lugar con su domicilio actual, ubicado en San José, optó por desestimar su nombramiento, para lo cual inició el trámite correspondiente.  Indica que solicitó una acción de personal,  donde se percató que se  le había aplicado una suspensión sin goce de salario por ausencias injustificadas. Establece que se abrió un expediente para esos fines,  jamás se le informó de la apertura de un procedimiento en su contra ni se respetó el debido proceso.  Se declara con lugar el recurso por violación al debido proceso y derecho de defensa.  Se condena al Estado al pago de las costas, daños y perjuicios causados con los hechos que sirven de base a la presente declaratoria, los cuales se liquidarán en el proceso de ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo. CL

15257-10. DESPIDO. ALCALDE NO PERMITE A FUNCIONARIA RENUNCIAR.  Manifiesta el que la amparada  presentó su renuncia, no obstante la misma le fue denegada por el recurrido, además se le advirtió que al estimar que es funcionara activa de la institución, pasado su período de vacaciones, debía reintegrarse a sus labores, lo anterior, por cuanto a la amparada se le sigue un procedimiento administrativo disciplinario. Señala que el Alcalde recurrido no aceptó su renuncia y en su lugar, la despidió, sin concluir el procedimiento administrativo. Se declara con lugar el recurso. Se anulan  los oficios N° 3122-2010 de 18 de mayo y 3797-2010 de 14 de junio ambos de  2010 del Alcalde de San José y  N°4518-2010 en que se impone  a la amparada sanción de despido sin responsabilidad patronal. CL
15385-10. DESPIDO. SE ALEGA FALTA DEL DEBIDO PROCESO. Indica el recurrente que en su contra se  inició procedimiento disciplinario de despido por no presentarse a laborar durante el mes de octubre del dos mil nueve, a pesar de  que se encontraba incapacitado. Aduce que fue notificado en su casa de habitación, el diecinueve de enero de dos mil diez,  momento en el cual tuvo conocimiento de la situación  y procedió a contestar. Establece que existe una licencia en la cual el médico indicó que debía estar incapacitado, debido a que su condición motora y mental para desplazarse, lo que le impedía caminar solo. Argumenta que por resolución número 137-2010 del once de junio de dos mil diez, se le despidió por causa justificada, sin observar el debido proceso. Se declara parcialmente con lugar el recurso, únicamente por la ejecución del despido. Se ordena al Ministro, y al Director de Recursos Humanos, ambos del Ministerio de Educación Pública, que en el término improrrogable de ocho días, contado a partir de la comunicación de la parte dispositiva de esta sentencia, restituyan al recurrente, en el pleno goce de sus derechos, sin perjuicio de la potestad de la Administración de suspenderlo con goce de salario, mientras se resuelve el recurso de apelación. CL

15387-10. INCAPACIDAD. CAJA COSTARRICENSE DE SEGURO SOCIAL SE NIEGA A PAGAR EL SUBSIDIO. Reclama el recurrente que la autoridad recurrida dejó de cancelarle el porcentaje de las incapacidades que corresponden al período comprendido entre el doce de noviembre de dos mil nueve y el trece de agosto de dos mil diez. Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se ordena a la Presidenta Ejecutiva de la Caja Costarricense de Seguro Social, que disponga lo pertinente para que no se interrumpa de nuevo, a la recurrente el pago del subsidio, mientras se mantenga incapacitada, de conformidad con el criterio médico calificado. Adicionalmente, deberá llevar a cabo todas las actuaciones que estén dentro del ámbito de sus competencias, para que, de inmediato, se proceda al  pago de los subsidios por concepto de incapacidad se le adeudan. En cuanto al Ministerio de Educación Pública, se declara sin lugar el recurso. CL Parcial

15394-10. SALARIO. ELIMINAN PAGO DE PLUS SALARIAL. Argumenta el recurrente que se le aprobó el pago de la disponibilidad laboral, pero la Contraloría General de la República improbó dicho pago por no haberse justificado; no obstante la Contraloría dejó sin efecto la improbación y recomendó el pago del plus de la disponibilidad. Pese a lo anterior, Indica que  el Concejo Municipal dispuso eliminar dicho pago. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se anula el acuerdo municipal tomado en sesión ordinaria número 177 del quince de setiembre de dos mil nueve, por medio del cual el Concejo de Tilarán improbó el rubro de disponibilidad laboral asignado al recurrente. CL

15415-10. NOMBRAMIENTO. INTERINO POR INTERINO. Manifiesta el recurrente que fue nombrado en  una plaza creada por la Gerencia Médica de la Caja Costarricense de Seguro Social, para abordar la pandemia por brote de Influenza H1 N1. Señala que en febrero del presente año se le comunicó el cese de su nombramiento, porque se había nombrado a otra persona de forma interina en ese código.  Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Jefe Regional de Recursos Humanos de la Región Huetar Norte de la Caja Costarricense del Seguro Social, realizar de forma inmediata la prórroga de nombramiento de el amparado en la plaza número 43082, según lo ordenado por el Director de la Red de Servicios de Salud de la Caja Costarricense del Seguro Social en el oficio DRSSRHN-1370-2010 del 05 de mayo del 2010. CL
14770-010. PERMISOS.  SE NIEGA PERMISO CON GOCE DE SALARIO PARA ASISTIR A CITAS MÉDICAS DE SU HIJO. Alega la recurrente que labora para el Ministerio recurrido en forma interina, que debido a que su hijo  tuvo que ser internado en el Hospital Nacional Psiquiátrico, solicitó permiso a la Dirección recurrida permiso para que se le permitiera una vez a la semana asistir con él al tratamiento médico, el cual le ha sido denegado y más bien se le amonestó por escrito. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Directora de la Escuela  Castilla y al  Director de Recursos Humanos del Ministerio de Educación Pública,  ejercer las acciones que se encuentren dentro del ámbito de sus competencias a efecto que a la amparada se le otorgue de forma inmediata, un permiso con goce de salario para que acompañe a su hijo a las citas médicas que éste requiera de conformidad con el criterio de su médico tratante. CL
15047-10. PERMISOS. NIEGAN PRÓRROGA DE PERMISO SIN GOCE DE SALARIO EN EL PODER JUDICIAL.  Alega el accionante que solicitó un permiso sin goce de salario por dos años en el puesto que desempeñaba en el Poder Judicial, para laborar como profesional en la Defensoría de los Habitantes. Posteriormente, la Defensoría solicitó una prórroga del permiso, a lo que su Jefe se opuso argumentando que las labores profesionales desempeñadas en la Defensoría no eran de interés para el Poder Judicial, a lo que añadió que existe una prohibición en materia de prórrogas extensas de nombramientos interinos en plazas en propiedad. Finalmente, aduce que a otros funcionarios judiciales si se les ha dado permiso, lo que considera violatorio del derecho a la igualdad. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL

14769-10. CONDICIONES LABORALES. SE ORDENA HACER ENTREGA DE MOBILIARIO ERGONÓMICO A TRABAJADOR. Manifiesta la recurrente que debido a su padecimiento del túnel carpal bilateral, diagnosticado por el Consejo Médico Forense, se le reconoció una pérdida de la capacidad general orgánica del diez por ciento. Debido a lo anterior el Instituto Nacional de Seguros, ha recomendado  dotarle de mobiliario ergonómico para mejorar sus condiciones laborales, así como modificar sus tareas y funciones, a fin de disminuir ciertos movimientos y labores; no  obstante, a la fecha no se ha hecho nada en ese sentido, lo cual afecta su dolencia y causa que su trauma sea cada vez mayor. Se declara con lugar el recurso y, en consecuencia, se ordena al Director General de Adaptación Social, que adopte las medidas necesarias y que ejecute las acciones pertinentes para que la amparada cuente con el mobiliario ergonómico que necesita en función de su padecimiento dentro del plazo improrrogable de un mes a partir de la notificación de esta decisión. CL 
14826-10. DESPIDO. SE ALEGA FALTA DEL DEBIDO PROCESO. Alega la recurrente que se le comunicó que su contrato laboral  no sería renovado a partir del primero de enero del presente año, considera que vulnera sus derechos fundamentales, pues no se indicaron razones objetivas que fundamenten su despido, no se le permitió ejercer su derecho de defensa y se han negado a entregarle información relacionada con su despido. Se declara CON lugar el recurso. Se ordena al  Presidente Ejecutivo, al Gerente General y al Encargado de Soporte Administrativo de la Unidad de Recursos Humanos respectivamente, todos del Instituto Nacional de Aprendizaje, que en el improrrogable plazo de DIEZ DÍAS contado a partir de la notificación de ésta sentencia, cada uno dentro del ámbito de sus competencias y atribuciones, procedan a sacar a concurso la plaza clave 663-01 clasificada como Formador para el Trabajo 1D, de Servicios Especiales, o en su defecto, que en caso de mantenerse la plaza interinamente, dispongan que en forma inmediata, si otra causa no lo impide, se restituya a la amparada, en la misma categoría y funciones que ocupaba antes del cese de su nombramiento, con el pleno goce de todos los derechos. CL
14838-10. DESPIDO. DURANTE EL PERIODO DE PRUEBA. El recurrente acusa que fue cesado del puesto que había ganado en propiedad como Coordinador de Desarrollo Urbano, con la indicación de no haber superado el período de prueba. Considera vulnerados sus derechos fundamentales, al debido proceso, al derecho de defensa y al trabajo. El asunto se rechaza por el fondo, al comprobarse que se despidió al accionante durante el período de prueba al haberse estimado que no era idóneo para el puesto.  Este Tribunal ha sostenido reiteradamente que la decisión de despedir a un servidor dentro del período de prueba es de carácter discrecional, y se puede disponer el despido de estimarse que el servidor no es idóneo para desempeñar el puesto, sin que para la adopción de tal determinación sea necesario observar las reglas propias del debido proceso. Se citan las sentencias: 3016-02, 9420-02 y 712-97. Con el voto salvado de los Magistrados Calzada Miranda y Cruz Castro, que señalan que  difieren del criterio de la mayoría, pues consideran que el acto de despido durante el período de prueba debe estar debidamente motivado como todo acto administrativo de conformidad con la Ley de la Administración Pública, ello con el fin de que la Administración no haga un uso abusivo de esta potestad.  RF
14858-10. SALARIO. ELIMINAN PAGO DE DESARRAIGO FAMILIAR.  Alega el recurrente que de manera arbitraria el recurrido procedió a eliminar el pago del incentivo salarial que venía recibiendo por desarraigo familiar, como funcionario del Ministerio del Ambiente, Energía y Telecomunicaciones destacado en el Parque Nacional Manuel Antonio. El asunto se declara sin lugar, porque se demostró que el plus salarial que se reclama, según Decreto Ejecutivo número 34885-MINAET, se encuentra previsto para aquellos funcionarios que laboren dentro de un área silvestre protegida -ASP-, que cumplan jornada acumulativa, estén desarraigados de sus familias, y ejecuten labores propias del área silvestre protegida que corresponda.  Consta, asimismo, que analizada la situación de el recurrente y sus compañeros, la autoridad recurrida determinó que a los servidores de dicha oficina no debía pagárseles el referido incentivo por no cumplir los requisitos establecidos en el decreto de cita, razón por la cual, luego de la debida información a los interesados y de brindarles la posibilidad de impugnar la decisión adoptada, se procedió a eliminar el pago en cuestión a partir del dieciséis de abril de dos mil nueve. Se desprende de lo anterior, que la eliminación del incentivo en mención no resulta arbitraria ni intempestiva en los términos de los artículos 158 a 179 y 308 de la Ley General de la Administración Pública. SL 

15060-10. NOMBRAMIENTO. PROHIBICIÓN DE NOMBRAMIENTO EN JUNTA DIRECTIVA POR RAZONES DE PARENTESCO. Acción de Inconstitucionalidad en contra del Artículo 58 del Estatuto de la Asociación de Educadores Pensionados, conocida como ADEP. La norma se impugna en cuanto establece que entre los miembros de la Junta Directiva Central, el Fiscal y entre cualquiera de estos y el personal que labora para la asociación, no puede haber personas que sean cónyuges o que estén ligados por parentesco de consanguinidad o afinidad hasta el segundo grado inclusive, y en caso de darse esta situación el nombramiento más reciente se anula. Se declara CON LUGAR la acción de inconstitucionalidad. En consecuencia, se anula por inconstitucional el artículo 58 del Estatuto de la Asociación de Educadores Pensionados (ADEP). Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia del acto anulado, sin perjuicio de los derechos adquiridos de buena fe y las relaciones o situaciones jurídicas que se hubieran consolidado por prescripción, caducidad o en virtud de sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada material. Los Magistrados Armijo, Cruz y Castillo salvan el voto y declaran sin lugar la acción. CL
15031-10. NOMBRAMIENTO. CESE DE NOMBRAMIENTO INTERINO. Reclama  el recurrente que  se le notificó su cese de nombramiento, sin que se le diera inicio a algún procedimiento administrativo a través del cual se le hiciera saber los hechos y las pruebas por las que se le imputaba alguna conducta irregular. Se declara con lugar el recurso por violación al debido proceso y derecho de defensa. Se anula la resolución No. D.R.H. 10-1713-RC de 27 de julio de 2010 que dispone el cese de interinidad en el puesto que ocupa el amparado  en el Ministerio de Obras Públicas y Transportes a partir del 01 de agosto de 2010 y, en consecuencia, se restituye al recurrente  en el pleno goce de sus derechos fundamentales. CL

15200-10. NOMBRAMIENTO. REVOCAN NOMBRAMIENTO INTERINO DE PROFESOR EN LA U.C.R. Manifiesta el recurrente que fue cesado de su nombramiento como profesor de la Facultad de Derecho de la Universidad de Costa, sin haberle indicado los motivos que había tenido para su destitución. Explica que la plaza de interino que ocupa desde hace mucho tiempo y es una plaza vacante, en la cual no existe profesor nombrado en propiedad para la misma, ni tampoco se ha efectuado un concurso para obtener la propiedad en dicha plaza.  Se declara con lugar el recurso. Se anula el oficio No. FD-AA-029-10 de 15 de enero de 2010. Se ordena al Decano de la Facultad de Derecho de la Universidad de Costa Rica, que gire las órdenes pertinentes de tal forma que se reinstale al amparado en el puesto y las funciones que venía desempeñando de manera interina en la Facultad de Derecho de la Universidad de Costa Rica, con todas las atribuciones, derechos y obligaciones inherentes a dicho cargo. Adicionalmente, se le ordena que se abstenga de incurrir, nuevamente, en las actuaciones que dieron mérito para acoger el presente recurso. CL

15040-10. TRASLADO. NO REMITEN ESTUDIO PARA APROBACIÓN DE TRASLADO HORIZONTAL. Alega el recurrente que el Ministro de Trabajo y Seguridad Social y el Presidente Ejecutivo de la Refinadora Costarricense, acordaron su traslado horizontal a La Refinadora. Indica que el  Ministro de Trabajo remitió original de dicha resolución de traslado y plaza de funcionario a la Directora Ejecutiva de la Secretaría Técnica de la Autoridad Presupuestaria, para la aprobación correspondiente; no obstante, la recurrida no ha remitido la clasificación del puesto. Menciona que la Directora de Recursos Humanos le informó que la Administración pretende desconocer la resolución de traslado, a pesar de que es un acto administrativo declarativo de derechos. Se declara CON LUGAR el recurso. Se ordena al Presidente de la Junta Directiva y a la  Directora de Recursos Humanos, ambos de la Refinería Costarricense de Petróleo de Costa Rica, que dentro del plazo de 8 días contados a partir de la notificación de la sentencia remitan los resultados del estudio de clasificación del puesto a la Secretaría Técnica de la Autoridad Presupuestaria del Ministerio de Hacienda, a fin proseguir con el trámite de autorización del traslado del recurrente. CL
15042-10. PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO. SE ALEGA FALTA DEL DEBIDO PROCESO. Alega el recurrente que en su contra se abrió un procedimiento disciplinario por no haber devuelto el dinero percibido por horas extra, basados en que el que devenga horas extras no puede devengar disponibilidad y viceversa, motivo por el cual  presentó un recurso de revocatoria, basado en el hecho de que la disponibilidad y las horas extras son conceptos de naturaleza jurídica distinta. Señala que se apersonó a la audiencia convocada y de manera inmediata le hizo saber al Órgano Director recurrido que el traslado de cargos había sido omiso en varios puntos, todo lo cual le dejaba en un evidente estado de indefensión, razón por la cual era improcedente llevar a cabo esa audiencia. No obstante, su solicitud verbal fue rechazada y se continuó con la audiencia. Se declara con lugar el recurso. Se anula la resolución de las ocho horas con diez minutos del diecisiete de mayo de dos mil diez, por la que se dio inicio al procedimiento administrativo seguido contra el amparado, y se retrotrae el proceso a dicha etapa. Asimismo, se ordena al Órgano Director del procedimiento administrativo seguido contra el amparado, que proceda a otorgar al recurrente las copias certificadas del expediente administrativo que solicitara el diecisiete de junio de dos mil diez, una vez que éste cubra con los costos correspondientes. CL

15095-10. SANCIÓN. FALTA DEL DEBIDO PROCESO. La recurrente interpuso este recurso, porque, según alegó, la Directora del Departamento de Audición y Lenguaje del Centro Nacional de Educación Especial Fernando Centeno Güell, lesionó, en su perjuicio el debido proceso, ya que, sin otorgarle la oportunidad de defensa, le entregó una carta de amonestación verbal, de la que guarda copia en el archivo. En este caso, la Sala indica que no tiene ninguna objeción a que se sancione a un funcionario que realiza su trabajo de manera inadecuada, mucho menos cuando se trata de alguien que debe atender pacientes. Al contrario, imponer las sanciones respectivas no solo es una facultad del superior jerárquico, sino también un deber. Sin embargo, si queda constancia escrita de la sanción impuesta, se debe otorgar, previamente, el derecho de defensa, lo que en este caso no se dio; no obstante lo anterior, se aclara que  de ninguna manera esta Sala está avalando, con esta sentencia, la conducta que se le imputa a la recurrente. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se anula la «Carta de Amonestación Oral 01-2010» impuesta a la recurrente. CL
15199-10. SANCIÓN. SE ALEGA FALTA DEL DEBIDO PROCESO EN CASO DE MERA CONSTATACIÓN. Alega el recurrente que en su contra se dictaron amonestaciones  por incumplimiento del registro de la marca de asistencia, lo cual considera que es violatorio del debido proceso. Se declara con lugar el recurso. Se anula el oficio No. DRH-024-2010 de 9 de febrero de 2010, en el que se impone una sanción de llamada de atención verbal al amparado y, en consecuencia se restituye en el pleno goce de sus derechos fundamentales. CL

DERECHO PENAL
16048-10. PRISIÓN PREVENTIVA. FALTA DE FUNDAMENTACIÓN. El recurrente impugna la fundamentación de la prisión preventiva, aduciendo que no cumplió con las formalidades de lo dispuesto en el artículo 239 del Código Procesal Penal, en tanto el juez simplemente repitió formulas legales y no apreció la prueba. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL

16052-10. PRISIÓN PREVENTIVA. FALTA DE FUNDAMENTACIÓN. Reclama el recurrente que el   Juzgado Penal ordenó la medida cautelar de prisión preventiva contra el tutelado, la cual fue debidamente apelada, pero el Tribunal recurrido confirmó la resolución basado en la alta penalidad del delito investigado sin tomar en consideración ninguna otra circunstancia. Considera que las resoluciones carecen de la debida fundamentación. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL

16055-10. PRISION PREVENTIVA.  ORDENADA CONTRA UN INDIGENA. Reclama el recurrente que el amparado es indígena y en su contra se sigue un proceso penal  donde se realizó una audiencia para cambiar las medidas cautelares. Explica que durante esa audiencia no se incorporó ningún elemento que hiciera presumir que existiera peligro de fuga, sin embargo, la Jueza ordenó el cambio de medidas cautelares y ordenó la detención provisional del imputado por seis meses, pese a que se le indicó que para ordenar la prisión preventiva debía tomar en cuenta las costumbres del pueblo indígenas, sus características económicas, sociales y culturales y debía dar preferencia a cualquier sanción distinta al encarcelamiento. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL

16337-10. EXTRADICIÓN. SE ENCUENTRA PENDIENTE DE RESOLVER SOLICITUD DE REFUGIO. Alega el recurrente que fue ordenada su extradición a territorio checo, y que se hará efectiva, a pesar de que el Juez tuvo conocimiento de que presentó solicitud formal de refugio ante las autoridades de Migración y Extranjería.  Se declara parcialmente con lugar el recurso, sin ordenar la libertad del recurrente. Se ordena a la Jueza de Juicio del Tribunal Penal del Primer Circuito Judicial de San José, o en su lugar que esté a cargo de la tramitación del proceso seguido contra el recurrente, que suspenda la ejecución de la extradición hasta que se resuelva el recurso de apelación en la solicitud para el reconocimiento de la condición de refugiado. En cuanto a la Dirección General de Migración y Extranjería, se declara sin lugar el recurso. CL Parcial

15753-10. PRISIÓN PREVENTIVA. FALTA DE FUNDAMENTO. Alegan los recurrentes que dentro del proceso penal que se sigue en su contra, el  Ministerio Público solicitó el allanamiento, registro y secuestro de sus viviendas y lugares de trabajo. No obstante  aseguran que la evidencia buscada por la autoridad recurrida no se encontró por lo que estiman que la resolución en mención carece de pruebas. Solicitan que se deje sin efecto las órdenes de allanamiento, requisa y secuestro dictadas en el proceso seguido en contra  de ellos y, por ende, que se deje sin efecto la orden de prisión preventiva emitida por la autoridad recurrida.  Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL

15760-10. PRÓRROGA DE LA PRISIÓN PREVENTIVA. EL ASUNTO SE REENVIÓ PARA EFECTOS DE PENA Y SE VENCIÓ EL PLAZO. Alega el recurrente que al amparado se le impuso doce años de prisión y el plazo de seis meses de prisión preventiva. Refiere que en virtud de que dicha resolución tenía vicios de forma, presentó recurso de casación donde se declaró parcialmente con lugar el recurso, anulando el fallo recurrido en lo que se refiere a la imposición de la pena, y dispuso el reenvío de la causa para su debida sustanciación en ese único aspecto, debiendo fijarse la pena según la nueva calificación del hecho. Afirma que el Tribunal recurrido realizó de nuevo la audiencia. Acusa que en ningún momento de la audiencia, el Tribunal accionado se pronunció sobre la ampliación de la prisión preventiva, y es por ello que actualmente el tutelado se encuentra privado de su libertad de manera ilegítima. Se declara sin lugar el recurso. SL
15757-10. MEDIDAS CAUTELARES. SE CONFIRMAN AÚN SIN RESPALDO INFORMÁTICO.  Alega la recurrente que se le impuso como medida cautelar, el no poderse acercar a los ofendidos a un kilómetro a la distancia, hasta que el proceso finalice, esta medida fue apelada y a pesar de que no existe respaldo informático claro de la audiencia oral llevada a cabo ante el Tribunal de Juicio de Heredia, la medida se confirmó por parte del Tribunal.  Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL 

15495-10. PRORROGA DE LA PRISIÓN PREVENTIVA. AUDIENCIA. Alega la recurrente que el Juzgado Penal del Segundo Circuito Judicial de San José prorrogó la prisión preventiva impuesta al amparado, por el plazo de tres meses, sin que de previo se realizara la respectiva audiencia oral. También cuestiona el que se haya decretado dicha prórroga, pues, para la fecha en que ésta se dispuso, aún no se había resuelto el recurso de apelación interpuesto, en la que se acordó la prórroga inmediatamente anterior. Se declara parcialmente con lugar el recurso, pero sin ordenar la libertad del tutelado, por la omisión del órgano jurisdiccional recurrido de celebrar audiencia oral, de previo a disponer la  prórroga de la prisión preventiva en contra del amparado por medio de resolución de las diecisiete horas y veinte minutos del tres de septiembre del dos mil diez, y se ordena al Juzgado Penal del Segundo Circuito Judicial de San José que adopte las medidas necesarias y que ejecute las acciones pertinentes para celebrar con la mayor celeridad posible vista oral, a fin de resolver nuevamente sobre la medida cautelar de prisión preventiva conforme a derecho corresponda
15491-10. PRÓRROGA DE LA PRISIÓN PREVENTIVA.  NO RESUELVEN TERMINADA LA AUDIENCIA, NI DIAS DESPUÉS. Manifiesta el recurrente  que dentro del proceso penal que se le sigue a su representado se dictó prisión preventiva la  prorrogada por tres meses más. Manifiesta que para efectos de conocer la nueva solicitud de prórroga de prisión preventiva se señaló vista oral, en donde se declinó en resolver en forma inmediata y hasta ahora no ha sido resuelta. Se declara con lugar el recurso. Se condena al Estado al pago de los daños y perjuicios ocasionados con los hechos que sirven de base a esta declaratoria, los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo. CL

15502-10. MENOR DE EDAD. DETENIDO EN LAS INSTALACIONES DEL COLEGIO DONDE ESTUDIABA.  Indica la recurrente que el amparado fue detenido dentro de las instalaciones del Colegio Técnico Profesional de Limón en horas lectivas, bajo la acusación de que le había arrebatado el teléfono celular a otro alumno de la institución. Su queja fundamental es que fue expuesto ante todos los alumnos durante la detención. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara con lugar el recurso. CL

15228-10. IMPUTADO. NOMBRAMIENTO DE DEFENSOR DURANTE EL ALLANAMIENTO Y ACCESO A PRUEBA.  Alegan las recurrentes que las autoridades de la Fiscalía y del Juzgado Penal de Puntarenas realizaron allanamientos  a los amparados, motivo por el cual les debieron designar un defensor. Indican además que no contaron con representación legal hasta el día siguiente y no se confeccionó ninguna acta de detención. Agregan que no se ha puesto en conocimiento los resultados de las intervenciones telefónicas y no conocen los hechos que se les atribuye, su calificación jurídica y un resumen de la prueba. De igual manera alegan que las autoridades del Juzgado recurrido decretaron una medida de prisión preventiva en contra de los tutelados, vencido el término perentorio de veinticuatro horas. Se declara sin lugar el recurso. SL 

15242-10. PRISIÓN PREVENTIVA. FALTA DE FUNDAMENTACIÓN.  Alega el recurrente que su representado es sordomudo, no sabe leer ni escribir y  tampoco sabe el lenguaje LESCO. Aún así, acusa que el Juzgado Penal de Osa le impuso tres meses de prisión preventiva, indicando la existencia de los peligros procesales, a pesar de que como defensor expuso en su argumentación que para efectos de considerar los presupuestos procesales, se requería hacer algún análisis sobre la capacidad de comprensión del demandado, pues es imposible pensar que un sujeto que no sabe leer ni escribir, ni comunicarse por LESCO, pueda tener una capacidad de comprensión de todos y cada uno de los presupuestos de la prisión preventiva. Indica que apeló tal decisión, pero el Tribunal recurrido no resolvió ni hizo algún análisis, sino que simplemente se enfrascó en el mismo tema de que no hay elementos para pensar que el amparado no entienda y confirmó la resolución. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL
15239-10. PRÓRROGA DE LA PRISIÓN PREVENTIVA. DECRETADA POR MÁS DE UN AÑO. Indica el recurrente que dentro de los procesos penales que se siguen en su contra  la Fiscalía solicitó prisión preventiva por espacio de seis meses, luego dicha medida se prorrogó hasta el 16 de julio de 2010 y luego, hasta el 31 de agosto; momento para el que aduce, llevaba once meses y 15 días detenido, lo que sumado a la medida inicial, se elevaba a un tanto de once meses con veintiocho días. Pese  a lo anterior, el Juzgado recurrido ordenó prorrogar la prisión de nuevo por cinco días más, lo que sobrepasó el plazo máximo de un año de prisión preventiva. Se declara con lugar el recurso, sin ordenar la libertad del recurrente. Se condena al Estado al pago de los daños y perjuicios causados con los hechos que sirven de base a esta declaratoria, los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo. CL
15240-10. PRÓRROGA DE LA PRISIÓN PREVENTIVA. AUDIENCIA. Alega el recurrente que a efecto de conocer la nueva solicitud de prórroga de la prisión preventiva contra su representado, el  Ministerio Público señaló vista oral,  pero el Juez Penal declinó resolver de forma inmediata el asunto. Manifiesta que la defensa desconocía la resolución judicial que dictó el Juzgado, la cual fue prorrogada, pero bien podría haberse ordenado una medida cautelar menos gravosa, la cual  no se ha podido cumplir hasta ahora, dada la ignorancia en que se mantiene a la parte afectada. Se declara con lugar el recurso, sin ordenar la libertad del tutelado. Se condena al Estado al pago de las costas, daños y perjuicios causados con los hechos que sirven de base a esta declaratoria, los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo. CL
14781-10. EXTRADICIÓN. DETENCION DURANTE EL PROCESO. Manifiesta el recurrente que en su contra se tramita proceso de extradición, que ya han pasado dos meses y permanece aún recluido sin que se le haya comunicado nada respecto de su situación. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se declara sin lugar el recurso. SL 
14821-10. DETENCIÓN. RETEN POLICIAL. Alega el recurrente lesión a su libertad de tránsito, al debido proceso y al principio de dignidad humana, en razón de que el día nueve de agosto de este año, cuando viajaba en su vehículo en compañía de una hija menor de edad, fue detenido por parte de las autoridades de policía del Ministerio de Seguridad Pública, en un retén policial de rutina realizado en San Antonio de Escazú, sin que existiera orden de captura expedida por una autoridad judicial y sin que se estuviera investigando la comisión de un delito; siendo coaccionado para mostrar el interior de su vehículo.  En este caso, señala la Sala que optar por un régimen democrático de derecho y no por un régimen autoritario, conforme lo hizo el Constituyente en el artículo 1 de la Constitución Política, impone a las autoridades públicas límites infranqueables en el ejercicio de sus potestades y deberes. En el caso concreto, los oficiales realizaban un “retén policial” donde coaccionaron al recurrente para inspeccionar el interior de su vehículo, sin que existiera una noticia criminis o un indicio comprobado de que se hubiere cometido un delito, hecho que no es negado por el Ministro en su informe al aceptar la realización del operativo sin un fin específico. Si bien es cierto, de conformidad con la ley, la policía puede realizar controles para identificación de las personas, averiguación de la condición migratoria, control fiscal, trasiego de especies vegetales o animales, entre otros, conforme lo ha señalado esta Sala (sentencia 2002-10309 de las doce horas nueve minutos del veinticinco de octubre del dos mil dos) no es posible que estos operativos se realicen de una forma indiscriminada y mucho menos que se coaccione u obligue a las personas para que permitan el acceso al interior de su vehículo, sin que exista noticia criminis o indicios comprobados de la comisión de un delito. Para proceder a la revisión del interior de un vehículo en este tipo de controles policiales, se requiere necesariamente del consentimiento libre y expreso del conductor, lo que implica que no puede ser coaccionado de forma alguna. El artículo 190 del Código Procesal Penal es claro al señalar que el juez, el fiscal o la policía podrán registrar un vehículo, siempre que haya motivos suficientes para presumir que una persona oculta en él objetos relacionados con el delito. Sobre el tema se cita la sentencia 5415-01. Se indica que la policía debe actuar conforme a protocolos específicos, donde se establezcan las condiciones, forma, presupuestos, etc. en que pueden realizarse controles como el que motivó este recurso. La vigilancia en carretera no constituye una actuación ilegítima o arbitraria en sí misma, pero debe estar necesariamente relacionada con la investigación de un hecho delictivo y realizarse con criterios de razonabilidad, lo que implica que se ejecute tomando en consideración las circunstancias de cada caso en particular. Ello no implica en modo alguno desconocer las competencias otorgadas al Poder Ejecutivo, en el artículo 140 incisos 6 y 16 de la Constitución Política, para mantener el orden, seguridad, tranquilidad y paz social en el territorio nacional. Por el contrario, cuando las normas, el orden público o los valores básicos de la convivencia social son vulnerados, es obligación del Estado activar los protocolos de seguridad establecidos para restablecer el orden, la paz social y la armonía, con las limitaciones que imponen el respeto a la dignidad humana y a los demás principios, derechos y garantías fundamentales. La práctica indiscriminada de retenes policiales, sin razones objetivas concretas, culminan convirtiendo a la persona humana individualmente considerada, en mero instrumento de satisfacción de intereses colectivos, lo cual es inadmisible en un Estado democrático de derecho. En virtud de lo anterior procede declarar con lugar el recurso de hábeas corpus formulado con sus consecuencias. Se citan sentencias sobre “retenes policiales” en la jurisprudencia extranjera. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Ministro de Seguridad Pública, lo siguiente: a) realizar retenes solo cuando exista indicio comprobado de un delito o noticia criminis, de acuerdo al artículo 37 de la Constitución Política; y b) abstenerse de incurrir, nuevamente, en los hechos que dieron fundamento a la estimatoria de este recurso de habeas corpus. CL
14802-10. DETENCIÓN. POR CAUSAS QUE SE ENCONTRABAN FENECIDAS. Alega el recurrente  que durante el mes de agosto anterior, fue detenido por lo menos en dos ocasiones durante más de veinticuatro horas, por causas en las que ya se había ordenado su libertad y se encontraban fenecidas. Se declara con lugar el recurso. Se condena al Estado al pago de los daños y perjuicios causados con los hechos que sirven de base a esta declaratoria, los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo. CL
14810-10. DETENCIÓN. POR MENOS DE 24 HORAS. Manifiesta el recurrente que fue detenido y llevado a las celdas del Segundo Circuito supuestamente por circulación de moneda falsa. Menciona que  la vendedora de lotería le había cambiado el billete original por uno falso, y a ella no se le investigó, lo que le generó una situación humillante y de ultraje,  además lo mantuvieron esposado por más de ocho horas, sin recibir ningún alimento durante todo el tiempo que estuvo detenido. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL

14812-10. DETENCION. POR MAS DE 24 HORAS. Reclama el recurrente que fueron detenidos por más veinticuatro horas, sin recibir las declaraciones indagatorias, ni ponerlos ante autoridad competente en el plazo de ley. Con base en las consideraciones dadas en las sentencias, se declara sin lugar el recurso. SL

14808-10. PRISIÓN PREVENTIVA. FUE DECLARADO REBELDE Y NO SE LE DIO AUDIENCIA. Establece el recurrente  que el Tribunal recurrido dictó rebeldía del amparado y orden de captura. Alega que sin convocar a audiencia oral, el Tribunal le impuso a su representado, dos meses de prisión preventiva Se declara sin lugar el recurso. SL
14811-10. PRISIÓN PREVENTIVA. SE CUESTIONA FUNDAMENTO. Indica el  recurrente  que dentro de la causa penal que se sigue en su contra se dictó medida cautelar que tiene como única fundamentación, la existencia de una grabación de escuchas telefónicas ordenadas de manera regular por la autoridad judicial, las cuales no lo relacionan directamente con los hechos que motivaron la causa penal. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL

15062-10. PRISIÓN PREVENTIVA. JUEZ DISPONE RESOLVER 48 HORAS DESPUÉS DE LA AUDIENCIA ORAL. Manifiesta la recurrente que el Ministerio Público solicitó que se realizara la audiencia de ley para determinar la procedencia o no de la prisión preventiva en contra de su representado. Señala que la audiencia transcurrió de manera usual, no obstante, al momento de resolver la situación jurídica de los encargados, el juzgador de manera ajena al procedimiento, indicó que iba a resolver por escrito dentro de las cuarenta y ocho horas posteriores como lo facultaba la ley. Por lo anterior, considera que con dicho proceder, se está lesionando en perjuicio del amparado su derecho a que se le resolviera su situación jurídica de forma célere, a pesar de que  se encuentre detenido sin que exista una resolución judicial que así lo ordene. . Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL

15061-10. PRISION PREVENTIVA. SE FUNDAMENTA EN DECLARACIONES CONFIDENCIALES. La recurrente reclama que la resolución de la autoridad recurrida del 26 de agosto de dos mil diez, que prorrogó por tres meses más la prisión preventiva contra el amparado y se fundamenta en la declaración de tres colaboradores, cuyas manifestaciones no tuvo acceso, por ser declaradas confidenciales. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. Los Magistrados Calzada y Jinesta ponen nota. SL
15185-10. PRÓRROGA DE LA PRISIÓN PREVENTIVA. FALTA DE  AUDIENCIA. Alega el recurrente que la autoridad recurrida procedió a prorrogar la medida cautelar de prisión preventiva contra el amparado; sin embargo, omitió dar audiencia a la parte defensora y tampoco le notificó dicha resolución, a pesar de que ya había vencido el plazo de prisión preventiva inicial.  Se declara parcialmente con lugar el recurso, sin disponer la libertad del amparado. Se ordena al Juzgado Penal del Segundo Circuito Judicial de la Zona Atlántica, Sede Guápiles, aquí accionado, en la persona de la Jueza o de quien ocupe ese cargo, que en forma inmediata convoque legalmente a una audiencia oral a las partes del proceso penal que se sigue contra el amparado, con el objeto de resolver la solicitud de prisión preventiva que contra éste formuló el Ministerio Público. CL Parcial

14946-10. DEPORTACIÓN.  SE ALEGA FALTA DEL DEBIDO PROCESO. Indica la recurrente que su esposo se presentó a la autoridad recurrida a fin de ser notificado sobre el procedimiento de retención de pasaporte, no obstante se le notificó una orden de deportación de ejecución inmediata, sin respetar el debido proceso, sin previa audiencia, ni posibilidad de defensa y sin siquiera permitirle llamar a su abogado. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL

15063-10. CASACIÓN. LIMITACIONES PARA CASACIÓN EN JUICIO DE REENVIÓ. Acción de Inconstitucionalidad en contra del Artículo 451 Bis, párrafo segundo, del Código Procesal Penal. La norma señala que el querellante y el actor civil no podrán formular  recurso de casación contra la sentencia que se produzca en el juicio de reenvío que reitere la absolución del imputado dispuesta en el primer juicio, pero si podrán hacerlo en lo relativo a la acción civil, la restitución y las costas. Considera  que existe una violación al principio de igualdad respecto del Ministerio Público y el querellante para proseguir la acción penal. Sobre el tema se cita la sentencia 7605-09 y con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se rechaza por el fondo la acción. Los Magistrados Calzada y Jinesta salvan el voto y declaran con lugar la acción con sus consecuencias. RF

15189-10. JUEZ. PARTICIPACIÓN DE UN MISMO JUEZ EN ALLANAMIENTO Y DETENCIÓN Reclama el recurrente que la jueza  recurrida  incumplió su deber de imparcialidad, por cuanto resolvió una medida cautelar de detención provisional en contra de los amparados, a pesar de que con anterioridad había aprobado un allanamiento del domicilio de estos y había prevenido al Ministerio Público realizar ciertas correcciones o aclaraciones de previo a la aprobación de tal diligencia. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL
DERECHOS DE LOS EXTRANJEROS

15774-10. INCAPACIDAD. I.N.S. NIEGA PAGO DE INCAPACIDAD A EXTRANJERO. Indica el recurrente que debido a un accidente laboral recibió atención médica en el Instituto Nacional de Seguros y posteriormente fue incapacitado. Señala que se ha presentado en varias oportunidades a las oficinas del recurrido para solicitar el pago de las incapacidades; sin embargo, le informaron que no era posible la cancelación de los mismos ya que el amparado no cuenta con cédula de identidad. Manifiesta que presentó su pasaporte provisional, así como también otros documentos adicionales, como el carné del Seguro Social, aún así la recurrida se niega a la cancelación del dinero por concepto de incapacidad. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Subjefe de la Dirección del Instituto Nacional de Seguros Salud, hacer efectivo pago del subsidio temporal que corresponda al amparado, si alguna otra causa legal no lo impide. CL

ELECTORAL Y PARTIDOS POLÍTICOS

15048-10. RESIDENCIA. PARA OCUPAR CARGOS MUNICIPALES LOS CANDIDATOS, TIENEN LA OBLIGACIÓN DE RESIDIR EN EL LUGAR QUE SE REPRESENTAN. Acción de Inconstitucionalidad en contra de la Resolución No. 2158 de las 10:15 horas del 28-08-2007 del Tribunal Supremo de Elecciones. Estima el accionante que la norma impugnada es inconstitucional, en cuanto se obliga los regidores municipales a residir en un lugar determinado. Además señala que a dicho criterio no se le dio ninguna publicidad y además, en su caso, se pretende aplicar retroactivamente. Indica que el artículo 22 del Código Municipal es claro al señalar como requisito para ser regidor, el estar inscrito electoralmente con dos años de anterioridad en el cantón en que se ha de servir el cargo, pero no se exige la residencia efectiva. Considera que para establecer una sanción como es la pérdida de credenciales en puestos de elección popular, debe existir propiamente una norma de carácter legal que establezca esa sanción y no lo puede hacer ningún ente público sin previa ley, que lo disponga expresamente. En virtud del principio democrático y de libre participación, no puede desconocerse la voluntad popular, sino bajo las normas expresas e indubitablemente establecidas por la Constitución y la ley. Afirma que la Constitución no señala ningún requisito de vecindad para poder acceder a cargos municipales de elección popular. Aduce que en el expediente legislativo donde se tramitó y aprobó el Código Municipal no existe ninguna explicación acerca de la razón por la cual se cambió la redacción anterior, la cual sí establecía como requisito ser vecino del cantón en que ha de servir. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia. Se rechazan  de plano las acciones acumuladas números 09-011671-007-CO y 09-013160-007-CO por falta de competencia. La Magistrada Calzada y el Magistrado Jinesta salvan el voto y continúan con el curso de la acción. RP

FAMILIA
15785-10.  MENORES. MEDIDAS CAUTELARES SOBRE DEPÓSITO DE MENORES.  Indica el recurrente se presentó ante el Juzgado Contravencional de Aserrí en donde interpuso la denuncia por violencia doméstica y se les otorgaron las medidas de protección. Asimismo, se le dio la custodia de las menores amparadas. Señala que una de las menores tenía unas lesiones  en su cuerpo,  por lo que se dirigió al Hospital  de Niños en donde fue atendida, posteriormente y en compañía de la Jefe de Trabajo Social de ese centro hospitalario, presentaron la denuncia ante la Fiscalía Especializada en Violencia Doméstica. Posteriormente, la representante legal del PANI, llegó en compañía de la madre de las amparadas y solicitaron la suspensión de las medidas de protección otorgadas a las amparadas, quienes  fueron entregadas por parte de la recurrida a la casa de la abuela materna,  sin que  mediara una resolución fundamentada y sin tomarse en cuenta la existencia de una denuncia penal. Se declara CON LUGAR el recurso. Se ordena a la Representante Legal de la Oficina Local de Aserrí del Patronato Nacional de la Infancia, proceder a resolver de manera INMEDIATA lo siguiente: 1) revisar y modificar, si es necesario, las medidas cautelares adoptadas a favor de las personas menores de edad aquí tuteladas, con base en los hechos y elementos posteriores a la adopción de la medida principal, específicamente, con posterioridad a la denuncia planteada por el Hospital Nacional de Niños ante la Fiscalía de Violencia Doméstica y Delitos Sexuales; 2) tramitar el recurso de apelación interpuesto por el recurrente, en fecha 03 de agosto de 2010; y 3) la solicitud presentada por el recurrente en conjunto con la madre de las menores amparadas, en fecha 26 de agosto de 2010, en el sentido de que se separe de manera inmediata a las menores tuteladas del lugar de custodia actual; lo anterior a partir de la notificación de la presente sentencia. CL

14824-10. MENORES. SE ANULA RESOLUCION DEL PANI QUE ORDENÓ SEPARAR A MENORES DE SU MADRE, POR IRREGULARIDADES EN EL PROCEDIMIENTO. Alega la recurrente que la autoridad recurrida  ha cometido varias irregularidades por cuanto la separaron de sus hijos, debido a que el padre de uno de ellos trabaja como abogado del PANI, la cual apeló, pero hasta la fecha no se la han resuelto, y no le han permitido ver a sus hijos.  Se declara CON LUGAR el recurso, y en consecuencia se anula todo lo actuado por las oficinas del Patronato Nacional de la Infancia de Coto Brus y Corredores, en consecuencia, los menores de edad deben volver al lado de su progenitora, sin perjuicio de que posteriormente se tome alguna medida administrativa o judicial que determine lo contrario. Asimismo, se ordena a: A) la Presidenta Ejecutiva del Patronato Nacional de la Infancia,: 1) Proceder de inmediato a girar las órdenes que estén dentro del ámbito de sus competencias para darle trámite inmediato a las denuncias planteadas a favor de los menores, en oficinas centrales o en una oficina local que no sea la de Coto Brus o Corredores. Debiendo tomarse, de ser procedente, las medidas de protección que se estimen conveniente, de manera inmediata a partir del comunicado de esta resolución. En este último caso, se le ordena notificar la decisión administrativa al Juez de Familia de la localidad con el propósito que se vigile el debido cumplimiento de las garantías establecidas en pro de todas las partes involucradas. 2) Girar las órdenes que estén dentro del ámbito de sus competencias para que el restablecimiento de la situación al estado en que se encontraba antes del inicio del procedimiento que se anula en esta resolución, se de en estricto respeto del interés superior de los menores de edad involucrados, y el derecho al debido proceso de los progenitores. 3) Investigar lo ocurrido en relación a la intervención que tuvo la oficina local del PANI de Coto Brus y de Corredores respecto de los hechos denunciados por la recurrente. Esta investigación deberá de realizarse dentro del plazo máximo de DOS MESES contados a partir de esta notificación, determinando las responsabilidades administrativas que pudieran existir en relación a tales actuaciones.  B) La oficina de la Defensoría de la Niñez de la Defensoría de los Habitantes, ser vigilantes de todo lo actuado por el Patronato Nacional de la Infancia, a partir de este momento, relacionado con el trámite de las denuncias planteadas a favor de la menor de los menores y con el restablecimiento de la situación a su estado original. C) Todas las autoridades anteriores mantener informada a esta Sala de las actuaciones y decisiones que se tomen en torno a este caso. CL

INTIMIDAD

15790-10. INFORMACIÓN CREDITICIA. SOLICITUD PARA ELIMINAR INFORMACIÓN PERSONAL. Expresa el recurrente que las amparadas deben eliminar de la base de datos  toda la información relacionada con su persona, así como su información de números de cuentas bancarias y los nombres de sus sociedades jurídicas. Por otra parte, deben eliminar la información sobre juicios por deudas prescritos, así como información financiera en general e inclusive su información académica Lo anterior, en virtud de los abusos que se han cometido por parte de este tipo de empresas al divulgar información sensible, que incluso a la larga podrían poner en riesgo su integridad personal y la de su familia.  Se declara sin lugar el recurso. SL

LIBERTAD DE ASOCIACIÓN
15638-10. DESAFILIACIÓN. SE ANULA ACTA DE DESAFILIACIÓN DE RESERVA INDÍGENA. Aduce el recurrente que se encuentra afiliado a la Asociación de Desarrollo Integral de la Reserva Indígena Bribrí de Talamanca. Indica que en varias oportunidades ha denunciado, ante diversas instancias administrativas y judiciales, actos de la Asociación que ha considerado contrarios a la ley. Explica que debido a lo anterior  la Junta Administrativa de la Asociación accionada le comunicó que iniciaría en su contra un procedimiento administrativo de desafiliación, convocando a una  Asamblea General con el propósito de llevar a cabo una votación para desafiliarle de la organización por considerarle una amenaza para los intereses personales de los miembros de la Junta Directiva. Argumenta que esta práctica es común por parte de la Asociación accionada y no permiten la afiliación de personas que puedan estar en contra de los intereses de los representantes. Se declara con lugar el recurso. Se anula el Acta número 75, Sesión  Extraordinaria de la Junta Directiva de Aditibri, celebrada el nueve de noviembre de dos mil nueve a las diez horas cuarenta y cinco minutos. CL

LIBERTAD DE PRENSA
14767-10. RECTIFICACIÓN Y RESPUESTA. CONDICION DE EQUIVALENCIA EN LAS PUBLICACIONES. Acusa el recurrente que el periódico recurrido publicó en primera plana una foto suya a color, dicha publicación se hizo también en la edición digital de ese diario. Explica que al ser una información falsa, inexacta y manipulada presentó ante el diario La Nación una solicitud para que se publicara la rectificación y respuesta del artículo referido, indicando el titulo que debía llevar y, solicitando se respetara el formato del artículo a rectificar. No obstante lo anterior, asegura que no existe equivalencia entre la publicación que origina el agravio y la publicación del artículo que la rectifica, agrega que en respuesta a la publicación digital que se hizo de la noticia, hubo muchos comentarios que dañan de manera denigrante su imagen, por lo que considera que, lejos de respetársele su derecho, lo que se hizo con la publicación de su rectificación, fue burlar ese derecho. Sobre el tema se citan los votos 2773-96 y 9772-05. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se declara sin lugar el recurso. Los Magistrados Cruz Castro y Castillo Víquez consignan nota. SL
LIBERTAD DE TRANSITO

16193-10. INSTITUCIÓN PÚBLICA. ADMINISTRACIÓN PUEDE ESTABLECER CONDICIONES DE USO Y PERMANENCIA EN INSTALACIONES PÚBLICAS. Reclaman los recurrentes que son  indígenas de las comunidades de los territorios de Salitre, Ujarrás, Teribes, Bruncas, Nobes y Nobes Bugle, Talamanca, Bribri y Huetares y, que funcionarios de la Asamblea Legislativa no les permiten el ingreso al edificio de ese Poder de la República, para asistir a una reunión con las Fracciones Legislativas del Partido Acción Ciudadana y Frente Amplio. Tal negativa los obligó a permanecer más de una hora en las gradas de ingreso al edificio, discriminados por ser indígenas, pues a otras personas sí les permitía el libre ingreso. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se declara sin lugar el recurso. SL

16051-10. RETEN POLICIAL. RESTRICCIÓN POR RETEN DE SEGURIDAD EN LAS INMEDIACIONES DEL ESTADIO DE ALAJUELA. El recurrente alega que el 5 de setiembre del año en curso, por la realización de un supuesto "retén de seguridad", ya que se estaba realizando un partido de football, no se le permitió el ingreso a su vivienda, la cual se encuentra ubicada entre el Estadio de la Liga Deportiva Alajuelense y los semáforos. Sobre el tema se citan las sentencias 5155-08 y 15208-09 y con base en las consideraciones dadas en el fallo, se declara sin lugar el recurso. SL 

MINORIAS
15844-10. PERSONA CON DISCAPACIDAD. AUSENCIA DE RAMPAS DE ACCESO EN EDIFICACIONES PRIVADAS.  Indica el recurrente que es una persona discapacitado, motivo por el cual debe movilizarse en silla de ruedas. Refiere que requería los servicios profesionales de un especialista en Derecho, pero por su discapacidad, al llegar a la entrada de varias de las oficinas dispuestas para ello, se encontró que no tenían accesibilidad para su silla de ruedas. Considera que las autoridades recurridas, han omitido sus obligaciones para hacer cumplir las disposiciones de ley y que se brinden las condiciones de accesibilidad que requieren las personas con discapacidad, como es su caso.  Se declara CON lugar el recurso. En consecuencia se ordena a la Directora del Área Rectora de Salud de Turrialba y al Alcalde de la Municipalidad de Turrialba, coordinar acciones y girar de inmediato las órdenes que estén dentro del ámbito de sus competencias para exigirle a las edificaciones privadas de acceso público en cuestión (bufetes y oficinas de abogados) el cumplimiento de las obligaciones establecidas en la Ley 7600 "Ley de Igualdad de oportunidades para las personas con discapacidad", de forma tal que, el recurrente y todas las personas que presenten alguna discapacidad puedan accesar debidamente a dichas edificaciones. CL

15413-10. PERSONA CON DISCAPACIDAD. CONSTRUCCIÓN DE ACERAS.  Alega el recurrente que su representado es una persona no vidente, que los vecinos del lugar donde vive, urbanización Villa Lico, han construido rampas de más de un metro de alto, lo que es de conocimiento de la Municipalidad recurrida, y pese a esto no interviene ni realiza nada al efecto para solucionar el problema. Indica que al amparado en su condición de persona no vidente le es prácticamente imposible transitar libremente por las aceras, sin poner su vida en peligro. Se declara con lugar el recurso. Se le ordena a la Alcaldesa de la Municipalidad de Flores, bajo pena de desobediencia que inicie INMEDIATAMENTE los trabajos para solucionar el problema generado por la construcción de aceras sin cumplir con las especificaciones vigentes al respecto en el sector de Villa Lico en San Joaquín de Flores y, en las que correspondiere a propietarios o poseedores de bienes inmuebles, los aperciba para que inicien las obras necesarias en la acera frente a sus propiedades, ajustando las obras a las especificaciones contenidas en la Ley número 7600 y su reglamento. Lo anterior, sin perjuicio de que en caso de omisión del propietario o poseedor respectivo de cumplir las obligaciones señaladas, la Municipalidad de supla los trabajos y aplique las multas correspondientes, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 75 y 76 del Código Municipal. CL
15026-10. PERSONAS CON DISCAPACIDAD. DEFICIENCIAS  EN RAMPAS UBICADAS EN LA TERMINAL DE BUSES EN TURRIALBA.  Alega el recurrente que es usuario de silla de ruedas. Manifiesta que la estación de abordaje de pasajeros en Turrialba, cuenta con dos niveles, en el segundo nivel hay tres desniveles, los cuales tienen dos rampas de acceso cuyo nivel de inclinación hace imposible que una persona usuaria de silla de ruedas pueda tener acceso a los locales comerciales que ahí se encuentran, lo cual limita su derecho al libre tránsito.  Se declara con lugar el recurso. Se ordena al  Presidente y Representante Legal de Transtusa Sociedad Anónima, realizar las acciones correspondientes para que dentro del plazo de tres meses, contado a partir de la notificación de esta sentencia, se solventen las deficiencias que existen en las rampas peatonales de la terminal de Transtura en Turrialba, según lo indicado en el oficio CE-URS-648-2010 de la Unidad de Rectoría de la Salud, Central Este, y el informe rendido por la Arquitecta de la Municipalidad de Turrialba. CL 

MUNICIPALIDAD
16288-10. AGUAS. PROBLEMAS DE ALCANTARILLA, GENERA ESTANCAMIENTO DE AGUAS PLUVIALES EN BARRIO LA CRUZ DE LIBERIA. Indica el recurrente que su representada es dueña de un terreno en Liberia, y  que la calle pública que se ubica en el lindero norte de la propiedad es parte de la red vial cantonal  y administrada por la municipalidad. Desde el mismo momento de la construcción de la calle pública, el desfogue de las aguas de lluvia, así como la recogida por las casas, siempre ha sido en dirección este-oeste; sin embargo, desde mediados del año anterior, inexplicablemente la municipalidad recurrida decidió modificar el curso de las aguas pluviales, para lo cual construyó una alcantarilla. Como consecuencia de ello se formó una enorme zanja en donde se empozan las aguas, creando un peligro por la proliferación de enfermedades, y además, las aguas inundan su propiedad causando una erosión constante. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia se ordena al Alcalde Municipal de la Municipalidad de Liberia,  que, coordine lo necesario para que dentro del marco de sus competencias, solucione el problema de estancamiento de aguas pluviales en la alcantarilla a que se refiere este caso, ubicada en Barrio La Cruz de Liberia, lo anterior dentro del plazo de SEIS MESES contado a partir de la notificación de esta sentencia. Asimismo deberá el Alcalde Municipal de Liberia responder al tutelado la gestión presentada en fecha 21 de abril de 2010, dentro del plazo de TRES DÍAS contados a partir de la notificación de esta sentencia. CL

16312-10. VÍAS PÚBLICAS. CONSTRUCCIÓN DEL PUENTE LA VIRGEN DE PÁRAMO DE PEREZ ZELEDÓN.   Manifiestan los recurrentes que  a raíz de la tormenta Alma, en la comunidad Santa Eduviges de Páramo, fue destruido el puente. Indica que la Comisión Nacional de Emergencias, visitó la zona, dictaminó la urgencia y giró los fondos a la Municipalidad de Pérez Zeledón para la instalación del puente; no obstante, a pesar de que ha pasado el tiempo la Municipalidad no ha enviado las vigas del puente.  Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde municipal de la Municipalidad de Pérez Zeledón,  que lleve a cabo las actuaciones necesarias y giren las órdenes pertinentes que estén dentro del ámbito de sus competencias para que, dentro del plazo de CUATRO MESES, contado a partir de la notificación de esta sentencia, se realicen las obras necesarias, para la fase de ejecución del proyecto de construcción del puente La Virgen en el sector de Santa Eduviges Distrito de Páramo de Pérez Zeledón. CL

15745-10. VÍAS PÚBLICAS. ARREGLO DE PUENTES.  Indica el recurrente que es vecino de la comunidad de Astúa Pierre de Cariari y que en el camino que conduce de la Escuela Astúa a Anaban se ubican cinco puentes sin barandas peatonales, lo que ha provocado varios accidentes, unido al hecho de que se pone en peligro la vida e integridad de las personas que transitan por esa zona. Agrega que en varias ocasiones se ha solicitado a la Corporación Municipal recurrida la reparación de dichos puentes, pero lo cierto es que no ha obtenido resolución a sus gestiones. Se declara CON LUGAR el recurso. Se ordena al Alcalde, y a la Presidenta del Concejo Municipal, ambos de la Municipalidad de Pococí, que adopten las medidas necesarias para que en el plazo de seis meses, contado a partir de la notificación de la presente resolución, se rehabiliten o reparen las barandas peatonales de los puentes ubicados en el camino código 7-02-145, en Astúa Pirie, de la Escuela de Astúa al Cruce de Anaban. CL

15772-10. AGUAS. PROBLEMAS DE CANALIZACIÓN DE AGUAS PLUVIALES. Manifiestan los recurrentes que son vecinos de la comunidad de La Arena, situada en  Liberia y que en su comunidad se han presentado inundaciones desde el mes de mayo del año pasado, lo anterior por una inadecuada canalización de aguas pluviales, ya que en su localidad desaguan tres barrios vecinos, lo que provoca que con las lluvias la calle principal se convierta en un río. Indican que además se construyó una tapia de un residencial, la que ha servido como un muro de contención y aumenta la problemática. Aduce que requirieron ayuda a la municipalidad recurrida, sin embargo no obtuvieron una respuesta positiva. Establecen que en lo que ha transcurrido este invierno, ya se han presentado dos inundaciones serias, las cuales han provocado el colapso del muro antes referido y el correlativo daño a sus viviendas.Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Viceministro de Salud, al Alcalde Municipal y al Presidente del Concejo Municipal, ambos de la Municipalidad de Liberia, proceder de manera coordinada e inmediata, a adoptar las medidas que correspondan dentro del ámbito de sus competencias, para dar una solución definitiva al problema denunciado por los recurrentes. CL

15777-10. AGUAS. PROBLEMAS DE INUNDACIONES POR DESBORDAMIENTO DEL ESTERO EN PUNTARENAS. Alega el recurrente que actualmente existe la problemática de que cada vez que hay mareas altas en el sector de Barrio El Carmen a un costado del "Muelle Turístico" en Puntarenas, el estero se sale, lo que provoca inundaciones en las casas aledañas al lugar y pérdidas de sus pertenencias. Añade que las autoridades recurridas no buscan una solución como construir un muro de contención lo cual evitaría que el agua se despliegue a las casas. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde Municipal del Cantón Central de Puntarenas,  que inmediatamente realice las coordinaciones necesarias con las autoridades pertinentes, para adoptar las medidas necesarias dentro del ámbito de sus competencias, para que dentro del plazo máximo de seis meses contado a partir de la notificación de esta sentencia, se logre dar solución a los problemas denunciados por el recurrente en el sitio conocido como El Crematorio en el Barrio El Carmen de esa ciudad. CL
15738-10. EXPLOTACION DE TAJOS Y CAUSES. MUNICIPALIDADES EXPLOTAN TAJOS Y CAUCES SIN CONTROLES AMBIENTALES. Acción de Inconstitucionalidad en contra de la Ley de Regulación de la Extracción de Materiales de Canteras y Cauces de Dominio Público por parte de las Municipalidades (8668). Las normas se impugnan en cuanto, en criterio de la accionante, establecen procedimientos especiales para la explotación minera que eximen del estudio de impacto ambiental a los ayuntamientos, lo que viola el marco constitucional que protege el ambiente y otros derechos fundamentales. Asimismo, infringe el numeral 11 de la Constitución Política y el principio de seguridad jurídica porque contiene normas sobre la explotación de materiales en canteras y cauces de dominio público que derogan o modifican disposiciones similares vigentes, lo que además de alterar el carácter de obligatorio de los estudios de impacto ambiental, genera inseguridad jurídica.  Además introduce normas que contradicen o pretenden derogar parcialmente disposiciones contempladas en el Código de Minería, sus reformas y su reglamento, la Ley Nacional de Emergencias y Prevención de Riesgos Nº 8488 del 22 de noviembre de 2005, la Ley Orgánica del Ambiente Nº 7544 del 4 de octubre de 1995 y hasta el Código Municipal, inmiscuyéndose arbitrariamente en materias ajenas a su supuesto propósito, sin establecer fundamentos para sustentar la normativa que le integra. Asimismo aduce que en forma tácita libera a las municipalidades de pagos de impuestos y tributos por sí misma o a los receptores de las donaciones que autoriza a favor de asociaciones legalmente constituidas. Indica que  la ley impugnada genera competencia desleal por actos contrarios a las normas de corrección y buenos usos mercantiles, eventualmente lesiona el derecho de propiedad de los titulares de derechos y concesiones en canteras y cauces de dominio público, quienes se encuentran totalmente desprotegidos con relación a los derechos que les asisten y a la seguridad jurídica de una labor lícita y de interés público. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se declara sin lugar la acción. SL

15678-10. PERMISOS. SE INICIAN TRABAJOS DE URBANIZACIÓN SIN CONTAR CON LOS PERMISOS RESPECTIVOS. Alega el recurrente que debido a la construcción de una urbanización en Pococí de Gúapiles, debió de haber  obtenido el correspondiente permiso para urbanizar y, se debió presentar ante la municipalidad un plan que regulara todos aquellos elementos relacionados con la vivienda. Manifiesta que actualmente el terreno designado para área comunal está siendo removido y no se están respetando los quince metros para el cauce del río con el cual colinda la propiedad. Explica que al remover terreno a la orilla del río también se dañó flora y fauna que habitaba a la orilla del río y se les privó del acceso al río por medio de un camino que existía. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde de la Municipalidad de Pococí y a la Presidenta del Concejo Municipal de Pococí, tomar las medidas necesarias para verificar que los permisos de construcción de la Urbanización Renacer sean brindados hasta que se cumplan los requisitos legalmente establecidos. Asimismo abstenerse de incurrir en los hechos que dieron mérito a la estimatoria de este amparo. CL
15668-10. VÍAS PÚBLICAS. SE ORDENA REALIZAR OBRAS DE MEJORAMIENTO DE VÍA PÚBLICA EN CARRIZAL DE PUNTARENAS. Alega el recurrente que su negocio así como su casa de habitación se encuentran ubicados en Carrizal de Puntarenas.  Refiere que en esa zona no hay aceras ni alcantarillado, además, la carretera se encuentra llena de piedra suelta, lo que atenta contra la vida de las personas que por allí transitan, ya que incluso en ocasiones, hasta se han quebrado los vidrios de su negocio. Aduce que en época lluviosa, dadas las condiciones del sitio, el lugar se inunda, situación que ha provocado que deba cerrar su negocio. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde Municipal de Puntarenas que interponga las acciones que se encuentren dentro de su ámbito de competencias, para que de inmediato se brinde pleno cumplimiento a las órdenes sanitarias números 026-S-2009 y 027-S-2009, de 3 de abril de 2009, efectuando las obras de mejoramiento de la vía pública ubicada frente a Cabinas La Fuente, en Carrizal de Puntarenas, de manera que se permita el adecuado tránsito vehicular y peatonal bajo estrictos criterios de seguridad vial, y se permita el debido desfogue de las aguas pluviales. Con respecto a las aceras sobre dicha vía pública, deberá la Municipalidad apercibir a los propietarios o poseedores de bienes inmuebles dar inicio a la construcción de las aceras frente a sus propiedades, en caso que sea necesario, y que se les brinde mantenimiento a las que lo requieran. Lo anterior sin perjuicio de que en caso de omisión del propietario o poseedor de cumplir con las obligaciones señaladas, la Municipalidad ejecute las obras, las cobre y aplique las multas correspondientes, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 75 y 76 del Código Municipal. CL

15670-10. VÍAS PÚBLICAS. SE ORDENA DAR SOLUCIÓN AL PROBLEMA DE ALCANTARILLADO EN  URBANIZACIÓN EN SAN JOSECITO DE ALAJUELITA.  Refiere el recurrente que es vecino de urbanización Bellavista, en San Josecito de Alajuelita.  Indica que en dicha urbanización el sistema de alcantarillado se encuentra en mal estado, por lo que en época lluviosa las alcantarillas se obstruyen, el agua se empoza en las calles y aceras, lo que limita la libertad de tránsito por el lugar.  Aunado a ello, por la zona pasa una naciente que se rebalsa. Indica que tales hechos fueron puestos en conocimiento de la municipalidad recurrida, pero se le informó que no se cuenta con presupuesto para realizar las mejoras. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia: 1) Se ordena a la Alcaldesa a.i de la Municipalidad de Alajuelita, a la Presidenta del Concejo Municipal, proceder inmediatamente a coordinar acciones a efectos de solucionar de forma definitiva el problema de alcantarillado pluvial que aqueja a los vecinos de Alajuelita Centro, para que no haya más desbordamiento de las aguas pluviales. Los trabajos para implementar la solución deberán iniciarse dentro del plazo máximo de UN MES contado a partir de la notificación de esta resolución, y mientras los trabajos terminan deberán implementar una medida provisional. 2) Se ordena a la Ministra de Salud, y a la Gerente con poder generalísimo sin límite de suma del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados,  ordenar de inmediato la realización de una inspección en el sitio y emitir las recomendaciones del caso a la Municipalidad de Alajuelita para la solución del problema objeto de este recurso. Asimismo, se les ordena prestar a dicha Municipalidad la colaboración necesaria, dentro del ámbito de sus competencias, a efectos de implementar dichas recomendaciones; y ser vigilantes de que tal solución sea debidamente implementada. CL

15630-10. AGUAS PLUVIALES. INUNDACIONES POR DESFOGUE DE AGUAS PLUVIALES. Indica la recurrente que la municipalidad recurrida otorgó los permisos de construcción sobre una quebrada  que le fue  entubado su cauce natural y se rellenó con material de lastre alrededor, lo que provocó que las aguas corrieran sobre la carretera, produciendo "cuellos de botella". Manifiesta que esa situación generó que su casa y las demás viviendas del lugar sufrieran de inundación ya que al haberse construido los "cuellos de botella" el agua no tiene por dónde salir.  Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde Municipal de Oreamuno, que inmediato adopte las medidas que sean necesarias dentro del ejercicio de sus competencias para dar una solución integral y definitiva al problema de inundaciones denunciado la recurrente. CL

15396-10. VÍAS PÚBLICAS SE ORDENA CONCLUIR OBRA DE INFRAESTRUCTURA DEL PUENTE LA LIRA DE PÁRAMO DE PÉREZ ZELEDÓN. Reclama el recurrente que es estudiante de  escuela, que para trasladarse a recibir lecciones debe cruzar la Quebrada Pepemata, la cual no cuenta con un "puente de caja". Lo anterior provoca que en época lluviosa no puedan cruzar por esa vía y en consecuencia deben suspenderse las lecciones, además del riesgo que corren las personas que intentan cruzar la quebrada. Alega que las autoridades municipales no intervienen en la solución del problema, aún cuando conocen la situación descrita. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Alcaldesa de la Municipalidad de Pérez Zeledón, y a la Presidenta del Concejo Municipal de ese cantón, tomar las medidas necesarias para que el puente que se requiere en La Lira de Páramo, en Pérez Zeledón, se concluya, a más tardar, en el año siguiente a la notificación de la sentencia de este proceso. CL

15032-10.  ALCANTARILLADO. DESBORDAMIENTO DE AGUAS PLUVIALES.  Reclama la recurrente que desde el año mil novecientos noventa y ocho  le están solicitando a la municipalidad recurrida que se le de una solución a la problemática de las inundaciones de la tubería situada entre la Licorera Lito y la Escuela Concepción de Alajuelita, sin que a la fecha se haya logrado. Manifiesta que la Municipalidad otorga permisos para nuevas construcciones sin tomar en cuenta que la tubería es muy vieja, angosta y no tiene capacidad para mayor nivel de aguas pluviales. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia: 1) Se ordena a la Alcaldesa a.i de la Municipalidad de Alajuelita, a la Presidenta del Concejo Municipal y al Director de la Unidad de gestión Vial de la Municipalidad de Alajuelita,  proceder inmediatamente a coordinar acciones a efecto de solucionar de forma definitiva el problema de alcantarillado pluvial que aqueja a los vecinos de Concepción Debajo de Alajuelita, para que no haya más desbordamiento de las aguas pluviales. Los trabajos para implementar la solución deberán iniciarse dentro del plazo máximo de UN MES contado a partir de la notificación de esta resolución, y mientras los trabajos terminan deberán implementar una medida provisional. 2) Se ordena a la Ministra de Salud, y al Gerente con poder generalísimo sin límite de suma del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados,  ordenar de inmediato la realización de una inspección en el sitio y emitir las recomendaciones del caso a la Municipalidad de Alajuelita para la solución del problema objeto de este recurso. Asimismo, se les ordena prestar a dicha Municipalidad la colaboración necesaria, dentro del ámbito de sus competencias, a efectos de implementar dichas recomendaciones; y ser vigilantes de que tal solución sea debidamente implementada. CL
15195-10. ALCANTARILLADO. ESTANCAMIENTO DE AGUAS NEGRAS. Manifiestan los recurrentes que son vecinos de la Aurora de San Felipe de Alajuelita,  que en la Urbanización Bulevar la Guaria, las casas tienen problemas con la disposición de aguas negras, por lo que son ocurrentes los rebalses que ponen en peligro la salud de los habitantes de la zona.  Indicó que pese a que han gestionado ante las autoridades accionadas que intervengan a fin de solucionar el problema, no han atendido su solicitud y el problema denunciado persiste, pese a la contaminación que se causa y al peligro de epidemias o enfermedades. Se declara CON LUGAR el recurso. En consecuencia, se ordena al  Alcalde Municipal de Alajuelita, a la Directora del Área Rectora de Salud de Alajuelita y al Subgerente General del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados, respectivamente, que de INMEDIATO coordinen y adopten, cada uno dentro del ámbito de sus competencias, las medidas necesarias para dar solución efectiva y definitiva al problema de falta de canalización de las aguas residuales que producen las viviendas ubicadas en la Urbanización Boulevard de la Guardia sita en la Aurora de San Felipe de Alajuelita mientras se pone en ejecución el Decreto Ejecutivo número 35759 donde se declaró de interés público nacional el "Proyecto de Construcción de Estación de Bombeo, Línea de Impulsión y Puente Canal". Asimismo, se ordena a la Directora del Área Rectora de Salud de Alajuelita,  realizar una vigilancia constante en la zona afectada, con el fin de inspeccionar el debido cumplimiento tanto de las órdenes sanitarias dictadas a los vecinos del lugar como de lo ordenado en esta sentencia. CL

14828-10. BASURA. PERMISO PARA OPERACIÓN DE PREDIO, EN DONDE OPERA BASURERO. Indica el recurrente que en Orotina opera desde hace muchos años un predio donde se disponen los desechos sólidos. Añade que en varias oportunidades el Ministerio de Salud ha cerrado la operación de ese sitio, igualmente se ha investigado la vulnerabilidad ambiental que se ha generado en torno a la mala operación y hasta la misma SETENA, manifestó en su oportunidad preocupación por lo ahí ocurrido.  Pese a lo anterior, la Secretaría Técnica Ambiental  autorizó a la municipalidad recurrida para que volviera a operar el sitio, sin que se hubieran cumplido con los trámites de un estudio de viabilidad ambiental. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se declara sin lugar el recurso. SL
15101-10. VÍAS PÚBLICAS. FALTA DE ACERAS Y CAÑOS EN CALLE DE SANTO DOMINGO DE HEREDIA. Alegan los recurrentes que la  entrada de la Calle Higinia de Santo Tomás de Santo Domingo de Heredia, existe un trayecto de calle en el cual no existen caños ni aceras, situación que produce problemas ambientales, así como problemas de acceso para personas con capacidades especiales. Argumentan que en reiteradas ocasiones han expuesto el problema ante la municipalidad recurrida, sin que a la fecha se  haya dado solución. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde de la Municipalidad de Santo Domingo de Heredia, que lleve a cabo todas las actuaciones que estén dentro del ámbito de sus competencias y gire las órdenes pertinentes para que, dentro del plazo de SEIS MESES, contado a partir de la notificación de esta sentencia, se construyan las aceras y las cunetas necesarias, en el trayecto de doscientos metros ubicado, aproximadamente,  trescientos metros al este de la entrada de la Calle Higinia, en Santo Tomás de Santo Domingo de Heredia, de tal forma que se garantice la seguridad a los peatones así como la correcta conducción de las aguas. Dichas obras deben ser ejecutadas de tal forma que cumplan con las exigencias técnicas para garantizar la movilidad de personas con algún tipo de discapacidad. CL

NOTARIADO

14786-10. CASACIÓN. NO SE PERMITE AL NOTARIO PÚBLICO, SÓLO A LA VÍCTIMA O AL ACTOR CIVIL. Acción de Inconstitucionalidad en contra del Artículo 158 del Código Notarial. Cómo primer y único motivo de inconstitucionalidad alega el recurrente que la norma impide al notario público la vía de la casación, mientras que la concede a la víctima o actor civil, en contra del derecho fundamental a la igualdad ante la ley. Sobre el tema se cita la sentencia, 4867-04 y con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se  rechaza por el fondo la acción. RF
PENSIONES ALIMENTARIAS

15225-10. PENSIÓN PROVISIONAL. FALTA DE FUNDAMENTACIÓN. Argumenta el recurrente que dentro del proceso de pensión alimentaria  se dispuso que debía depositar la suma de un millón seiscientos cincuenta mil colones, por pensión provisional. Alega que dicha disposición carece de fundamentación, por cuanto no hay constancia de certificación de propiedad alguna a su nombre en el Registro Nacional, como tampoco reporte de ingresos ante la Caja Costarricense de Seguro Social. Indica que no tiene lugar donde vivir, y debido a la amenaza de la privación de libertad. Se declara con lugar el recurso. Se anula la resolución de las catorce horas con veintidós minutos del once de septiembre de dos mil nueve, del Juzgado de Pensiones Alimentarias del Segundo Circuito Judicial de San José, y en consecuencia se ordena a dicha autoridad dictar una nueva resolución, que cumpla con los parámetros de fundamentación dispuestos por esta Sala en la sentencia número  8645-08 de las diecisiete horas con treinta y seis minutos del veintiuno de mayo de dos mil ocho. CL

14944-10. APREMIO CORPORAL. Refiere el recurrente dentro de la demanda de pensión alimentaria  que se sigue en su contra,  a pesar de no existir una sentencia en firme o un auto de fijación provisional de pensión alimenticia, la actora solicitó su  aprehensión corporal, argumentando la falta de pago. A pesar de la imposibilidad de adeudar alguna mensualidad por concepto de pensión alimenticia, pues ni siquiera se encontraba fijada, el Juzgado recibió la solicitud de la actora, con lo cual se amenazó su libertad de tránsito. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL

PODER EJECUTIVO
16303-10. VÍAS PÚBLICAS. SE ORDENA REALIZAR OBRA DE INFRAESTRUCTURA POR CRECIDA DEL RIÓ PEDREGOSO EN BARRIO EL HOYÓN DE PEREZ ZELEDÓN.  Alegan  los recurrentes que son vecinos de la calle que pasa entre el Río Pedregoso y el Salón Comunal del Hoyón y, a raíz de los diferentes huracanes que han azotado la región, el puente sobre la ruta nacional a Dominical  provoca un cuello de botella por su poca dimensión, lo que hace que el Río se regrese el agua se devuelva provocando grandes daños al camino, sin que las autoridades hagan nada por arreglar el problema. Se declara con lugar el recurso, únicamente, contra la Municipalidad de Pérez Zeledón, el Ministerio de Obras Públicas y Transportes y el Consejo Nacional de Viabilidad. Se ordena a la Alcaldesa de Pérez Zeledón, al Ministro de Obras Públicas y Transportes y al Director Ejecutivo del Consejo Nacional de Viabilidad,  que de forma inmediata lleven a cabo las acciones pertinentes para coordinar de forma conjunta la realización de las obras que sean necesarias para dar solución al problema que sufren los vecinos del barrio El Hoyón, por las constantes crecidas del río Pedregoso en la época lluviosa, obras que deberán llevarse a cabo en el término de dieciocho meses, contado a partir de la notificación de la presente sentencia. Se declara sin lugar el recurso en cuanto a la Comisión Nacional de Prevención de Riesgos y Atención de Emergencias. CL Parcial

15658-10. VÍAS PÚBLICAS. SE ORDENA RESOLVER PROBLEMA DE ACCESO A PROPIEDAD PRIVADA. Indica el recurrente que el único acceso a calle con que cuenta su propiedad, lo es hacia la carretera Ciudad Colón - Orotina; no obstante, por oficio número DPV-OF-4132-10 de la Dirección recurrida, se le comunicó que el acceso a su propiedad por la ruta 27 sería por una marginal. Acusa que a la fecha, ni el Ministerio, ni la empresa concesionaria han construido el citado acceso, lo que provoca que el inmueble se encuentre enclavado y por tanto sin acceso.  Se declara CON lugar el recurso. En consecuencia: 1) Se ordena al Secretario Técnico del Consejo Nacional de Concesiones, y al Subdirector de Diseño Vial del Ministerio de Obras Públicas y Transportes, que procedan de inmediato a tomar las acciones que correspondan dentro del ámbito de sus competencias para que en el plazo máximo de seis meses, contado a partir de la comunicación de esta sentencia, se resuelva definitivamente el problema del acceso a la vía pública de la propiedad del amparado, levantando todos los obstáculos que impiden iniciar con las obras y exigiendo el cumplimiento de las obligaciones contractuales al concesionario para que dentro de dicho plazo la construcción de la marginal La Arboleda se encuentre debidamente concluida y entregada a satisfacción. 2) Se ordena al Secretario Técnico del Consejo Nacional de Concesiones, disponer de inmediato la apertura de un procedimiento administrativo a efectos de investigar y sentar las responsabilidades correspondientes (sea en contra de la Gerencia de Proyectos, de la Supervisora del Proyecto, de la empresa Autopistas del Sol y de quien más corresponda) relacionadas con la falta de construcción de la marginal La Arboleda conforme se estableció en el contrato de concesión. Proceso que deberá concluir administrativamente dentro del plazo máximo de dos meses contados a partir de la comunicación de esta resolución. CL
PODER JUDICIAL
15723-10. ACLARACION. SOBRE EFECTOS DE DECLARATORIA DE ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD DEL  REGLAMENTO PARA EL PAGO DE INCAPACIDADES POR ENFERMEDAD Y MATERNIDAD DEL PODER JUDICIAL. Acción de Inconstitucionalidad en contra del Reglamento Para el Pago de Incapacidades Por Enfermedad y Maternidad del Poder Judicial. Artículo 7. Aprobado por la Corte Plena en el artículo XVII de la Sesión número 28-02 celebrada el 24 de junio del 2002. Mediante sentencia 4462-10, la Sala dispuso anuló por inconstitucionales,  las siguientes frases del artículo 7 del Reglamento para el pago de incapacidades por enfermedad y maternidad a empleados del Poder Judicial: "de conformidad con el artículo 80 del Código de Trabajo, cuando un servidor, en propiedad o interino se encuentre incapacitado por un periodo superior a tres meses (...) y su no ejercicio, que deberá razonarse siempre no podrá exceder del tiempo en que procede el tiempo de subsidios de acuerdo con el Reglamento del Seguro Social. En el caso de servidores interinos, la potestad conferida por esa norma deberá ser ejercitada a más tardar seis meses después de que se venció la incapacidad (...)". En lo demás se declara sin lugar. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a partir del momento establecido en el voto 18356-2009 de las catorce horas y veintinueve minutos del dos de diciembre del dos mil nueve, en la que se declaró la inconstitucionalidad del artículo 80 del Código de Trabajo. Ahora, mediante una nueva sentencia, aclara que los efectos de la misma son a partir del dictado de la sentencia, excepto para el caso que sirvió de base a la acción, en donde los efectos son retroactivos a partir de la vigencia de la norma anulada.

14791-10. PROCESO SUMARIO. EXCEPCIONES DE COSA JUZGADA Y DE TRANSACCIÓN. Acción de Inconstitucionalidad en contra del Artículo 433 del Código Procesal Civil. Considera el accionante que la norma cuestionada vulnera la constitución y los principios de razonabilidad y proporcionalidad, por no contemplar la posibilidad de interponer las excepciones de cosa juzgada y transacción en el proceso sumario.  Sobre el tema la facultad que tiene el legislador de diseñar dentro de cada rama general del Derecho Procesal, se citan los votos 1739-92 y 7960-97. Sobre los procesos sumarios, se cita el voto 486-94, finalmente sobre la constitucionalidad del artículo 433 del Código Procesal Civil, se cita el voto 4241-96MERGEFIELD PRIVATE. Con estos antecedentes y con base en las consideraciones dadas en la sentencia, en cuanto a la alegada inconstitucionalidad del artículo 433 del Código Procesal Civil por no contemplar la excepción de transacción, se rechaza por el fondo la acción.  En lo demás, estése el accionante a lo resuelto en la sentencia N.4241-96 de las dieciséis horas veintiún minutos del veinte de agosto de mil novecientos noventa y seis. RF y Estése
14796-10. PERITOS.  NOMBRAMIENTO DE PERITOS EN EL PODER JUDICIAL. Acción de Inconstitucionalidad en contra de los Artículo 29, 30, 32 y 33 del Reglamento para regular la función de ejecutores y peritos en el Poder Judicial y el párrafo 3 de la Circular N°36-06 de la Dirección Ejecutiva del Poder Judicial. Las normas se impugnan en cuanto establecen la posibilidad de sancionar a los peritos que rehúsen aceptar un cargo, a menos que medie causa legal que les impidan desempeñarlo, lo anterior por medio de un reglamento y una circular -que no han sido publicados en La Gaceta, sino sólo en el Boletín Judicial- y no por medio de una ley. Además, por cuanto establece sanciones por faltas graves, sin precisar cuáles son las conductas sancionables, ni cuáles son los criterios o facultades por los cuales se determina que una actuación es infractora. Indica que la Dirección Ejecutiva del Poder Judicial se encuentra empeñada en que los juzgados apliquen la tabla de honorarios de peritos fijada por la Corte Plena, no sólo para el cálculo de los honorarios iniciales o tentativos de peritajes, sino también para los definitivos.  Lo anterior, pese a que ya existe una tabla de honorarios para Topografía, Decreto Ejecutivo número 17481-MOPT, y otra de Aranceles de Avalúos y Peritajes, Decreto Ejecutivo número 24170-MOPT, las cuales son utilizadas por el Colegio Federado de Ingenieros y Arquitectos de Costa Rica.  Esto implica un problema en la práctica, por cuanto los montos establecidos en la tabla del Poder Judicial son “irrisorios y simbólicos” y no llegan a cubrir lo que los peritos invierten realmente en extremos tales como el hospedaje, el transporte, la estadía y la alimentación, sumas que, además, no se informa a las partes que deben cubrir, por lo que ellos se ven obligados a pagarlas de su peculio, de allí que la aceptación de muchos cargos no resulte rentable, antes bien una inversión sin ganancia alguna.  De allí que al obligar a dichos profesionales a aceptar trabajos o cargos por debajo del precio real, la normativa cuestionada lesiona los principios de razonabilidad y proporcionalidad. A esto se suma que, actualmente, los juzgados están acusando ante la Dirección Ejecutiva del Poder Judicial tanto a los peritos que no aceptan cargos  y no indican las razones de su negativa, como a aquellos que si bien no lo aceptan, justifican por escrito los motivos o circunstancias que les impiden hacerlo.  Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se declara sin lugar la acción. SL

PRIVADOS DE LIBERTAD
16283-10. CONDICIONES. HACINAMIENTO EN ÁMBITO A DE LA REFORMA. Manifiesta el recurrente que se encuentran privados de libertad en el pabellón A-1 del Centro recurrido. Acusan que en dicho pabellón se encuentran recluidos setenta y tres privados de libertad, siendo el mismo para albergar a cincuenta y tres, motivo por el cual veinte personas deben dormir en el suelo. Indica además que hay dos privados de libertad que son discapacitados  uno tiene muletas y el otro necesita una silla de ruedas y no tienen suficiente espacio para ir al baño, por lo que  deben solicitar ayuda de sus demás compañeros. Se declara parcialmente con lugar el recurso, en cuanto al hacinamiento crítico y a la falta de camas de los privados de libertad. Se ordena al Ministro de Justicia y Paz, y al Director del Centro de Atención Institucional San Rafael,  que, según el ámbito de sus competencias, adopten inmediatamente las medidas pertinentes para eliminar el hacinamiento crítico en el pabellón A-1 del Centro de Atención Institucional San Rafael. Asimismo, que de manera inmediata se solucione el problema de los privados de libertad que se encuentran durmiendo en el suelo en el pabellón indicado, de tal forma que se les facilite una cama en igualdad de condiciones con los demás reclusos que sí la poseen. En lo demás se declara sin lugar el recurso. CL Parcial

15447-10.CONDICIONES. CENTROS DE DETENCIÓN DEL PODER JUDICIAL. Menciona el recurrente que el amparado fue trasladado y encarcelado en las celdas del O.I.J. en Alajuela. Manifiesta que en dicho lugar compartió el calabozo con personas entre las cuales, se encontraban alcohólicos, drogadictos. Acusa que el lugar no tiene camas o un espacio para dormir, así como tampoco hay donde realizar las necesidades fisiológicas. Considera que el trato recibido con ocasión a una valoración es degradante, indigno para cualquier ser humano. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL

15226-10. UBICACIÓN. DETENIDAS POR PENSIÓN ALIMENTARIA SE LES UBICA CON PERSONAS SENTENCIADOS. Indica el recurrente que las amparadas se encuentran recluidas en el centro de atención institucional recurrido, con motivo de apremio corporal por pensión alimentaria. Acusa que desde hace varias semanas atrás, dispusieron su convivencia, en ese lugar, junto a otras privadas de libertad que se encuentran sentenciadas. Se declara parcialmente con lugar el recurso, sin ordenar la libertad de la tutelada. Se ordena a la Directora del Centro de Atención Institucional El Buen Pastor: a) que lleve a cabo todas las actuaciones que estén dentro del ámbito de sus competencias y gire las órdenes pertinentes para que la amparada sea ubicada en un módulo distinto, separado de quienes se encuentran privados de su libertad por causas penales, cualquiera que sea su estado procesal y, b) se abstenga de incurrir, nuevamente, en los hechos que dieron mérito para acoger el presente recurso de hábeas corpus. En los demás extremos, se declara sin lugar el recurso. CL Parcial

14953-10. ATENCIÓN MÉDICA. SE LE NIEGA A PRIVADO DE LIBERTAD QUE SE ENCUENTRA EN CELDA DE AISLAMIENTO.  Alega la recurrente que debido a una riña que aconteció entre varios privados de libertad, su representado se encuentra ubicado en una celda de aislamiento, con base en una medida cautelar dictada en ese sentido. Afirma que necesita atención médica y a pesar de que la ha solicitado en varias ocasiones, a la fecha no se le ha brindado. Se declara con lugar el recurso, sin modificar la ubicación actual del amparado. Con base en el artículo 50 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se advierte al Director del Centro de Atención Institucional Calle Real de Liberia, que deberá abstenerse, en el futuro, de incurrir nuevamente en actos similares a los que dieron lugar a esta estimatoria. CL 

14804-10. ATENCIÓN MÉDICA. NO LLEVAN A PRIVADO DE LIBERTAD A CITA MEDICA. Alega la recurrente que tenía programada una cita en el Hospital San Juan de Dios, sin embargo, no pudo asistir ya que según se le informó en el centro penitenciario recurrido no contaban con personal necesario para llevarla a la cita. Se declara con lugar el recurso. Se condena al Estado, al pago de los daños y perjuicios causados con los hechos que sirven de fundamento a esta declaratoria, los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo. CL
15182-10. ATENCIÓN MÉDICA SE ORDENA DAR LA ATENCIÓN QUE REQUIERE PRIVADO DE LIBERTAD. Alegada el recurrente que en un electrocardiograma que se le realizó, se le detectó una arritmia cardiaca. Asegura que en Hospital de San Rafael de Alajuela le programaron citas en el Servicio de Cardiología y otros servicios; sin embargo, la Jefatura de Seguridad no coordinó su traslado hacia dicho lugar por lo que no pudo asistir a esa revisión médica. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director General del Hospital San Rafael de Alajuela,  que lleve a cabo todas las actuaciones que estén dentro del ámbito de sus competencias para que, de manera inmediata, se valore al amparado, en los Servicios de Cardiología y Urología y, se le brinde el tratamiento que necesita, de conformidad con el criterio de su médico tratante. Además, se le ordena al Director a.i. del Centro de Atención Institucional La Reforma: a) disponer lo pertinente y coordinar lo necesario con el Hospital San Rafael de Alajuela, para que el amparado sea trasladado al nosocomio, con el fin que se lleve a cabo la valoración indicada en el punto anterior y; b) abstenerse de incurrir, nuevamente, en los hechos que dieron mérito para acoger el presente proceso. Por último, se le ordena al Director Médico de la Clínica del Centro de Atención Institucional La Reforma, que: a) reponga al tutelado las recetas de psiquiatría que extravió, de tal forma que pueda retirar sus medicamentos y asistir a la cita asignada para el mes de setiembre de 2010 y, b) abstenerse de incurrir, nuevamente, en los hechos que dieron mérito para acoger el presente recurso de amparo. CL

14807-10. CONDICIONES.  HACINAMIENTO EN CENTRO PENITENCIARIO LA REFORMA. AMBITO DE CONVIVENCIA B.  Indican los recurrentes que el  centro penitenciario  donde se encuentran recluidos tiene una infraestructura muy deteriorada, además sufre de hacinamiento y actualmente hay privados de libertad que duermen en el suelo ya que no hay camas, tampoco colchones, ni colchas o cobijas. Indican que el agua potables es escasa, la alimentación es muy poca y en algunas ocasiones quedan personas sin comer. Manifiestan que tienen meses no recibir los artículos de aseo y la atención médica regular desapareció y sólo cuentan con un médico para una población de cuatro mil  privados de libertad. Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se ordena al Director General a.i. de Adaptación Social y Director del Centro de Atención Institucional La Reforma, respectivamente,  que efectúen los trámites necesarios para que en forma inmediata se solucione el problema de los privados de libertad que se encuentran durmiendo en el suelo en el Ámbito de Convivencia B del Centro de Atención Institucional La Reforma, para que se les facilite una cama en igualdad de condiciones con los demás reclusos que sí la poseen. En lo demás, se declara sin lugar el recurso. CL Parcial
SERVICIOS PUBLICOS
15773-10. SERVICIO DE AGUA. SUJETO DE DERECHO PRIVADO ELIMINA SUMINISTRO DE AGUA. Reclama el recurrente el recurrente que es arrendatario de la recurrida, a la cual le alquila un pequeño local comercial y la casa en que habita con su familia; no obstante, acusa que se le suspendió el suministro de agua, desde hace cinco días, pese a que lo paga puntualmente. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la recurrida, que, en forma inmediata, reconecte el servicio de agua potable al local y a la vivienda que alquila el amparado. CL

15809-10. SERVICIO DE INTERNET. NIEGAN INSTALACIÓN.  Indica el recurrente que reside en Higuito de Desamparados, que se les hace indispensable tener acceso a Internet, ya que deben presentar sus tareas y recibir clases por medio de ese sistema. Dado lo anterior desde octubre del año dos mil ocho, solicitó al I.C.E. que se le instalara el servicio respectivo, momento en que se le indicó que no podrían hacerlo inmediatamente, puesto que había que hacer un cambio de línea y  sería necesario esperar dos meses.  Aduce que siempre le responden que tiene que esperar, sin que nadie resuelva nada al respecto. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL
15662-10. SERVICIO DE AUTOBÚS. PRESTACIÓN DE SERVICIO EN FORMA IRREGULAR. Manifiesta la recurrente que la empresa Auto Transportes Los Guido Sociedad Anónima presta el servicio de transporte público modalidad autobús. Explica que por el sector donde vive los autobuses generalmente pasan con el pasaje completo, y aunque lleven espacio los conductores no acomodan a los pasajeros. Agrega que en las horas pico los tiempos de espera son amplios y los usuarios sufren constantes atrasos en sus compromisos.  Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director Ejecutivo del Consejo de Transporte Público, que de inmediato interponga las actuaciones que se encuentren dentro de su ámbito de competencias, para que en el improrrogable plazo de dos meses contados a partir de la comunicación de esta sentencia, se realice y concluya el estudio de campo que debe realizar el Departamento de Ingeniería del Consejo respecto de las condiciones de prestación del servicio de la ruta de autobús número 120 A, descrita como San José-Los Guido por Casa Cuba, y se implementen las acciones correctivas que el mismo pudiera disponer para la debida prestación del servicio. CL

15676-10. SERVICIO DE AGUA. PRESTADO EN FORMA IRREGULAR.  Los recurrentes son vecinos de Villa Llanos, ubicada en Santa Lucía del cantón de Paraíso de Cartago, y acusan que desde hace varios meses comenzaron a sufrir de escasez de agua. Argumentan que en varias oportunidades han acudido ante los recurridos, en busca de una solución a su problema, pero lo  único que se les ha dado son pretextos y excusas, mas no soluciones a los problemas por este medio acusados. Aducen que su situación se ha visto agravada por las acciones de la empresa constructora de nombre Urbanizadora Navarro de Cartago S.A., la cual ha destruido gran cantidad de la infraestructura del acueducto y del alcantarillado del lugar. Se declara CON LUGAR el recurso. Se ordena al Alcalde Municipal y a  la Presidente del Concejo Municipal de Paraíso, que de INMEDIATO adopten las medidas necesarias y ejecuten las acciones pertinentes a fin de que se corrijan los problemas y se garantice a los vecinos de la comunidad de Llanos de Santa Lucía de Paraíso de Cartago un suministro continuo y de calidad de agua sea potable. En cuanto al Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados y el Ministerio de Salud se declara sin lugar el recurso. CL
15408-10. SERVICIO DE AGUA. PRESTADO EN FORMA IRREGULAR. Reclaman los recurrentes que son vecinos del kilómetro 81 y Cascajal de Orotina, comunidades que tienen serios problemas de agua, tanto que únicamente le llega durante la horas de la noche, situación que les genera problemas. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Sub Gerente General del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados  y al DIRECTOR DE LA REGIÓN PACIFICO CENTRAL ambos del  Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados, que dentro del año siguiente a la notificación de esta resolución, den solución definitiva a los problemas de calidad de suministro de agua potable de las comunidades denominadas Kilómetro 81 y Cascajal y tomen las medidas correctivas necesarias para que los vecinos de esas comunidades,  reciban el agua potable en la cantidad y calidad que les permita satisfacer sus necesidades básicas indispensables. CL

15416-10. SERVICIO DE AGUA POTABLE. DEMORA EN LA INSTALACIÓN. Alega la recurrente que debido a la  construcción de su casa, solicitó la instalación del servicio nuevo de agua potable, pero le indicaron que tenía que esperar de dos a tres meses porque hay setenta solicitudes pendientes. Considera excesivo el tiempo de instalación, ya su casa tiene un cincuenta por ciento de avance en la construcción.  Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Jefe Cantonal de la Oficina del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados en Guápiles, que gire las ordenes que correspondan para que en forma inmediata se conecte y se brinde el servicio de agua potable a la casa de la recurrente. CL






